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La serie Cuadernillos de Jurisprudencia se compone de publicaciones que sistematizan temáticamente o por países los 
estándares de derechos humanos adoptados por la Corte  Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH). Su 
propósito es difundir, de manera  accesible, las principales líneas jurisprudenciales del Tribunal respecto de diversos 
temas de relevancia e interés regional. 
 
Los títulos y subtítulos de cada capítulo solo buscan facilitar la lectura y no corresponden,  necesariamente, a los 
usados en las decisiones del Tribunal. Por su parte, las referencias que se hacen en este texto a otras decisiones de la 
Corte IDH tienen como objetivo brindar algunos ejemplos de casos contenciosos u opiniones consultivas relacionados 
con la temática, pero no son una enumeración exhaustiva de aquellas.  
 
Asimismo, en los cuadernillos de jurisprudencia, generalmente, se eliminan las notas al pie de página de los párrafos 
incluidos, las cuales pueden ser consultadas en los textos originales de las sentencias u opiniones consultivas de la 
Corte Interamericana. 
 
La serie de Cuadernillos de Jurisprudencia se actualiza periódicamente y las actualizaciones se comunican en la página 
web y redes sociales del Tribunal. Todos los números de la serie de Cuadernillos de Jurisprudencia de la Corte IDH, así 
como las decisiones completas citadas en ellos  se encuentran a disposición del público a través del sitio web del 
Tribunal: https://www.corteidh.or.cr/  
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PRESENTACIÓN 

 
En mi calidad de Presidenta de la Corte Interamericana de Derechos Humanos tengo el agrado 
de presentar esta versión actualizada, a marzo de 2025, del trigésimo tercer número de la 
serie Cuadernillos de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Esta 
serie se realiza con el objeto de dar a conocer las principales líneas jurisprudenciales del 
Tribunal sobre diversos temas de relevancia e interés regional.  

Este número está dedicado a abordar las decisiones del Tribunal sobre excepciones 
preliminares. Para abordar este tema, en una primera parte de este Cuadernillo se exponen 
aspectos generales sobre los alcances de la competencia de la Corte Interamericana. Luego, se 
reseñan las principales decisiones en materia de agotamiento de los recursos internos. En la 
última parte, se sistematizan otras decisiones relativas a la admisibilidad, particularmente con 
relación al procedimiento ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  

El Tribunal agradece al Dr. Claudio Nash por su trabajo como editor de esta publicación que 
integra la serie de Cuadernillos de Jurisprudencia, así como la generosa contribución del 
Ministerio Federal de Cooperación Económica y Desarrollo de Alemania (BMZ), implementada 
por GIZ y su Programa DIRAJus basado en Costa Rica.  

Esperamos que esta publicación contribuya a la difusión de la jurisprudencia de la Corte IDH 
entre las autoridades estatales, jueces y juezas, integrantes de fiscalías y defensorías públicas, 
la academia, organizaciones de la sociedad civil y otras personas interesadas, en beneficio de 
la protección de los derechos humanos en toda la región. 

 

 

Nancy Hernández López 

Presidenta de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
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I. ALCANCES SOBRE COMPETENCIA CONTENCIOSA 

Concepto de excepción preliminar 

Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184. 

39. El Tribunal estima necesario señalar que si bien ni la Convención Americana ni el 
Reglamento definen el concepto de “excepción preliminar”, conforme a la jurisprudencia de 
esta Corte puede definirse como aquel acto procesal que objeta la admisibilidad de una 
demanda o la competencia del Tribunal para conocer un determinado caso o alguno de sus 
aspectos en razón de la persona, la materia, el tiempo o lugar. Una excepción preliminar tiene 
por finalidad obtener una decisión que prevenga o impida el análisis sobre el fondo del aspecto 
cuestionado o de todo el caso. Por ello, independientemente de que se defina un planteo como 
“excepción preliminar”, el mismo debe tener las características jurídicas esenciales en cuanto a 
su contenido y finalidad que le confieran un carácter preliminar. Aquellos planteos que no 
tengan tal naturaleza, como por ejemplo los que se refieren al fondo de un caso, pueden ser 
formulados mediante otros actos procesales previstos en la Convención Americana, pero no 
bajo la figura de una excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso Yarce y otras Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2016. Serie C No. 325. 

28. [...], Colombia también alegó que después de haberse emitido los Informes de 
Admisibilidad, algunas de las investigaciones permitieron determinar y condenar a 
responsables de las violaciones alegadas por las presuntas víctimas, y que aunque algunas 
investigaciones continúan abiertas para “el esclarecimiento de los hechos que aún no han sido 
esclarecidos”, la Corte, dado el principio de “subsidiariedad”, debería declarar el caso 
inadmisible. 

29. Este Tribunal ha sostenido que la responsabilidad estatal bajo la Convención sólo puede 
ser exigida a nivel internacional después de que el Estado haya tenido la oportunidad de 
declarar la violación y reparar el daño ocasionado por sus propios medios. Esto se asienta en el 
principio de complementariedad, que informa transversalmente el sistema interamericano de 
derechos humanos, el cual es, tal como lo expresa el Preámbulo de la misma Convención, 
“coadyuvante o complementario de la [protección] que ofrece el derecho interno de los 
Estados americanos”. 

30. Es pertinente recordar que en virtud del principio de complementariedad, en tanto órganos 
internos hayan cumplido en forma adecuada el deber de investigar y posibilitado la reparación 
de las presuntas víctimas, puede no ser necesario que la Corte analice la violación de derechos 
sustantivos. No obstante, habiéndose alegado la inobservancia de dicho deber, tal 
determinación corresponde al fondo de la controversia. Siendo así, ni las decisiones judiciales 
emitidas ni las investigaciones en curso obstan a la admisibilidad del caso ni inhiben la 
competencia de la Corte. 

Corte IDH. Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de marzo de 2017. Serie C No. 334. 

19. En el presente caso, la Corte hace notar que los planteamientos del Estado se refieren al 
alcance del marco fáctico del presente caso; a cuestionamientos sobre admisibilidad de 
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determinados elementos documentales; a inconformidades suyas con la caracterización de los 
hechos por parte de la Comisión y con recomendaciones de ésta al respecto; así como a un 
alegado error en el litigio por parte del representante legal de la señora Acosta en el proceso 
penal interno. En esos términos, y de conformidad con su jurisprudencia reiterada, la Corte 
considera que tales planteamientos no tienen carácter de excepción preliminar, por lo cual los 
declara improcedentes. Los alegatos del Estado serán resueltos en los capítulos 
correspondientes de prueba, consideraciones previas, fondo y reparaciones de la presente 
sentencia, en cuanto ello sea pertinente. 

Corte IDH. Caso Gorigoitía Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C No. 382. 

21. En relación con lo anterior, el Tribunal recuerda que la competencia contenciosa de la 
Corte no tiene por objeto la revisión de las legislaciones nacionales en abstracto, sino que es 
ejercida para resolver casos concretos en que se alegue que un acto atribuible al Estado es 
contrario a la Convención. Sin embargo, la Corte advierte que uno de los aspectos de análisis 
en el presente caso consiste en determinar la compatibilidad entre la regulación del recurso de 
casación en la Provincia de Mendoza en la época de los hechos, la cual fue aplicada al señor 
Gorigoitía, y la Convención Americana, así como las acciones posteriores dirigidas a asegurar 
la revisión integral en materia de casación. El análisis de esta cuestión corresponde al fondo 
del asunto, específicamente al deber del Estado de adoptar disposiciones de derecho interno 
en términos del artículo 2 de la Convención. En razón de ello, la Corte desestima la excepción 
preliminar del Estado. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390. 

19. El Estado alegó la “excepción de cosa juzgada”, en tanto que supone que no ha existido 
ninguna violación de derechos humanos en el presente caso, por lo que la Corte no tendría 
competencia para examinar violaciones en el marco de un proceso penal. Sin embargo, es 
precisamente ello lo que se debatirá en el fondo del asunto. Al valorar el mérito del caso, la 
Corte determinará si los procedimientos internos respondieron al ejercicio y respeto de las 
obligaciones internacionales del Estado. En razón de lo anterior, este Tribunal considera que el 
alegato presentado no configura una excepción preliminar, pues no expone razones por las 
cuales el caso sometido sería inadmisible o la Corte sería incompetente para conocerlo. En 
consecuencia, la Corte declara sin lugar la excepción preliminar presentada por el Estado. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados "José Alvear 
Restrepo" Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 18 de octubre de 2023. Serie C No. 506. 

26. El Estado solicitó la aplicación del principio de subsidiariedad, referido a la 
complementariedad del Sistema Interamericano de Derechos Humanos con relación a las 
jurisdicciones internas. En tal sentido, la Corte advierte que el alegato de Colombia no 
constituye fundamento de una excepción preliminar, pues atañe a cuestiones que deben ser 
analizadas en la discusión sobre el fondo de la controversia y, eventualmente, en el estudio 
sobre las reparaciones pertinentes. En efecto, la determinación acerca de la oportuna y 
diligente investigación y juzgamiento de las actividades ilegales de inteligencia, así como la 
adopción de garantías de no repetición a ese respecto, configuran temas que forman parte 
central de las observaciones de la Comisión y los argumentos de ambas representaciones de 
las presuntas víctimas, los que el Tribunal habrá de examinar en el fondo a efecto de 
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establecer si, en el asunto concreto, se consumaron las violaciones a derechos humanos 
alegadas y, de ser el caso, decidir sobre las medidas de reparación apropiadas [...]. 

Corte IDH. Caso Viteri Ungaretti y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2023. Serie C No. 
510. 

21. Este Tribunal recuerda que, conforme a su jurisprudencia, únicamente considerará como 
excepciones preliminares aquellos argumentos que tienen o podrían tener exclusivamente tal 
naturaleza atendiendo a su contenido y finalidad, es decir, que de resolverse favorablemente 
impedirían la continuación del procedimiento o el pronunciamiento sobre el fondo. Por ello, 
independientemente del nombre con el que un Estado presente una objeción procesal, si al 
analizar tales planteamientos fuere necesario entrar a considerar previamente el fondo, 
perderá su carácter preliminar y no podrá ser analizada como tal. [En similar sentido, entre 
otros, ver Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados "José Alvear 
Restrepo" Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 18 de octubre de 2023. Serie C No. 506, párr. 25] 

Competencia ratione personae (legitimación activa) 

Legitimación activa ante CIDH (peticionarios) 

Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares. 
Sentencia de 4 de septiembre de 1998. Serie C No. 41.  

77. Con respecto a esta excepción, la Corte hace notar que independientemente del examen 
que pudiera hacerse, si fuera indispensable, acerca de la existencia y las facultades de FASIC y 
de las personas que manifiestan actuar en su nombre, es claro que el artículo 44 de la 
Convención permite que cualquier grupo de personas formule denuncias o quejas por violación 
de los derechos consagrados por la Convención. Esta amplia facultad de denuncia es un rasgo 
característico del sistema de protección internacional de los derechos humanos. En el caso que 
nos ocupa, los promoventes son un “grupo de personas”, y por lo tanto, satisfacen una de las 
hipótesis previstas, para fines de legitimación, en el citado artículo 44. La evidente 
acreditación de esta circunstancia hace innecesario analizar el registro de FASIC y la relación 
que con dicha fundación guardan o dicen guardar quienes se ostentan como sus 
representantes. Esta consideración se fortalece si se recuerda que, como ha manifestado la 
Corte en otras ocasiones, las formalidades características de ciertas ramas del derecho interno 
no rigen en el derecho internacional de los derechos humanos, cuyo principal y determinante 
cuidado es la debida y completa protección de esos derechos. En otras palabras, “la 
inobservancia de ciertas formalidades no siempre es relevante, pues lo esencial es que se 
preserven las condiciones necesarias para que los derechos procesales de las partes no sean 
disminuidos o desequilibrados y para que se alcancen los fines para los cuales han sido 
diseñados los distintos procedimientos” (...). En este mismo sentido se ha pronunciado la 
Corte Internacional de Justicia, cuando dice que ésta “al ejercer una jurisdicción internacional, 
no está llamada a atribuir a las consideraciones de forma la misma importancia que ellas 
podrían tener en el derecho interno” (...). 

78. La Corte ha agregado que pueden ser dispensadas ciertas formalidades a condición de que 
exista equilibrio entre la justicia y la seguridad jurídica (...). En el ejercicio de sus atribuciones 
para valorar el debido proceso ante la Corte (...), ésta considera que en el presente caso se 
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han respetado las cuestiones esenciales implícitas en las reglas de procedimiento de la 
Convención. 

Corte IDH. Caso Cantos Vs. Argentina. Excepciones Preliminares. Sentencia de 7 de 
septiembre de 2001. Serie C No. 85. 

29. Esta Corte considera que si bien la figura de las personas jurídicas no ha sido reconocida 
expresamente por la Convención Americana, como sí lo hace el Protocolo no. 1 a la 
Convención Europea de Derechos Humanos, esto no restringe la posibilidad que bajo 
determinados supuestos el individuo pueda acudir al Sistema Interamericano de Protección de 
los Derechos Humanos para hacer valer sus derechos fundamentales, aún cuando los mismos 
estén cubiertos por una figura o ficción jurídica creada por el mismo sistema del Derecho. No 
obstante, vale hacer una distinción para efectos de admitir cuáles situaciones podrán ser 
analizadas por este Tribunal, bajo el marco de la Convención Americana. En este sentido, ya 
esta Corte ha analizado la posible violación de derechos de sujetos en su calidad de 
accionistas. 

Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172. 

22. El artículo 44 de la Convención permite a todo grupo de personas presentar denuncias o 
quejas de violaciones de los derechos establecidos en la Convención. Esta amplia facultad para 
presentar una petición es una característica particular del sistema interamericano para la 
protección de los derechos humanos. Asimismo, toda persona o grupo de personas que no 
sean las presuntas víctimas pueden presentar una petición. 

23. En consideración de estas observaciones, este Tribunal encuentra que no existe un pre-
requisito convencional que establezca que la autoridad principal de la comunidad deba dar su 
permiso para que un grupo de personas presenten una petición ante la Comisión 
Interamericana a fin de buscar protección de sus derechos o de los derechos de los miembros 
de la comunidad a la cual pertenecen. Tal como se mencionó previamente, la posibilidad de 
presentar una petición ha sido ampliamente diseñada en la Convención y así lo ha entendido el 
Tribunal. 

24. Por lo tanto, a los fines del presente caso, la Corte considera que la Asociación de 
Autoridades Saramaka, así como también los doce capitanes Saramaka, pueden ser 
considerados como un “grupo de personas” en los términos del artículo 44 de la Convención y 
conforme a la interpretación que le ha dado la Corte a dicha disposición. Asimismo, la Corte es 
de la opinión que los peticionarios no necesitaban obtener permiso del Gaa’man o incluso de 
cada uno de los miembros de la comunidad a fin de presentar la petición ante la Comisión 
Interamericana. Por estas razones, la Corte rechaza la primera excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354. 

132. En primer lugar, la Corte constata que lo alegado por el Estado en esta ocasión no 
constituye una excepción preliminar ratione personae, puesto que no cuestiona la legitimación 
de la Comisión para presentar el caso ni la capacidad del señor Mora Calvo o sus 
representantes de figurar como sujetos procesales en el mismo. Más bien, la objeción del 
Estado surge de una alegada contradicción dentro del Informe de Fondo sobre la supuesta 
violación del artículo 8.2.h de la Convención en su perjuicio. De efectivamente configurarse tal 
contradicción, esto no impediría a la Corte de conocer el caso respecto de esta persona y 
pronunciarse sobre la alegada violación. 
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135. Al respecto, la Corte considera que el error material de la Comisión no debe ser 
interpretado en perjuicio del peticionario, pues en el Informe de Admisibilidad la Comisión ya 
se había percatado que se alegó la existencia del recurso de casación interpuesto en contra de 
la Sentencia N° 736-98 de 24 de septiembre de 1998, lo que en efecto así sucedió. En 
consecuencia, la Corte conocerá los argumentos de hecho y derecho de los intervinientes 
comunes SIPDH que se relacionan con la alegada violación del artículo 8.2.h de la Convención, 
en perjuicio de la presunta víctima Miguel Mora Calvo.  

Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados "José Alvear 
Restrepo" Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 18 de octubre de 2023. Serie C No. 506. 

86. En relación con los alegatos sobre esta excepción preliminar ratione persona, esta Corte 
constata que ni los intervinientes comunes ni la Comisión solicitaron que este Tribunal 
declarara que se habían vulnerado los derechos humanos del partido político Unión Patriótica. 
En efecto, en este caso, las presuntas víctimas han sido consideradas como militantes y 
simpatizantes del Partido Unión Patriótica o bien como familiares de militantes y simpatizantes 
del Partido. Sobre este punto, la Comisión, en su Informe de Fondo, estimó que “el móvil de 
las graves violaciones de derechos humanos y persecución sistemática en contra de las 
presuntas víctimas identificadas en el presente informe, fue su pertenencia a un partido 
político y la expresión de las ideas que este proponía”. En el Informe de Fondo, no se declaró 
la violación en perjuicio de una persona jurídica, sino que se determinó cómo los actos contra 
esa persona jurídica presuntamente influyeron en las violaciones a los derechos de las 
personas que militaban o simpatizaban en el partido. De esta forma, la Comisión subrayó en 
sus observaciones a las excepciones preliminares que el “Estado violó los derechos políticos, la 
libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y el principio de igualdad y no 
discriminación en virtud de que el móvil de las graves violaciones de derechos humanos, del 
exterminio y de la persecución sostenida en contra de las víctimas fue su pertenencia a un 
partido político y la expresión de sus ideas a través del mismo”.  

87. De la misma manera los intervinientes comunes de Reiniciar, en su escrito de solicitudes y 
argumentos, solicitaron que se declare la responsabilidad del Estado de Colombia por la 
vulneración a los “derechos políticos, libertad de pensamiento y expresión y libertad de 
asociación […] de todas las personas que se encuentran en la lista ilustrativa, por el conjunto 
de violaciones de que fueron objeto por el ejercicio de esos derechos mediante el partido Unión 
Patriótica”.  

88. A partir de lo anteriormente señalado, la Corte observa que las presuntas violaciones a los 
derechos consagrados en la Convención son alegadas respecto de afectaciones a los militantes 
y simpatizantes del partido Unión Patriótica y sus familiares como personas naturales, por lo 
cual resulta improcedente la excepción preliminar de incompetencia interpuesta por el Estado. 

89. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte recuerda que ya ha establecido que el artículo 1.2 de 
la Convención establece que los derechos reconocidos en dicho instrumento corresponden a 
personas, es decir, a seres humanos. Asimismo, la Corte ha hecho notar en su jurisprudencia 
que, en general, los derechos y las obligaciones atribuidos a las personales morales se 
resuelven en derechos y obligaciones de las personas físicas que las constituyen o que actúan 
en su nombre o representación. De esta forma, el reconocimiento de los derechos de las 
personas jurídicas puede implicar, directa o indirectamente, la protección de los derechos 
humanos de las personas naturales asociadas.  
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90. En este sentido, para efectos de admitir cuáles situaciones podrán ser analizadas bajo el 
marco de la Convención Americana, la Corte ha examinado la presunta violación de derechos 
de sujetos en calidad de accionistas y de trabajadores, en el entendido de que dichas 
presuntas afectaciones están dentro del alcance de su competencia. Por otra parte, la Corte ya 
ha indicado que “los partidos políticos son vehículos para el ejercicio de los derechos políticos 
de los ciudadanos”, de esta forma afectaciones a los partidos políticos podrían traer, a su vez, 
afectaciones a los derechos de sujetos en calidad de miembros o simpatizantes de un partido 
político. Por otra parte, la Corte considera necesario, como ya lo ha hecho en casos anteriores, 
resaltar que el hecho de que una persona jurídica se encuentre involucrada en los hechos del 
caso no implica, prima facie, que proceda la excepción preliminar, por cuanto el ejercicio del 
derecho por parte de una persona natural o su presunta vulneración deberán ser analizados en 
el fondo del caso. 

Identificación de las víctimas (Reglamento Corte IDH) 

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333. 

35. La Corte nota que el Estado expuso diversas objeciones a la lista de 38 poderes de 
presuntas víctimas señaladas en el Informe de Fondo, y consideró que sólo 30 presuntas 
víctimas estarían debidamente representadas, identificadas y mencionadas en dicho Informe. 

36. Con relación a la identificación de las presuntas víctimas, la Corte recuerda que el artículo 
35.1 del Reglamento de la Corte dispone que el caso le será sometido mediante la 
presentación del Informe de Fondo, que deberá contener la identificación de las presuntas 
víctimas. Corresponde pues a la Comisión identificar con precisión y en la debida oportunidad 
procesal a las presuntas víctimas en un caso ante la Corte, de modo que después del Informe 
de Fondo no es posible añadir nuevas presuntas víctimas, salvo en las circunstancias 
excepcionales contempladas en el artículo 35.2 del Reglamento de la Corte, de conformidad 
con el cual, cuando se justifique que no fue posible identificar a algunas presuntas víctimas de 
los hechos del caso, por tratarse de casos de violaciones masivas o colectivas, el Tribunal 
decidirá en su oportunidad si las considera víctimas de acuerdo con la naturaleza de la 
violación. 

37. De esta forma, la Corte ha evaluado la aplicación del artículo 35.2 del Reglamento con 
base en las características particulares de cada caso, y lo ha aplicado en casos masivos o 
colectivos con dificultades para identificar o contactar a todas las presuntas víctimas, por 
ejemplo, debido a la presencia de un conflicto armado, el desplazamiento o la quema de los 
cuerpos de las presuntas víctimas, o en casos en que familias enteras han sido desaparecidas, 
por lo que no habría nadie que pudiera hablar por ellos. También ha tomado en cuenta la 
dificultad de acceder al área donde ocurrieron los hechos, la falta de registros respecto de los 
habitantes del lugar y el transcurso del tiempo, así como características particulares de las 
presuntas víctimas del caso, por ejemplo, cuando estas han conformado clanes familiares con 
nombres y apellidos similares, o al tratarse de migrantes. Igualmente, ha considerado la 
conducta del Estado, por ejemplo, cuando existen alegatos de que la falta de investigación 
contribuyó a la incompleta identificación de las presuntas víctimas, y en un caso de esclavitud. 

38. En el presente caso, la Corte nota que se identificaron 26 víctimas fallecidas y tres víctimas 
de violencia sexual y violación. Sin embargo, se registran problemas respecto a la 
identificación de los presuntos familiares de algunas de las víctimas, que podrían justificarse 
en razón de: i) el contexto del caso; ii) la naturaleza colectiva de la violación de los derechos 



 

11 M  M 

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 33 

humanos; iii) la falta de documentos de identidad; iv) el tiempo de 22 años transcurridos 
desde la primera redada, y v) algunos actos de omisión de registro atribuibles al Estado. 

39. La Corte considera que la argumentación de los representantes respecto al contexto, la 
violación colectiva y el paso de tiempo desde las redadas en 1994 y 1995 no pueden ser 
consideradas suficientes para aplicar la excepción prevista en el artículo 35.2 del Reglamento 
de la Corte. 

40. Respecto a la naturaleza de las violaciones, el presente caso se refiere a la supuesta 
violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, y no a las 
ejecuciones extrajudiciales y violaciones sexuales cometidas por funcionarios públicos. El 
hecho que las redadas de 1994 y 1995 resultaron en la muerte de 26 personas y la violación 
de tres mujeres fue aceptado por el Estado, no exime a los representantes de identificar a los 
familiares de esas víctimas, quienes por su propio derecho serían presuntas víctimas de 
violaciones a los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. Es inexcusable que pasados 22 
años de la ocurrencia de los hechos y 21 de trámite ante la Comisión, únicamente al presentar 
su escrito de solicitudes y argumentos los representantes hayan remitido una lista más 
completa de los familiares. El hecho de que el trámite ante la Comisión tuvo una larga 
duración debería haberles permitido recoger dicha información y presentarla oportunamente 
ante la Comisión. Asimismo, no se evidencia en el presente caso dificultades de tal magnitud 
que podrían impedir al menos la identificación de los familiares de las personas fallecidas en 
1994 y 1995. Por todo lo anterior, la Corte acoge parcialmente la excepción preliminar del 
Estado y considerará como presuntas víctimas en el presente caso únicamente a las personas 
identificadas y listadas en el Informe de Fondo de la Comisión Interamericana. 

41. Por otra parte, la Corte considera que los familiares de las presuntas víctimas están 
razonablemente representados por CEJIL e ISER, de manera que no prospera la excepción 
rationae personae del Estado sobre la supuesta falta de otorgamiento de poderes a los 
representantes. 

42. Finalmente, la Corte desestima la excepción preliminar relacionada con la supuesta falta de 
relación de algunas presuntas víctimas con los hechos del caso, ya que esta cuestión está 
relacionada con el fondo del asunto. 

Corte IDH. Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 341. 

33. La Corte ha evaluado la aplicación del artículo 35.2 del Reglamento con base en las 
características particulares de cada asunto, y lo ha aplicado en casos masivos o colectivos con 
dificultades para identificar o contactar a todas las presuntas víctimas, por ejemplo, debido a 
la presencia de un conflicto armado, el desplazamiento o la quema de los cuerpos de las 
presuntas víctimas, o en casos en que familias enteras han sido desaparecidas, por lo que no 
habría nadie que pudiera hablar por ellos. También ha tomado en cuenta la dificultad de 
acceder al área donde ocurrieron los hechos, la falta de registros respecto de los habitantes del 
lugar y el transcurso del tiempo, así como características particulares de las presuntas víctimas 
del caso, por ejemplo, cuando estas han conformado clanes familiares con nombres y apellidos 
similares, o al tratarse de migrantes. Igualmente, ha considerado la conducta del Estado, por 
ejemplo, cuando existen alegatos de que la falta de investigación contribuyó a la incompleta 
identificación de las presuntas víctimas, y en un caso de esclavitud. 

34. En el presente caso, la Corte constata que la Comisión reconoció no haber podido 
identificar plenamente a todas las víctimas, y se refirió a dos de ellas a través de la expresión 
alias “Fredy” y su “esposa”. Asimismo, el Tribunal nota que la Comisión no brindó explicación 
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sobre la falta de identificación de esas dos presuntas víctimas y que en sus observaciones a la 
excepción planteada, únicamente presentó argumentos con respecto a la falta de 
representación de ellas y no sobre la falta de identificación de las mismas o respecto a una 
eventual aplicación del artículo 35.2 del Reglamento. Por todo ello, el Tribunal encuentra que 
en el presente caso no corresponde aplicar la excepción prevista en el artículo 35.2 del 
Reglamento y considera pertinente acoger la excepción preliminar del Estado con relación a 
alias “Fredy” y su “esposa”. 

35. En cuanto al hijo de ambos, “A.”, la Corte advierte que el mismo se encuentra plenamente 
identificado, por lo que en principio correspondería solicitar que los representantes presenten 
un poder de representación para el trámite ante la Corte. Sin embargo, como ha sido 
mencionado, los representantes de las presuntas víctimas señalaron en varias oportunidades 
que no lo representaban. 

36. Corresponde indicar que en otros casos, esta Corte estableció que la falta de poderes se 
refiere a la representación legal de las personas nombradas y no es una cuestión que se 
relacione con el carácter de presuntas víctimas y que “la práctica constante de esta Corte con 
respecto a las reglas de representación ha sido flexible” siendo que “no es indispensable que 
los poderes otorgados por las presuntas víctimas para ser representadas en el proceso ante el 
Tribunal cumplan las mismas formalidades que regula el derecho interno del Estado 
demandado”. Agregó la Corte que “coadyuda a la conclusión anterior” cuando a lo largo de 
todo el trámite ante la Comisión y la Corte, los representantes hubiesen consistentemente y de 
forma continuada planteado que representaban a determinadas presuntas víctimas. En otros 
casos de víctimas múltiples en los cuales, los representantes no contaban con todos los 
poderes de representación ni tampoco con manifestaciones de voluntad de todas las presuntas 
víctimas, se consideró que “era de esperar que la organización representante tome en cuenta 
en sus solicitudes y argumentos los intereses generales de todas las presuntas víctimas 
identificadas” y se solicitó a los representantes, por ende, que “informen al Tribunal 
oportunamente si representarán a otras personas durante este proceso”. 

37. El Tribunal ha desarrollado diversas gestiones con la finalidad de tomar contacto con “A.” 
con el objetivo de informarlo sobre la existencia de un proceso internacional que concierne sus 
intereses y para determinar si deseaba participar en el mismo. Sin embargo, las gestiones 
realizadas han sido infructuosas, no se ha logrado contactarlo y hasta el momento no existe 
ningún elemento de información que indique su interés en participar del caso. En ese sentido, 
no se pueden aplicar los precedentes señalados a los hechos del presente procedimiento. 

38. En suma, hasta el momento, la persona denominada “A.”: a) no figura como presunta 
víctima en la petición inicial de este caso; b) en ningún momento en el transcurso del proceso 
público ante la Comisión o la Corte, él mismo o alguien que lo represente, ha manifestado su 
voluntad de participar en dicho procedimiento; c) los representantes de las presuntas víctimas 
indicaron en varias oportunidades que no lo representaban, y d) no se ha podido entrar en 
contacto con él. 

39. Tomando en cuenta lo anterior, y el hecho de que se hace necesario una manifestación 
expresa de voluntad de “A.” o de su representante legal con la finalidad de que pueda 
efectivamente participar en el proceso, la cual no ha sido presentada, en aplicación de lo 
previsto en el Reglamento de la Corte, así como en su jurisprudencia, esta Corte concluye que 
corresponde acoger la excepción del Estado en relación con “A.”. 

40. Por último, con la finalidad de proteger el derecho a la identidad, a la privacidad y a la 
integridad personal de “A.”, este Tribunal considera pertinente ordenar a las Partes y a la 
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Comisión que adopten todas las medidas necesarias para garantizar que las partes pertinentes 
de los documentos y actuaciones procesales que se refieren a su identidad, a las circunstancias 
de hecho, así como a las consideraciones de derecho con él relacionadas, no sean de 
exposición pública, salvo que él mismo o su representante legal lo autoricen expresamente. 

Competencia ratione personae (legitimación pasiva) 

Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Competencia. Sentencia de 24 de 
septiembre de 1999. Serie C No. 54.  

34. La competencia de la Corte no puede estar condicionada por hechos distintos a sus propias 
actuaciones. Los instrumentos de aceptación de la cláusula facultativa de la jurisdicción 
obligatoria (artículo 62.1 de la Convención) presuponen la admisión, por los Estados que la 
presentan, del derecho de la Corte a resolver cualquier controversia relativa a su jurisdicción.  
Una objeción o cualquier otro acto interpuesto por el Estado con el propósito de afectar la 
competencia de la Corte es inocuo, pues en cualesquiera circunstancias la Corte retiene la 
compétence de la compétence, por ser maestra de su jurisdicción. 

35. Al interpretar la Convención conforme a su objeto y fin (...), la Corte debe actuar de tal 
manera que se preserve la integridad del mecanismo previsto en el artículo 62.1 de la 
Convención. Sería inadmisible subordinar tal mecanismo a restricciones súbitamente 
agregadas por los Estados demandados a los términos de sus aceptaciones de la competencia 
contenciosa del Tribunal, lo cual no sólo afectaría la eficacia de dicho mecanismo, sino que 
impediría su desarrollo futuro. 

36. La aceptación de la competencia contenciosa de la Corte constituye una cláusula pétrea 
que no admite limitaciones que no estén expresamente contenidas en el artículo 62.1 de la 
Convención Americana.  Dada la fundamental importancia de dicha cláusula para la operación 
del sistema de protección de la Convención, no puede ella estar a merced de limitaciones no 
previstas que sean invocadas por los Estados Partes por razones de orden interno. 

37. Los Estados Partes en la Convención deben garantizar el cumplimiento de las disposiciones 
convencionales y sus efectos propios (effet utile) en el plano de sus respectivos derechos 
internos. Este principio se aplica no sólo en relación con las normas sustantivas de los tratados 
de derechos humanos (es decir, las que contienen disposiciones sobre los derechos 
protegidos), sino también en relación con las normas procesales, tal como la referente a la 
cláusula de aceptación de la competencia contenciosa del Tribunal. Tal cláusula, esencial a la 
eficacia del mecanismo de protección internacional, debe ser interpretada y aplicada de modo 
que la garantía que establece sea verdaderamente práctica y eficaz, teniendo presentes el 
carácter especial de los tratados de derechos humanos (...) y su implementación colectiva. 

38. Según el artículo 31.1 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 
(en adelante “la Convención de Viena”), 

[u]n tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de 
atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y 
fin.  

39. La Convención Americana estipula, en su artículo 62.1, que todo Estado Parte puede, en el 
momento del depósito de su instrumento de ratificación o adhesión, o en cualquier momento 
posterior, declarar “que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, 
la competencia de la Corte sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de 
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esta Convención”.  No existe en la Convención norma alguna que expresamente faculte a los 
Estados Parte a retirar su declaración de aceptación de la competencia obligatoria de la Corte, 
y tampoco el instrumento de aceptación por el Perú de la competencia de la Corte, de fecha 21 
de enero de 1981, prevé tal posibilidad. 

40. Una interpretación de la Convención Americana “de buena fe conforme al sentido corriente 
que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta 
su objeto y fin”, lleva a esta Corte a considerar que un Estado Parte en la Convención 
Americana sólo puede desvincularse de sus obligaciones convencionales observando las 
disposiciones del propio tratado. En las circunstancias del presente caso, la única vía de que 
dispone el Estado para desvincularse del sometimiento a la competencia contenciosa de la 
Corte, según la Convención Americana, es la denuncia del tratado como un todo (...); si esto 
ocurriera, dicha denuncia sólo produciría efectos conforme al artículo 78, el cual establece un 
preaviso de un año. 

41. El artículo 29.a de la Convención Americana establece que ninguna disposición de la misma 
puede ser interpretada en el sentido de permitir a alguno de los Estados Parte, grupo o 
persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención 
o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella.  Una interpretación de la Convención 
Americana en el sentido de permitir que un Estado Parte pueda retirar su reconocimiento de la 
competencia obligatoria del Tribunal, como pretende hacerse en el presente caso, implicaría la 
supresión del ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la Convención, iría en 
contra de su objeto y propósito como tratado de derechos humanos, y privaría a todos los 
beneficiarios de la Convención de la garantía adicional de protección de tales derechos por 
medio de la actuación de su órgano jurisdiccional. 

42. La Convención Americana, así como los demás tratados de derechos humanos, se inspiran 
en valores comunes superiores (centrados en la protección del ser humano), están dotados de 
mecanismos específicos de supervisión, se aplican de conformidad con la noción de garantía 
colectiva, consagran obligaciones de carácter esencialmente objetivo, y tienen una naturaleza 
especial, que los diferencian de los demás tratados, los cuales reglamentan intereses 
recíprocos entre los Estados Partes y son aplicados por éstos, con todas las consecuencias 
jurídicas que de ahí derivan en los ordenamientos jurídicos internacional e interno. 

43. Al respecto, esta Corte ha señalado, en su Opinión Consultiva OC-2/82 de 24 de 
septiembre de 1982 denominada El Efecto de las Reservas Sobre la Entrada en Vigencia de la 
Convención Americana (artículos 74 y 75), que 

... los tratados modernos sobre derechos humanos, en general, y, en particular, la Convención 
Americana, no son tratados multilaterales del tipo tradicional, concluidos en función de un 
intercambio recíproco de derechos, para el beneficio mutuo de los Estados contratantes.  Su 
objeto y fin son la protección de los derechos fundamentales de los seres humanos, 
independientemente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como frente a los otros 
Estados contratantes.  Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los Estados se 
someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común, asumen varias obligaciones, 
no en relación con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su jurisdicción (párr. 29). 

44. Dicho criterio coincide con la jurisprudencia convergente de otros órganos jurisdiccionales 
internacionales. Al respecto, la Corte Internacional de Justicia, en su Opinión Consultiva 
relativa a Reservas a la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio 
(1951), afirmó que “en este tipo de tratados, los Estados contratantes no tienen intereses 
propios; solamente tienen, por encima de todo, un interés común: la consecución de los 
propósitos que son la razón de ser de la Convención”. 
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45. La Comisión y Corte Europeas de Derechos Humanos (en adelante “Comisión Europea” y 
“Corte Europea”, respectivamente), a su vez, se han pronunciado en forma similar. En el caso 
Austria vs. Italia (1961), la Comisión Europea declaró que las obligaciones asumidas por los 
Estados Partes en la Convención Europea de Derechos Humanos (en adelante “Convención 
Europea”) “son esencialmente de carácter objetivo, diseñadas para proteger los derechos 
fundamentales de los seres humanos de violaciones de parte de las Altas Partes Contratantes 
en vez de crear derechos subjetivos y recíprocos entre las Altas Partes Contratantes”.  En igual 
sentido, la Corte Europea afirmó, en el caso Irlanda vs. Reino Unido (1978), que  

a diferencia de los tratados internacionales del tipo clásico, la Convención comprende más que 
simples compromisos recíprocos entre los Estados Partes.  Crea, por encima de un conjunto de 
compromisos bilaterales, mutuos, obligaciones objetivas que, en los términos del Preámbulo, 
cuentan con una 'garantía colectiva'. 

Igualmente, en el caso Soering vs. Reino Unido (1989), la Corte Europea declaró que la 
Convención Europea “debe ser interpretada en función de su carácter específico de tratado de 
garantía colectiva de derechos humanos y libertades fundamentales, y que el objeto y fin de 
este instrumento de protección de seres humanos exigen comprender y aplicar sus 
disposiciones de manera que haga efectivas y concretas aquellas exigencias”. 

46. En el funcionamiento del sistema de protección consagrado en la Convención Americana, 
reviste particular importancia la cláusula facultativa de aceptación de la competencia 
contenciosa de la Corte Interamericana.  Al someterse a esa cláusula queda el Estado 
vinculado a la integridad de la Convención, y comprometido por completo con la garantía de 
protección internacional de los derechos humanos consagrada en dicha Convención.  El Estado 
Parte sólo puede sustraerse a la competencia de la Corte mediante la denuncia del tratado 
como un todo (...). El instrumento de aceptación de la competencia de la Corte debe, pues, ser 
apreciado siempre a la luz del objeto y propósito de la Convención Americana como tratado de 
derechos humanos. 

47. Hay que descartar cualquier analogía entre, por un lado, la práctica estatal permisiva 
desarrollada bajo el artículo 36.2 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, y, por otro 
lado, la aceptación de la cláusula facultativa de la jurisdicción obligatoria de esta Corte, 
teniendo presentes el carácter especial, así como el objeto y propósito de la Convención 
Americana. En este sentido se ha pronunciado igualmente la Corte Europea de Derechos 
Humanos, en su sentencia sobre excepciones preliminares en el caso Loizidou vs. Turquía 
(1995), en relación con la cláusula facultativa de su jurisdicción obligatoria (artículo 46 de la 
Convención Europea, anteriormente a la entrada en vigor, el 01.11.1998, del Protocolo XI a la 
Convención Europea), fundamentando su posición en el carácter de “tratado normativo” (law-
making treaty) de la Convención Europea. 

48. En efecto, la solución internacional de casos de derechos humanos (confiada a tribunales 
como las Cortes Interamericana y Europea de Derechos Humanos), no admite analogías con la 
solución pacífica de controversias internacionales en el contencioso puramente interestatal 
(confiada a un tribunal como la Corte Internacional de Justicia); por tratarse, como es 
ampliamente reconocido, de contextos fundamentalmente distintos, los Estados no pueden 
pretender contar, en el primero de dichos contextos, con la misma discrecionalidad con que 
han contado tradicionalmente en el segundo. 

49. No hay como equiparar un acto jurídico unilateral efectuado en el contexto de las 
relaciones puramente interestatales (v.g., reconocimiento, promesa, protesta, renuncia), que 
se completa por sí mismo de forma autónoma, con un acto jurídico unilateral efectuado en el 
marco del derecho convencional, como la aceptación de una cláusula facultativa de la 
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jurisdicción obligatoria de un tribunal internacional. Dicha aceptación se encuentra 
determinada y condicionada por el propio tratado y, en particular, por la realización de su 
objeto y propósito. 

50. Un Estado que aceptó la jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana según el 
artículo 62.1 de la misma, pasa a obligarse por la Convención como un todo (...). El propósito 
de preservar la integridad de las obligaciones convencionales se desprende del artículo 44.1 de 
la Convención de Viena, que parte precisamente del principio de que la denuncia (o el “retiro” 
del mecanismo de un tratado) sólo puede ser efectuada en relación con el conjunto del 
tratado, a menos que éste lo disponga o las Partes lo acuerden de manera diferente. 

51. La Convención Americana es clara al prever la denuncia de “esta Convención” (artículo 
78), y no la denuncia o “el retiro” de partes o cláusulas de la misma, pues esto último afectaría 
su integridad. Aplicando los criterios consagrados en la Convención de Viena (artículo 56.1), no 
parece haber sido la intención de las Partes permitir tal tipo de denuncia o retiro, ni tampoco 
se puede inferir éste último de la naturaleza de la Convención Americana como tratado de 
derechos humanos. 

52. Aún en la hipótesis de que fuera posible tal “retiro”, -hipótesis rechazada por esta Corte, - 
no podría éste de modo alguno producir “efectos inmediatos”. El artículo 56.2 de la Convención 
de Viena estipula un plazo de anticipación de “por lo menos doce meses” para la notificación 
por un Estado Parte de su intención de denunciar un tratado o retirarse de él.  Este plazo tiene 
el propósito de proteger los intereses de las otras Partes en el tratado. La obligación 
internacional en cuestión, aunque haya sido contraída por medio de una declaración unilateral, 
tiene carácter vinculante; el Estado queda sujeto a “seguir una línea de conducta consistente 
con su declaración”, y los demás Estados Partes están habilitados para exigir que sea 
cumplida. 

53. A pesar de su carácter facultativo, la declaración de aceptación de la competencia 
contenciosa de un tribunal internacional, una vez efectuada, no autoriza al Estado a cambiar 
posteriormente su contenido y alcance como bien entienda: “...El derecho de poner fin 
inmediatamente a declaraciones con duración indefinida encuéntrase lejos de estar 
establecido. La exigencia de la buena fe parece imponer que se debería aplicar a ellas por 
analogía el tratamiento previsto por el derecho de los tratados, que requiere un plazo 
razonable para el retiro o la denuncia de tratados que no contienen disposición alguna sobre la 
duración de su validez”. Así, para que la aceptación de la cláusula facultativa sea terminada 
unilateralmente, deben aplicarse las reglas pertinentes del derecho de los tratados, las cuales 
descartan claramente dicha terminación o “retiro” con “efecto inmediato”. 

54. Por las razones anteriores, la Corte considera que es inadmisible el pretendido retiro por el 
Perú de la declaración de reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte con 
efectos inmediatos, así como cualesquiera consecuencias que se busque derivar de dicho 
retiro, entre ellas, la devolución de la demanda, que resulta irrelevante. (En similar sentido, 
ver entre otros: Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Competencia. Sentencia de 
24 de septiembre de 1999. Serie C No. 55, párrs. 31-53) 

Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94. 

12. Trinidad y Tobago depositó su instrumento de ratificación de la Convención Americana el 
28 de mayo de 1991. Ese mismo día el Estado reconoció la competencia contenciosa de la 
Corte. 
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13. El 26 de mayo de 1998 Trinidad y Tobago denunció la Convención y, de acuerdo con el 
artículo 78 de la misma, esta denuncia pasó a tener efectos un año más tarde, a partir del 26 
de mayo de 1999. Los hechos a los que se refiere el presente Caso ocurrieron con anterioridad 
a la fecha en que la denuncia efectuada por el Estado empezó a generar efectos.   

14. El Estado de Trinidad y Tobago cuestionó la competencia de la Corte para conocer los 
hechos de este caso mediante la interposición de una excepción preliminar en los Casos 
Hilaire, Constantine y otros y Benjamin y otros, que se tramitaban separadamente en ese 
momento (...).  Dicha excepción preliminar fue desestimada en su totalidad por la Corte en sus 
sentencias de 1 de septiembre de 2001 (...).   

15. De esta forma, la Corte decidió en sus referidas sentencias sobre excepciones preliminares 
que:  

[…] Trinidad y Tobago no puede prevalerse de las limitaciones formuladas en su instrumento de 
aceptación de la cláusula facultativa de la jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, en virtud de lo establecido en el artículo 62 de la Convención Americana, 
por cuanto dicha limitación es incompatible con el objeto y fin de la Convención. 

16. A pesar de que la Corte Interamericana es plenamente competente para conocer los 
hechos del presente Caso, tal como lo estableció en las sentencias sobre excepciones 
preliminares antes indicadas (...), el Estado de Trinidad y Tobago desconoció la competencia 
de este Tribunal para continuar la tramitación del mismo. Así, el 8 de febrero de 2002 el 
Estado informó que no asistiría a la audiencia pública convocada por la Corte (...) e indicó lo 
siguiente: 

El Gobierno de la República de Trinidad y Tobago debe declinar la invitación de la Corte para 
participar en la audiencia pública y la reunión previa a celebrarse el 20 y 21 de febrero de 2002 
[…]  En la toma de esta decisión el Gobierno de Trinidad y Tobago no pretende descortesía 
alguna hacia la Corte o su distinguido Presidente.  Refleja la creencia del Estado de que, en 
ausencia de acuerdo especial alguno por parte de la República de Trinidad y Tobago 
reconociendo la competencia de la Corte en este asunto, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos no tiene competencia en relación con estos casos.  

17. La Corte Interamericana no comparte la razón alegada por el Estado para no comparecer 
ante este Tribunal y no realizar actos procesales (...); como bien se ha establecido en este 
caso, es la Corte, como todo órgano internacional con funciones jurisdiccionales, quien tiene el 
poder inherente de determinar el alcance de su propia competencia (compétence de la 
compétence/Kompetenz-Kompetenz).  

18. Como este mismo Tribunal lo ha mencionado en las sentencias sobre competencia en los 
Casos del Tribunal Constitucional e Ivcher Bronstein,  

[l]a competencia de la Corte no puede estar condicionada por hechos distintos a sus propias 
actuaciones.  Los instrumentos de aceptación de la cláusula facultativa de la jurisdicción 
obligatoria (artículo 62.1 de la Convención) presuponen la admisión, por los Estados que la 
presentan, del derecho de la Corte a resolver cualquier controversia relativa a su jurisdicción.  
Una objeción o cualquier otro acto interpuesto por el Estado con el propósito de afectar la 
competencia de la Corte es inocuo, pues en cualesquiera circunstancias la Corte retiene la 
compétence de la compétence, por ser maestra de su jurisdicción. 

19. Asimismo, la Corte Interamericana reitera que, al interpretar la Convención Americana de 
conformidad con la regla general de interpretación de los tratados, consagrada en el artículo 
31.1 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (en adelante “la Convención 
de Viena”), y teniendo presentes el objeto y fin de la Convención Americana, el Tribunal, en el 
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ejercicio de las funciones que le atribuye el artículo 62.3 de esta última, debe actuar de tal 
manera que se preserve la integridad del mecanismo previsto en el artículo 62.1 de la 
Convención. Sería inadmisible subordinar tal mecanismo a restricciones que hagan inoperante 
la función jurisdiccional de la Corte y, por lo tanto, el sistema tutelar de los derechos humanos 
consagrado en la Convención.  La Corte tiene la competencia, que le es inherente y que 
atiende a un imperativo de seguridad jurídica, de determinar el alcance de su propia 
jurisdicción. 

20. En razón de que ya fueron resueltos definitivamente por la Corte, en el momento procesal 
oportuno (...), los alegatos presentados por Trinidad y Tobago en los Casos Hilaire, 
Constantine y otros y Benjamin y otros en cuanto a la competencia de ese Tribunal para 
conocer de cada uno de dichos casos, y de que los hechos objeto de las demandas que 
componen este caso son anteriores a la fecha en que la denuncia del Estado pasó a generar 
efectos (...), y teniendo en cuenta las consideraciones expuestas en los párrafos anteriores, la 
Corte reafirma que es plenamente competente, en los términos de los artículos 62.3 y 78.2 de 
la Convención, para conocer el presente Caso y dictar sentencia. (En similar sentido, ver 
entre otros: Caso Caesar Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de marzo de 2005. Serie C No. 123, párrs. 5-11). 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350. 

33. Considerando los argumentos estatales que sustentan la excepción preliminar bajo 
análisis, la Corte recuerda que la función contenciosa puede suscitarse con motivo de dos 
procedimientos diferenciados de quejas o comunicaciones ante la Comisión, cada uno de los 
cuales se rige por sus regulaciones específicas. Uno de ellos es en el marco del sistema de 
peticiones individuales, establecido por el artículo 44 de la Convención, conforme al cual los 
Estados se constituyen en la parte demandada respecto a casos contenciosos originados en 
peticiones individuales. En el otro procedimiento, dispuesto en el artículo 45 de dicho tratado, 
los Estados se presentan como partes procesales opuestas, es decir, como demandado y 
demandante en casos contenciosos originados por comunicaciones interestatales. Una vez 
concluido dicho trámite, las mismas pueden derivarse en el sometimiento de un caso ante la 
Corte, siempre que se reúnan los demás requisitos para que ella pueda ejercer su competencia 
contenciosa. 

34. Con relación a las peticiones individuales, según lo indicado por el artículo 44 de la 
Convención, el artículo 19 del Estatuto de la Comisión y el artículo 23 de su Reglamento, la 
competencia de la Comisión queda habilitada de manera automática para conocer de alegadas 
violaciones a la Convención Americana, siempre que el Estado demandado haya ratificado 
dicho instrumento. En cambio, respecto de las comunicaciones entre Estados, es menester que 
el Estado demandado, además de haber ratificado la Convención, haya declarado 
expresamente su voluntad de someterse a la competencia de la Comisión, con arreglo a lo 
establecido en el artículo 45. 

35. Ahora bien, la Corte nota que la declaración de reconocimiento de competencia señalada 
por el Estado de Nicaragua del año 2006 se refiere al artículo 45 que, como ya se expresó, rige 
la competencia de la Comisión para conocer de demandas interestatales. Por consiguiente, 
considerando que el presente caso no se inscribe en la hipótesis de una comunicación 
interestatal, sino que se trata de una petición individual, no es aplicable lo dispuesto en el 
artículo 45. 
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Competencia ratione materiae 

En relación con la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

Corte IDH. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares. Sentencia de 
27 de enero de 1995. Serie C No. 21. 

50. La competencia contenciosa de la Corte no tiene por objeto la revisión de las legislaciones 
nacionales en abstracto, sino que es ejercida para resolver casos concretos en que se alegue 
que un acto del Estado, ejecutado contra personas determinadas, es contrario a la Convención. 
La Corte, al conocer del fondo del asunto, tendrá que examinar si la conducta del Gobierno se 
ajustó o no a la Convención, pues, como ya ha dicho: 

tendría que considerar y resolver si el acto que se imputa al Estado constituye una violación de 
los derechos y libertades protegidos por la Convención, independientemente de que esté o no 
de acuerdo con la legislación interna del Estado... (Responsabilidad internacional por expedición 
y aplicación de leyes violatorias de la Convención (arts. 1 y 2 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-14/94 del 9 de diciembre de 1994. Serie A No. 14, 
párr. 48). 

51. De acuerdo con lo anterior, esta excepción presentada por el Gobierno es admisible 
únicamente respecto a la petición de la Comisión sobre compatibilidad en abstracto entre los 
Decretos 591 y 600 y la Convención, pero la competencia de la Corte respecto de los otros 
aspectos de la demanda queda inalterable en virtud de que esta cuestión es independiente de 
las restantes peticiones de la Comisión. Sin embargo, esta Corte se reserva la facultad de 
examinar en el fondo del asunto los efectos de la aplicación de los citados Decretos en relación 
con los derechos humanos protegidos por la Convención e involucrados en este caso. 

Corte IDH. Caso Hilaire Vs. Trinidad y Tobago. Excepciones Preliminares. Sentencia 
de 1 de septiembre de 2001. Serie C No. 80. 

78. La cuestión de la pretendida “reserva” con que el Estado de Trinidad y Tobago acompañó 
su aceptación de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana, debe ser resuelta por 
este Tribunal. La Corte, como todo órgano con funciones jurisdiccionales, tiene el poder 
inherente de determinar el alcance de su propia competencia (compétence de la 
compétence/Kompetenz-Kompetenz). 

79. Incumbe a la Corte darle a la declaración del Estado, como un todo, una interpretación de 
acuerdo con los cánones y la práctica del Derecho Internacional en general, y del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos en particular, y que proporcione el mayor grado de 
protección a los seres humanos bajo su tutela. 

80. La Corte no puede abdicar de esta prerrogativa, que además es un deber que le impone la 
Convención Americana, para ejercer sus funciones según el artículo 62.3 de la misma. Dicha 
disposición establece que “[l]a Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo 
a la interpretación y aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, 
siempre que los Estados partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, 
ora por declaración especial, como se indica en los incisos anteriores, ora por convención 
especial”. 

82. Al interpretar la Convención conforme a su objeto y fin, la Corte debe actuar de tal manera 
que se preserve la integridad del mecanismo previsto en el artículo 62.1 de la Convención. 
Sería inadmisible subordinar tal mecanismo a restricciones que hagan inoperante el sistema 
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tutelar de los derechos humanos, previsto en la Convención y, por lo tanto, la función 
jurisdiccional de la Corte. 

84. Según el artículo 31.1 de la Convención de Viena de 1969 

[u]n tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de 
atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y 
fin. 

85. La tarea de la Corte en esta etapa es decidir por lo que hace al presente caso, si la 
“reserva” planteada por Trinidad y Tobago tiene el efecto de excluir la competencia de la Corte 
en la forma alegada por el Estado. 

86. Como se ha visto, la pretendida “reserva” tiene dos partes. La primera se orienta a limitar 
el reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte, en el sentido de que dicho 
reconocimiento sólo valdrá como tal en la medida en que “sea compatible con las secciones 
pertinentes” de la Constitución de Trinidad y Tobago. Estas expresiones admiten muchas 
interpretaciones. Sin embargo, para la Corte es claro que no puede dárseles un alcance de 
acuerdo con el cual constituyan un impedimento para que este Tribunal juzgue si el Estado 
violó o no alguna disposición de la Convención. La segunda parte de la pretendida restricción 
condiciona el “reconocimiento” del Estado de la competencia contenciosa de la Corte a que las 
sentencias de ésta “no contravenga[n], establezca[n] o anule[n] derechos o deberes 
existentes de ciudadanos particulares” (sic). Nuevamente, además de que el significado 
preciso de esta condición no es claro, es indudable que no puede ser utilizado con el propósito 
de suprimir la competencia de la Corte para conocer y decidir una demanda en relación con 
una supuesta violación de las obligaciones convencionales del Estado. 

87. Al respecto, el artículo 62 incisos 1 y 2 de la Convención Americana dispone [...] 

88. Esta Corte observa que el instrumento de aceptación, por parte de Trinidad y Tobago, de 
la competencia contenciosa del Tribunal, no encuadra en las hipótesis previstas en el artículo 
62.2 de la Convención Americana. Tiene un alcance general, que termina por subordinar la 
aplicación de la Convención al derecho interno de Trinidad y Tobago en forma total y según lo 
dispongan sus tribunales nacionales. Todo esto implica que este instrumento de aceptación es 
manifiestamente incompatible con el objeto y fin de la Convención. Por lo tanto, no existe en el 
citado artículo disposición alguna que faculte a Trinidad y Tobago para formular la restricción 
que hizo. 

89. Una interpretación de la Convención Americana “de buena fe conforme al sentido corriente 
que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta 
su objeto y fin”, lleva a esta Corte a considerar que un Estado parte en la Convención sólo 
puede desvincularse de sus obligaciones convencionales observando las disposiciones del 
propio tratado. 

90. El artículo 29.a de la Convención Americana establece que ninguna disposición de la misma 
puede ser interpretada en el sentido de “permitir a alguno de los Estados partes, grupo o 
persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención 
o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella”. De esta manera, no tendría sentido 
suponer que un Estado que decidió libremente su aceptación a la competencia contenciosa de 
la Corte, haya pretendido en ese mismo momento evitar que ésta ejerza sus funciones según 
lo previsto en la Convención. Por el contrario, la sola aceptación del Estado conlleva la 
presunción inequívoca de que se somete a la competencia contenciosa de la Corte. 
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91. El efecto del tercer alegato del Estado sería limitar su reconocimiento de la competencia 
contenciosa de la Corte en forma total, con consecuencias negativas para el ejercicio de los 
derechos protegidos por la Convención. 

92. La declaración efectuada por el Estado de Trinidad y Tobago, facultaría a éste para decidir 
en cada caso concreto el alcance de su propia aceptación de la competencia contenciosa de la 
Corte en detrimento del ejercicio de la función contenciosa del Tribunal. Además, concedería al 
Estado la potestad discrecional para decidir qué asuntos puede conocer la Corte, lo que 
privaría el ejercicio de la competencia contenciosa del Tribunal de toda eficacia. 

93. Asimismo, aceptar la declaración a la que se hace referencia, en los términos propuestos 
por el Estado, conduciría a una situación en que la Corte tendría como primer parámetro de 
referencia la Constitución del Estado y sólo subsidiariamente la Convención Americana, 
situación que acarrearía una fragmentación del orden jurídico internacional de protección de 
los derechos humanos y haría ilusorios el objeto y el fin de la Convención. 

94. La Convención Americana, así como los demás tratados de derechos humanos, se inspira 
en valores comunes superiores (centrados en la protección del ser humano), está dotada de 
mecanismos específicos de supervisión, se aplica de conformidad con la noción de garantía 
colectiva, consagra obligaciones de carácter esencialmente objetivo y tiene una naturaleza 
especial, que la diferencia de los demás tratados, los cuales reglamentan intereses recíprocos 
entre los Estados partes y son aplicados por éstos, con todas las consecuencias jurídicas que 
de ahí derivan en los ordenamientos jurídicos internacional e interno. 

95. Al respecto, esta Corte ha señalado, en su Opinión Consultiva sobre El Efecto de las 
Reservas Sobre la Entrada en Vigencia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(OC-2/82), que [...] los tratados modernos sobre derechos humanos, en general, y, en 
particular, la Convención Americana, no son tratados multilaterales del tipo tradicional, 
concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos, para el beneficio mutuo de los 
Estados contratantes. Su objeto y fin son la protección de los derechos fundamentales de los 
seres humanos, independientemente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como 
frente a los otros Estados contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los 
Estados se someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común, asumen varias 
obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su jurisdicción. 

96. Dicho criterio coincide con la jurisprudencia de otros órganos jurisdiccionales 
internacionales. 

98. En vista de lo anterior, la Corte considera que Trinidad y Tobago no puede prevalerse de 
las limitaciones formuladas en su instrumento de aceptación de la cláusula facultativa de la 
jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en virtud de lo 
establecido en el artículo 62 de la Convención Americana, por cuanto dicha limitación es 
incompatible con el objeto y fin de la Convención. Por lo tanto, la Corte considera que debe 
desestimar el segundo y tercer argumentos de la excepción preliminar interpuesta por el 
Estado en lo que se refiere a la competencia de la Corte. 

Corte IDH. Caso Furlán y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246.  

41. Por otra parte, respecto a los alegatos presentados por los representantes en relación con 
una presunta violación del artículo 21 de la Convención, la Corte nota que el primer inciso del 
texto de la reserva se limita a excluir de la competencia de la Corte aquellos temas que sean 
“inherentes a la política económica del gobierno”. Por su parte, en el segundo inciso de la 
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reserva se indica que el Tribunal tampoco podrá revisar los casos en que tribunales internos 
hayan fallado con base en criterios como “utilidad pública”, “interés social” o “indemnización 
justa”. Si bien es cierto que en el texto de la reserva no se especifican mayores componentes 
para determinar cuáles son las “cuestiones inherentes a la política económica” del Gobierno, el 
Tribunal considera que el primer inciso de dicha reserva debe ser entendido como una 
limitación a los órganos del sistema interamericano para que realicen una revisión de políticas 
generales de tipo económico que tengan relación con elementos del derecho a la propiedad 
consagrado en el artículo 21 de la Convención Americana. Respecto al segundo inciso de la 
reserva, el Estado no presentó alegatos concretos, por lo que la Corte no considera necesario 
efectuar una interpretación literal del mismo.  

42. En el presente caso, los alegatos de los representantes respecto a la presunta violación del 
artículo 21 se centran en que: i) “la aplicación de la modalidad de pago establecida en la Ley 
23.982, así como el retraso en el proceso [de] ejecución de la sentencia, significaron el 
incumplimiento de un crédito indemnizatorio reconocido por decisión judicial firme, [por lo 
que] debe concluirse que se ha violado un derecho adquirido por parte del beneficiario del 
resarcimiento”; y ii) “la vulneración del derecho a la propiedad deriva[ría] del desconocimiento 
de una decisión emitida por un órgano judicial, resolución que garantizaba un crédito 
indemnizatorio con un claro contenido reparador y alimentario”.  

43. Al respecto, la Corte considera que los representantes de las presuntas víctimas no están 
argumentando la revisión de una cuestión inherente a la política económica adoptada por el 
Estado. Por el contrario, el Tribunal observa que los alegatos sobre la presunta violación del 
artículo 21 de la Convención, en el presente caso, se ajustan a alegadas vulneraciones a dicho 
derecho derivadas del proceso judicial y la ejecución del mismo, lo cual será examinado en el 
análisis de fondo del presente caso (...). En consecuencia, la Corte concluye que en el presente 
caso no es aplicable la reserva realizada por Argentina, toda vez que no se ha solicitado la 
revisión por parte del Tribunal de una política económica del gobierno.  

44. Por tanto, la Corte desestima esta excepción preliminar sobre la incompetencia ratione 
materiae de la Corte Interamericana para considerar los argumentos relativos a las 
consecuencias de la aplicación de la Ley 23.982 de régimen de consolidación de deudas.  

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328. 

29. En primer lugar, Guatemala depositó su instrumento de ratificación de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (CIDFP) en la Secretaría General de la 
OEA el 25 de febrero de 2000, sin limitación a la competencia de la Corte ni reservas vigentes. 
Esta Corte ha establecido de forma reiterada que el artículo XIII de la CIDFP fija la facultad del 
Tribunal para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos 
contraídos por los Estados Partes a través de dicho instrumento. Por otra parte, la evaluación 
de si determinados hechos constituyeron desapariciones forzadas de conformidad con la 
Convención Americana y la CIDFP es un asunto de fondo, sobre el cual no corresponde 
pronunciarse de forma preliminar. Por tanto, la Corte desestima la excepción preliminar de 
falta de competencia de la Corte para conocer sobre alegadas violaciones de la CIDFP. 

30. En segundo lugar, el Estado ratificó la Convención de Belém do Pará el 4 de enero de 1995 
sin reservas o limitaciones. Como ha indicado la Corte en los casos González y otras (“Campo 
Algodonero”) Vs. México, Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, Espinoza González Vs. Perú, y 
Claudina Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala, “el tenor literal del artículo 12 de la 
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Convención Belém do Pará concede competencia a la Corte, al no exceptuar de su aplicación 
ninguna de las normas y requisitos de procedimiento para las comunicaciones individuales”. 
Cabe destacar que en otros casos contenciosos contra Guatemala, la Corte declaró la 
responsabilidad del Estado por la violación del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará y 
no encuentra elementos que justifiquen apartarse de su jurisprudencia. Por lo tanto, la Corte 
desestima la excepción preliminar de falta de competencia de la Corte para conocer sobre el 
artículo 7 de la Convención de Belém do Pará. 

31. En tercer lugar, la Corte nota que ni la Comisión ni los representantes han solicitado al 
Tribunal declarar una violación de la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de 
Genocidio (CPSDG). En consecuencia, la excepción preliminar de falta de competencia de la 
Corte para declarar violaciones de la CPSDG carece de objeto, por lo que es desestimada. Sin 
perjuicio de ello, como en otros casos, incluso contra Guatemala, la Corte considera útil y 
apropiado interpretar la Convención Americana, teniendo en cuenta otros tratados del derecho 
internacional humanitario y el derecho penal internacional, habida consideración de su 
especificidad en la materia. 

[...] 

35. Este Tribunal ya aclaró que dentro del ámbito de su jurisdicción, le corresponde evaluar las 
acciones u omisiones de agentes estatales en los casos ante ella y calificar las mismas de 
conformidad con la Convención Americana y demás tratados interamericanos que le otorgan 
competencia. Para este ejercicio, también podrá tomar en cuenta otros instrumentos 
internacionales, habida cuenta de su especificidad en la materia. Además, a la Corte no le 
corresponde analizar ni determinar responsabilidades individuales, cuya definición compete a 
los tribunales penales internos e internacionales (...). De este modo, la excepción preliminar 
interpuesta por el Estado en cuanto a la falta de competencia de la Corte para pronunciarse 
sobre delitos carece de fundamento, por lo que es desestimada.  

[...] 

39. La Corte recuerda que las excepciones preliminares son actuaciones del Estado que 
buscan, de manera previa, impedir el análisis del fondo de un caso. Consecuentemente, si 
estos planteamientos no pudieran ser considerados sin entrar a analizar previamente el fondo 
de un caso, no pueden ser analizados mediante una excepción preliminar. Al respecto, el 
análisis de la validez de una ley es una cuestión de fondo. Además, ni la Comisión ni los 
representantes han solicitado al Tribunal declarar la invalidez de la Ley de Reconciliación 
Nacional en sí misma, sino que cuestionan su posible aplicación en el presente caso. Por estas 
razones, la excepción preliminar interpuesta por el Estado en cuanto a la alegada falta de 
competencia de la Corte para pronunciarse sobre la invalidez de la Ley de Reconciliación 
Nacional es desestimada. 

Corte IDH. Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354. 

97. En relación con los alegatos de las partes, en primer lugar, corresponde recordar que este 
Tribunal ha afirmado que el sistema interamericano de derechos humanos consta de un nivel 
nacional, a través del cual cada Estado debe garantizar los derechos y libertades previstos en 
la Convención e investigar y en su caso juzgar y sancionar las infracciones que se cometieren; 
y que si un caso concreto no es solucionado en la etapa interna o nacional, la Convención 
prevé un nivel internacional en el que los órganos principales son la Comisión y la Corte. Esta 
Corte también indicó que cuando una cuestión ha sido resuelta en el orden interno, según las 
cláusulas de la Convención, no es necesario traerla ante el Tribunal Interamericano para su 
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aprobación o confirmación. Lo anterior se asienta en el principio de complementariedad, que 
informa transversalmente el sistema interamericano de derechos humanos, el cual es, tal 
como lo expresa el Preámbulo de la Convención Americana, “coadyuvante o complementario 
de la [protección] que ofrece el derecho interno de los Estados americanos”. 

98. El referido carácter complementario de la jurisdicción internacional significa que el sistema 
de protección instaurado por la Convención Americana no sustituye a las jurisdicciones 
nacionales, sino que las complementa. De tal manera, el Estado es el principal garante de los 
derechos humanos de las personas, por lo que, si se produce un acto violatorio de dichos 
derechos, es él quien debe de resolver el asunto a nivel interno y, de ser el caso, reparar, 
antes de tener que responder ante instancias internacionales. 

99. De lo anterior se desprende que, en el sistema interamericano, existe un control dinámico 
y complementario de las obligaciones convencionales de los Estados de respetar y garantizar 
los derechos humanos, conjuntamente entre las autoridades internas (primariamente 
obligadas) y las instancias internacionales (en forma complementaria), de modo que los 
criterios de decisión, y los mecanismos de protección, tanto los nacionales como los 
internacionales, puedan ser conformados y adecuados entre sí. Así, la jurisprudencia de la 
Corte muestra casos en que se retoman decisiones de tribunales internos para fundamentar y 
conceptualizar la violación de la Convención en el caso específico; en otros casos se ha 
reconocido que, en forma concordante con las obligaciones internacionales, los órganos, 
instancias o tribunales internos han adoptado medidas adecuadas para remediar la situación 
que dio origen al caso; ya han resuelto la violación alegada; han dispuesto reparaciones 
razonables, o han ejercido un adecuado control de convencionalidad. En este sentido, la Corte 
ha señalado que la responsabilidad estatal bajo la Convención sólo puede ser exigida a nivel 
internacional después de que el Estado haya tenido la oportunidad de reconocer, en su caso, 
una violación de un derecho, y de reparar por sus propios medios los daños ocasionados. En 
consecuencia, el Tribunal ha establecido que los Estados no son internacionalmente 
responsables cuando han reconocido la comisión de un hecho ilícito internacional, han cesado 
la violación, y han reparado las consecuencias de la medida o situación que lo configuró. 

100. En relación con lo anterior, en condiciones como las del presente caso, donde el Estado 
alegó como excepción preliminar que, en virtud del principio de complementariedad, la Corte 
debía abstenerse de conocer sobre el asunto en virtud de que este es inadmisible, este 
Tribunal considera que, para que se admita una excepción preliminar de esta naturaleza, es 
insuficiente que el Estado alegue la existencia de una respuesta judicial o administrativa a los 
recursos intentados por las presuntas víctimas, sino que, adicionalmente, debe evaluarse si la 
respuesta estatal fue adecuada para remediar las consecuencias de la violación alegada. En 
ese sentido, la Corte recuerda que las excepciones preliminares constituyen una defensa para 
el Estado que cuestiona la admisibilidad de un caso, por lo que éste debe acreditar que los 
recursos existentes en la jurisdicción interna fueron capaces de producir el resultado para el 
que han sido concebidos. 

101. Al respecto, en primer lugar, la Corte constató como hecho probado que las presuntas 
víctimas presentaron diversos recursos ante las autoridades jurisdiccionales y administrativas 
para denunciar las alegadas violaciones a la integridad personal por las condiciones carcelarias. 
La Corte comprobó que, tanto el señor Rafael Rojas Madrigal, como Damas Vega Atencio, 
presentaron recursos en relación con: i) mala alimentación y sobrepoblación en el CAI La 
Reforma, ii) acceso a la atención médica y iii) acceso a agua potable. En segundo lugar, 
tomando en cuenta la jurisprudencia de este Tribunal, y la naturaleza complementaria del 
Sistema Interamericano, se procederá a determinar si dichos recursos fueron adecuados, y si, 
de ser procedente, las alegadas violaciones fueron subsanadas. 
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[...] 

115. En relación con lo anterior, la Corte advierte que las presuntas víctimas tuvieron acceso a 
recursos judiciales y administrativos para alegar las presuntas afectaciones a sus derechos, las 
cuales habrían sido consecuencia de las condiciones carcelarias en las que se encontraban. 
Asimismo, la Corte observa que, tanto las autoridades jurisdiccionales como administrativas, 
respondieron las reclamaciones fundadamente, y adoptaron medidas suficientes para subsanar 
las alegadas violaciones, al ordenar a las autoridades competentes remediar los hechos 
denunciados cuando esto era procedente. En consecuencia, en virtud del principio de 
complementariedad, así como por la adecuada respuesta judicial de las autoridades, esta Corte 
acoge la excepción preliminar presentada por el Estado en lo que respecta a las alegadas 
violaciones derivadas de las condiciones carcelarias en el CAI La Reforma en perjuicio de los 
señores Rafael Rojas Madrigal y Damas Vega Atencio. 

116. Por otra parte, este Tribunal constata que el Estado no estableció cómo sus autoridades 
internas habrían subsanado la alegada violación del derecho a la integridad personal del señor 
Damas Vega Atencio en lo que respecta a la requisa donde se habrían realizado palpamientos 
en sus áreas genitales y se habrían destruido y robado sus pertenencias. En razón de lo 
anterior, el Tribunal desestima, en este extremo, la excepción preliminar del Estado, y en 
consecuencia conocerá sobre esta alegada violación en el Fondo de la presente Sentencia. 

Corte IDH. Caso Muelle Flores Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de marzo de 2019. Serie C No. 375. 

33. Conforme al razonamiento expuesto anteriormente, en el sentido de analizar los alegatos 
del Estado como una excepción preliminar sobre falta de competencia en razón de la materia 
(...), le corresponde a la Corte determinar si tiene competencia para analizar de manera 
directa, el derecho a la seguridad social a partir de la interpretación del artículo 26 la 
Convención. 

34. La Corte destaca que ya desde el caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de 
la Contraloría”) Vs. Perú estuvo llamada a resolver una excepción preliminar en razón de la 
materia respecto del derecho a la seguridad social a partir de la interpretación del artículo 26 
de la Convención. En dicha decisión, la Corte concluyó, de manera general que, conforme al 
artículo 62.1 de la Convención, esta tendría competencia para decidir si el Estado había 
incurrido en una violación e incumplimiento de alguno de los derechos de la Convención, 
incluido el artículo 26. Sin embargo, el Tribunal no hizo una interpretación en cuanto a si el 
derecho a la seguridad social derivaba de la Carta de la OEA ni tomó en consideración el 
Protocolo de San Salvador con respecto al Perú, Estado parte en el mismo. 

35. En la sentencia del caso Lagos del Campo Vs. Perú, la Corte desarrolló y concretó por 
primera vez una condena específica en forma autónoma del artículo 26 de la Convención 
Americana, dispuesto en el Capítulo III, titulado Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
de este tratado. Así, este Tribunal estableció de manera más clara, su competencia para 
conocer y resolver controversias relativas al artículo 26 de la Convención Americana, como 
parte integrante de los derechos enumerados en la misma, respecto de los cuales el artículo 
1.1 confiere obligaciones generales de respeto y garantía a los Estados. A partir de dicha 
Sentencia, la Corte ha establecido su competencia para analizar violaciones autónomas del 
artículo 26 de la Convención, por lo que ha considerado que los derechos derivados de este 
artículo pueden ser justiciables de manera directa a través del mecanismo de peticiones 
individuales ante el sistema interamericano. Esta postura jurisprudencial ha sido ratificada en 
una diversidad de decisiones posteriores adoptadas por este Tribunal. En este sentido, este 
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Tribunal ya ha establecido su competencia para analizar el fondo de alegadas violaciones de 
derechos económicos, sociales, culturales y ambientales que puedan derivarse del artículo 26 
de la Convención. 

36. En particular, en el caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, debido a la importancia de 
la cuestión para la seguridad jurídica en el sistema interamericano, el Tribunal efectuó una 
interpretación literal, sistemática, teleológica y evolutiva respecto al alcance de su 
competencia sobre el artículo 26 de la Convención. Con base en dichos métodos de 
interpretación y de un análisis de los trabajos preparatorios de la Convención, así como de la 
naturaleza jurídica del Protocolo de San Salvador, la Corte concluyó que “el artículo 26 de la 
Convención Americana protege aquellos derechos que derivan de las normas económicas, 
sociales y de educación, ciencia y cultura contenidas en la Carta de la OEA. Los alcances de 
estos derechos deben ser entendidos en relación con el resto de las demás cláusulas de la 
Convención Americana, por lo que están sujetos a las obligaciones generales contenidas en los 
artículos 1.1 y 2 de la Convención y pueden ser sujetos de supervisión por parte de este 
Tribunal en términos de los artículos 62 y 63 del mismo instrumento. Esta conclusión se 
fundamenta no sólo en cuestiones formales, sino que resulta de la interdependencia e 
indivisibilidad de los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales, culturales 
y ambientales, así como de su compatibilidad con el objeto y fin de la Convención, que es la 
protección de los derechos fundamentales de los seres humanos. Corresponderá, en cada caso 
concreto que requiera un análisis de DESCA, determinar si de la Carta de la OEA se deriva 
explícita o implícitamente un derecho humano protegido por el artículo 26 de la Convención 
Americana, así como los alcances de dicha protección”. 

37. La Corte se remite a los criterios adoptados en los casos previamente señalados y reitera 
su jurisprudencia constante en el sentido de que es competente para examinar la pretendida 
violación del derecho a la seguridad social que estaría contenida en el artículo 26 de la 
Convención. Con base en lo expuesto, el Tribunal desestima la excepción preliminar opuesta 
por el Estado, por lo que se pronunciará sobre el fondo del asunto en el apartado 
correspondiente. 

Corte IDH. Caso López y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2019. Serie C No. 396. 

28. La Corte ha afirmado que, ante la posible existencia de un hecho ilícito internacional, 
emanan dos obligaciones. Por un lado, la obligación de cesar las acciones u omisiones 
contrarias a derecho y, por otro, la reparación de dicha vulneración. En ese sentido, el solo 
hecho de que la situación haya dejado de subsistir (en este caso que las presuntas víctimas 
hayan cumplido su pena y recuperado la libertad), no la inhibe de efectuar determinaciones 
sobre las consecuencias jurídicas que surgen de un acto violatorio de la Convención. En efecto, 
en esos casos, el Tribunal conserva su competencia para referirse a los efectos jurídicos sobre 
los actos alegadamente cesados y la reparación eventualmente otorgada por el Estado, lo que 
puede conducirlo a no pronunciarse sobre determinados hechos o sus consecuencias. En ese 
orden de ideas, y en virtud de las normas generales de responsabilidad internacional de los 
Estados por hechos internacionalmente ilícitos, la Corte debe estudiar si los hechos 
establecidos en el presente caso constituyeron violaciones a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y, si fuera el caso, determinar las medidas de reparación adecuadas. En el 
presente caso, es importante hacer notar que las presuntas víctimas reclaman la violación de 
varios derechos en razón de los traslados a centros de privación de libertad muy lejanos a sus 
familias, abogados y jueces de ejecución de la pena. El objeto del caso no es la privación de 
libertad en sí misma y es evidente que la conclusión de la condena penal de las presuntas 
víctimas no significa que las violaciones denunciadas hayan desaparecido o sido reparadas. 
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29. La Corte observa que el Estado no ha reparado las violaciones de derechos humanos 
alegadas en el presente caso, y por lo tanto sería contrario a la Convención entender que el 
mero paso del tiempo tenga como efecto privar a la Corte de su competencia para evaluar la 
responsabilidad del Estado ante el sistema interamericano. Esta Corte estima que aceptar la 
excepción implicaría denegar el acceso a la justicia de las presuntas víctimas. Por lo anterior, 
el Tribunal declara sin lugar la excepción preliminar presentada por el Estado. 

Corte IDH. Caso Vera Rojas y otros Vs. Chile. Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de octubre de 2021. Serie C No. 439. 

34. Asimismo, el Tribunal ha concluido que los derechos a la salud y la seguridad social se 
encuentran protegidos por el artículo 26 de la Convención Americana, en tanto el primero se 
deriva de los artículos 34.i), 34.l) y 45.h) de la Carta de la OEA, y el segundo de los artículos 
3.j), 45.b), 45.h) y 46 del mismo instrumento. Adicionalmente, ha señalado que las 
obligaciones contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana constituyen, en 
definitiva, la base para la determinación de responsabilidad internacional a un Estado por 
violaciones a los derechos reconocidos en la Convención en el marco de un procedimiento 
contencioso, incluidos aquellos reconocidos en virtud del artículo 26. Sin embargo, el Tribunal 
ha establecido que la misma Convención hace expresa referencia a las normas del derecho 
internacional para su interpretación y aplicación, específicamente a través del artículo 29, el 
cual, como fue mencionado, prevé el principio pro persona. De esta manera, como ha sido la 
práctica constante de este Tribunal, la Corte puede interpretar las obligaciones y derechos en 
ellos contenidos a la luz de otros tratados y normas pertinentes. 

35. En razón de lo anteriormente expuesto, dado que Chile es Parte de la Convención 
Americana, por lo que está obligado a cumplir con sus obligaciones derivadas del artículo 26 
de la Convención, sobre el cual la Corte tiene competencia material para conocer sobre 
violaciones a los derechos protegidos por dicho dispositivo, el Tribunal desestima la excepción 
preliminar presentada por el Estado. En consecuencia, se pronunciará sobre el fondo del 
asunto en el apartado correspondiente. (En similar sentido, entre otros, ver Corte IDH. 
Caso Habitantes de La Oroya Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2023. Serie C No. 511, 
párrs. 24-27) 

Corte IDH. Caso Miembros del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA 
(SUTECASA) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 6 de junio de 2024. Serie C No. 526. 

28. La Corte recuerda que, como todo órgano jurisdiccional, tiene el poder inherente a sus 
atribuciones para determinar el alcance de su propia competencia (compétence de la 
compétence). Para hacer dicha determinación, la Corte debe tener en cuenta que los 
instrumentos de reconocimiento de la cláusula facultativa de la jurisdicción obligatoria (artículo 
62.1 de la Convención) presuponen la admisión, por los Estados que lo presentan, del derecho 
de la Corte a resolver cualquier controversia relativa a su jurisdicción. Además, el Tribunal ha 
afirmado su competencia para conocer y resolver controversias relativas al artículo 26 de la 
Convención Americana, como parte integrante de los derechos enumerados en su texto, 
respecto de los cuales el artículo 1.1 establece obligaciones de respeto y garantía. 

29. En ese sentido, este Tribunal ha señalado que una interpretación literal, sistemática, 
teleológica y evolutiva respecto al alcance de su competencia, le permite concluir que el 
artículo 26 de la Convención Americana protege aquellos derechos que se derivan de las 
normas económicas, sociales y de educación, ciencia y cultura contenidas en la Carta de la 
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Organización de los Estados Americanos. Los alcances de estos derechos deben ser entendidos 
en relación con las demás cláusulas de la Convención Americana, por lo que están sujetos a las 
obligaciones generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención y pueden ser 
sujetos de supervisión por parte de este Tribunal, en términos de los artículos 62 y 63 del 
mismo instrumento. Esta conclusión se fundamenta no sólo en cuestiones formales, sino que 
resulta de la interdependencia e indivisibilidad de los derechos civiles y políticos y los derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales, así como de su compatibilidad con el objeto y 
fin de la Convención, que es la protección de los derechos fundamentales de los seres 
humanos.  

30. En razón de lo anterior, y debido a que Perú es Parte de la Convención Americana, por lo 
que está obligado a cumplir con las obligaciones derivadas del artículo 26, respecto del cual la 
Corte tiene competencia material, el Tribunal desestima la excepción preliminar presentada 
por el Estado. En consecuencia, se pronunciará sobre el fondo del asunto en el apartado 
correspondiente.  

En relación con otros tratados y la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre 

Corte IDH. Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Excepciones Preliminares. Sentencia de 
4 de febrero de 2000. Serie C No. 67. 

32. La Convención Americana es un tratado internacional según el cual los Estados Partes se 
obligan a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su ejercicio a 
toda persona sujeta a su jurisdicción. La Convención prevé la existencia de una Corte 
Interamericana para “conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación” de sus 
disposiciones (artículo 62.3). 

Cuando un Estado es Parte de la Convención Americana y ha aceptado la competencia de la 
Corte en materia contenciosa, se da la posibilidad de que ésta analice la conducta del Estado 
para determinar si la misma se ha ajustado o no a las disposiciones de aquella Convención aún 
cuando la cuestión haya sido definitivamente resuelta en el ordenamiento jurídico interno. La 
Corte es asimismo competente para decidir si cualquier norma del derecho interno o 
internacional aplicada por un Estado, en tiempos de paz o de conflicto armado, es compatible o 
no con la Convención Americana. En esta actividad la Corte no tiene ningún límite normativo: 
toda norma jurídica es susceptible de ser sometida a este examen de compatibilidad. 

33. Para realizar dicho examen la Corte interpreta la norma en cuestión y la analiza a la luz de 
las disposiciones de la Convención. El resultado de esta operación será siempre un juicio en el 
que se dirá si tal norma o tal hecho es o no compatible con la Convención Americana. Esta 
última sólo ha atribuido competencia a la Corte para determinar la compatibilidad de los actos 
o de las normas de los Estados con la propia Convención, y no con los Convenios de Ginebra 
de 1949. 

Por ello, la Corte decide admitir la tercera excepción preliminar interpuesta por el Estado. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63. 

247. En primer lugar, la Corte considera oportuno referirse a su propia competencia para 
interpretar y aplicar la Convención contra la Tortura y declarar la responsabilidad de un Estado 
que haya dado su consentimiento para obligarse por esta Convención y haya aceptado, 
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además, la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Como todavía 
existían algunos países miembros de la Organización de los Estados Americanos que no eran 
Partes en la Convención Americana y no habían aceptado la competencia de la Corte, los 
redactores de la Convención contra la Tortura decidieron no incluir en ésta un artículo que 
hiciera referencia expresa y exclusiva a la Corte Interamericana para no vincularlos 
indirectamente a la primera de dichas Convenciones y al órgano jurisdiccional mencionado. 

248. Con una cláusula general se abrió la posibilidad de que ratifiquen o se adhieran a la 
Convención contra la Tortura el mayor número de Estados. Lo que se consideró importante fue 
atribuir la competencia para aplicar la Convención contra la Tortura a un órgano internacional, 
ya se trate de una comisión, un comité o un tribunal existente o de uno que se cree en el 
futuro. En el presente caso, sometido a la Corte por la Comisión Interamericana, corresponde 
a este Tribunal ejercer dicha competencia. Guatemala aceptó la competencia de esta Corte el 9 
de marzo de 1987 y ratificó la Convención contra la Tortura el 29 de enero de 1987, 
Convención que entró en vigor el 28 de febrero de 1987. 

249. A mayor abundamiento, esta Corte ya ha tenido oportunidad de aplicar la Convención 
contra la Tortura y de declarar la responsabilidad de un Estado en virtud de su violación. 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205. 

38. Corresponde entonces analizar cómo se establece la competencia para el trámite de 
peticiones en la Convención Belém do Pará. Los artículos pertinentes de dicho instrumento 
señalan lo siguiente: 

CAPÍTULO IV. MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCIÓN 

Artículo 10. Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en 
los informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes deberán 
incluir información sobre las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la violencia contra la 
mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, así como sobre las dificultades que 
observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la violencia contra la 
mujer. 

Artículo 11. Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, 
podrán requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos opinión consultiva sobre la 
interpretación de esta Convención. 

Artículo 12. Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente 
reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de 
violación del artículo 7 de la presente Convención por un Estado Parte, y la Comisión las 
considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento para la presentación y 
consideración de peticiones estipulados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 
en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(subrayados fuera del texto). 

39. El Estado señaló que el citado artículo 12 “menciona expresa y exclusivamente a la 
Comisión Interamericana como el órgano encargado de la protección de la Convención, 
mediante el procedimiento de peticiones individuales”, lo cual “no deja lugar a dudas” y lleva a 
la conclusión de que la Corte “es incompetente” para conocer de violaciones a dicho 
instrumento. Explicó que “[s]i la intención de los Estados [...] hubiera sido la de otorgarle 
competencia a [la] Corte, no sólo se habría señalado [expresamente], sino que a la par de la 
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Convención Americana, el Estatuto y del Reglamento de la Comisión, necesariamente se 
hubieran incluido también el Estatuto y el Reglamento de la Corte”. 

40. El Tribunal considera errados los alegatos del Estado. La Convención Bélem do Pará 
establece que la Comisión considerará las peticiones respecto de su artículo 7 “de acuerdo con 
las normas y los requisitos de procedimiento para la presentación y consideración de 
peticiones estipulados en la Convención Americana [...] y en el Estatuto y el Reglamento de la 
Comisión”. Esta formulación no se excluye ninguna disposición de la Convención Americana, 
por lo que habrá que concluir que la Comisión actuará en las peticiones sobre el artículo 7 de 
la Convención Bélem do Pará “de conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de [la 
Convención Americana]”, como lo dispone el artículo 41 de la misma Convención. El artículo 51 
de la Convención y el artículo 44 del Reglamento de la Comisión se refieren expresamente al 
sometimiento de casos ante la Corte cuando ocurre incumplimiento de las recomendaciones 
del informe de fondo al que se refiere el artículo 50 de la Convención Americana. Asimismo, el 
artículo 19.b del Estatuto de la Comisión establece que entre las atribuciones de la Comisión 
está la de “comparecer ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos 
previstos en la Convención”. 

41. En suma, parece claro que el tenor literal del artículo 12 de la Convención Belém do Pará 
concede competencia a la Corte, al no exceptuar de su aplicación ninguna de las normas y 
requisitos de procedimiento para las comunicaciones individuales. 

42. Ahora bien, aunque el texto parezca literalmente claro, es necesario analizarlo aplicando 
todos los elementos que componen la regla de interpretación del artículo 31 de la Convención 
de Viena (...). También lo ha dicho este Tribunal al señalar que el “sentido corriente” de los 
términos no puede ser una regla por sí misma sino que debe involucrarse dentro del contexto 
y, en especial, dentro del objeto y fin del tratado, de manera tal que la interpretación no 
conduzca de manera alguna a debilitar el sistema de protección consagrado en la Convención. 

[...] 

77. Todo lo anterior permite concluir que la conjunción entre las interpretaciones sistemática y 
teleológica, la aplicación del principio del efecto útil, sumadas a la suficiencia del criterio literal 
en el presente caso, permiten ratificar la competencia contenciosa de la Corte respecto a 
conocer de violaciones del artículo 7 de la Convención Belém do Pará. 

Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218. 

33. Si bien el artículo 8 de la Convención contra la Tortura no menciona explícitamente a la 
Corte Interamericana, este Tribunal se ha referido a su propia competencia para interpretar y 
aplicar dicha Convención, en base a un medio de interpretación complementario, como son los 
trabajos preparatorios, ante la posible ambigüedad de la disposición. De este modo, en su 
Sentencia en el Caso Villagrán Morales y otros vs. Guatemala, el Tribunal se refirió a la razón 
histórica de dicho artículo, esto es, que al momento de redactar la Convención contra la 
Tortura todavía existían algunos países miembros de la Organización de los Estados 
Americanos que no eran Partes en la Convención Americana, e indicó que ―[c]on una cláusula 
general [de competencia, que no hiciera referencia expresa y exclusiva a la Corte 
Interamericana,] se abrió la posibilidad de que ratifiquen o se adhieran a la Convención contra 
la Tortura el mayor número de Estados. Lo que se consideró importante [en aquel entonces] 
fue atribuir la competencia para aplicar la Convención contra la Tortura a un órgano 
internacional, ya se trate de una comisión, un comité o un tribunal existente o de uno que se 
cree en el futuro. 
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Corte IDH. Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288. 

32. De conformidad con los artículos 1.1, 2, 62.3, 63.1 y 77 de la Convención Americana, en 
principio la Corte es competente para determinar violaciones de los derechos y libertades 
protegidos en la propia Convención y sus Protocolos. No obstante, en virtud de que los 
representantes solicitaron a la Corte que declare la responsabilidad del Estado por la presunta 
violación de diversos artículos de la Declaración Americana, sin solicitar en sus escritos de 
solicitudes y argumentos la vulneración del artículo 29.d) de la Convención, la Corte procederá 
a determinar si su competencia ratione materiae le otorga facultades suficientes para 
establecer la violación de disposiciones establecidas en la Declaración. 

33. Como la Corte ya ha resuelto en un caso respecto de Argentina, es importante notar lo 
señalado anteriormente por este Tribunal, en el sentido de que “[p]ara los Estados Miembros 
de la Organización [de Estados Americanos], la Declaración es el texto que determina cuáles 
son los derechos humanos a que se refiere la Carta”. Es decir, “para estos Estados la 
Declaración Americana constituye, en lo pertinente y en relación con la Carta de la 
Organización, una fuente de obligaciones internacionales”. Lo anterior es plenamente aplicable 
a Argentina como Estado Miembro de la OEA. 

34. Sin embargo, en lo que se refiere a la aplicación de la Declaración hay que distinguir entre 
las competencias de la Comisión y de la Corte Interamericanas, y respecto a esta última, entre 
sus competencias consultiva y contenciosa. 

35. En lo referente a la Comisión, los artículos 1.2.b) y 20 de su Estatuto, el artículo 23 y el 
Capítulo III de su Reglamento definen la competencia de la misma respecto de los derechos 
humanos enunciados en la Declaración. 

36. En lo que respecta a su competencia consultiva, ya fue establecido con anterioridad que la 
Corte puede interpretar la Declaración Americana y emitir sobre ella una opinión consultiva en 
el marco y dentro de los límites de su competencia, cuando ello sea necesario al interpretar 
tales instrumentos. 

37. Finalmente, respecto a su competencia contenciosa, “la Corte generalmente considera las 
disposiciones de la Declaración Americana en su interpretación de la Convención Americana”, 
pero 

[p]ara los Estados Partes en la Convención la fuente concreta de sus obligaciones, en lo que 
respecta a la protección de los derechos humanos es, en principio, la propia Convención. Sin 
embargo hay que tener en cuenta que a la luz del artículo 29.d), no obstante que el 
instrumento principal que rige para los Estados Partes en la Convención es esta misma, no por 
ello se liberan de las obligaciones que derivan para ellos de la Declaración por el hecho de ser 
miembros de la OEA. 

38. Por tanto, este Tribunal admite la excepción preliminar interpuesta por el Estado. Sin 
perjuicio de lo anterior, la Corte considera que en el presente caso contencioso podrá utilizar la 
Declaración Americana, de considerarlo oportuno y de acuerdo a su fuerza vinculante, en la 
interpretación de los artículos de la Convención Americana que se consideran violados. 
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Corte IDH. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de octubre de 2016. 
Serie C No. 318. 

78. Es importante observar que, en el presente caso, ni la Comisión ni los representantes han 
solicitado a la Corte que el Estado sea declarado responsable por posibles violaciones a 
compromisos internacionales asumidos por Brasil en relación con otros tratados 
internacionales. 

79. De conformidad con el artículo 29.b) de la Convención Americana y las reglas generales de 
interpretación de los tratados recogidas en la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados, la Convención Americana puede ser interpretada en relación con otros instrumentos 
internacionales. Por tanto, al examinar la compatibilidad de las conductas o normas estatales 
con la Convención, la Corte puede interpretar, a la luz de otros tratados, las obligaciones y los 
derechos contenidos en dicho instrumento. Esto implica que la Corte puede observar las 
regulaciones de normas internacionales concretas relativas a la prohibición de la esclavitud, de 
la servidumbre y del tráfico de personas, para dar aplicación específica a la normativa 
convencional en la definición de los alcances de las obligaciones estatales. Por tanto, carece de 
sustento la alegación de incompetencia formulada por el Estado, pues la interpretación del 
alcance del artículo 6 de la Convención no es materia de una excepción preliminar, sino que 
corresponde al estudio de fondo del caso. 

[...] 

84. La Corte considera que no es objeto del litigio la eventual violación de disposiciones del 
Protocolo de San Salvador. Asimismo, la violación o no al artículo 6 de la Convención 
corresponde al fondo y no es materia de excepción preliminar. Por ello, la Corte desestima la 
presente excepción preliminar.  

Corte IDH. Caso Vásquez Durand y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 332. 

30. Este Tribunal tiene competencia para decidir si cualquier acto u omisión estatal, en 
tiempos de paz o de conflicto armado, es compatible o no con la Convención Americana. En el 
presente caso, ni la Comisión ni los representantes han solicitado que el Estado sea declarado 
responsable por posibles violaciones a normas del derecho internacional humanitario. De 
conformidad con el artículo 29.b) de la Convención Americana y las reglas generales de 
interpretación de los tratados recogidas en la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados, la misma Convención puede ser interpretada en relación con otros instrumentos 
internacionales, tales como las disposiciones relevantes de los Convenios de Ginebra. Por 
tanto, al examinar la compatibilidad de las conductas o normas estatales con la Convención 
Americana, la Corte puede interpretar a la luz de otros tratados las obligaciones y los derechos 
contenidos en la misma Convención. 

31. En este caso, al utilizar el derecho internacional humanitario como norma de interpretación 
complementaria a la normativa convencional, ello no implica que la Corte está asumiendo una 
jerarquización entre órdenes normativos, puesto que no está en duda la aplicabilidad y 
relevancia del derecho internacional humanitario en situaciones de conflicto armado. Eso sólo 
implica que la Corte puede observar esas regulaciones, en tanto normativa concreta en la 
materia, para dar aplicación más específica a la normativa convencional en la definición de los 
alcances de las obligaciones estatales. Ahora bien, los alegatos del Estado según los cuales la 
presunta desaparición forzada del señor Vásquez Durand no incluye factores jurídicos 
relacionados con derecho internacional humanitario porque habría ocurrido fuera de cualquier 
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contexto de hostilidad bélica (...) son cuestiones de fondo que se analizarán en el capítulo 
correspondiente. 

32. Por tanto, en lo que se refiere a su competencia material, en caso de ser necesario, la 
Corte podrá referirse a disposiciones de derecho internacional humanitario al interpretar las 
obligaciones contenidas en la Convención Americana, en relación con los hechos del presente 
caso. Consecuentemente, la Corte desestima la segunda excepción preliminar interpuesta por 
el Estado. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339. 

18. Guatemala depositó su instrumento de ratificación de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas (CIDFP) en la Secretaría General de la OEA el 25 de febrero 
de 2000, sin limitación a la competencia de la Corte ni reservas vigentes. Esta Corte ha 
establecido de forma reiterada que el artículo XIII de la CIDFP, en relación con el artículo 62 
de la Convención Americana, fija la facultad de la Corte para conocer de los asuntos 
relacionados con el cumplimiento de los compromisos contraídos por los Estados Partes en 
dicho instrumento. Es claro entonces que la Corte es competente para conocer de las alegadas 
violaciones a dicho instrumento interamericano. Por otra parte, este Tribunal recuerda que la 
evaluación de si determinados hechos constituyeron desapariciones forzadas de conformidad 
con la Convención Americana y la CIDFP es un asunto de fondo, sobre el cual no corresponde 
pronunciarse de forma preliminar. Por tanto, la Corte desestima la excepción preliminar de 
falta de competencia de la Corte para conocer sobre alegadas violaciones de la CIDFP. 

Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. Brasil. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2018. 
Serie C No. 346. 

35. La Corte ha señalado que en materia contenciosa sólo tiene competencia para declarar 
violaciones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de otros instrumentos del 
sistema interamericano de protección de derechos humanos que así se la confieren. Sin 
embargo, en reiteradas ocasiones ha considerado útil y apropiado utilizar otros tratados 
internacionales, tales como diversos Convenios de la OIT, para analizar el contenido y alcance 
de las disposiciones y derechos de la Convención de acuerdo a la evolución del sistema 
interamericano y tomando en consideración el desarrollo de esta materia en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. 

36. Toda vez que la Corte considera que no es objeto del litigio la eventual violación de 
disposiciones del Convenio No. 169 de la OIT, no podría declarar una violación a ese respecto. 
Por ello, la Corte desestima la presente excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350. 

40. La Corte nota que las representantes presentaron sus alegatos en torno a las disposiciones 
de la Convención sobre los Derechos de Niño de forma imprecisa. No obstante, la Corte 
entiende que las representantes no solicitaron que se declarara la responsabilidad 
internacional del Estado sobre dichas disposiciones, para lo cual este Tribunal no resulta 
competente, sino que las invocaron como normas que dotan de contenido el alcance de las 
medidas especiales de protección previstas en el artículo 19 de la Convención Americana, para 
cuya interpretación y aplicación la Corte sí tiene competencia. En efecto, la Corte ha señalado 
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que “al examinar la compatibilidad de las conductas o normas estatales con la Convención, la 
Corte puede interpretar a la luz de otros tratados las obligaciones y los derechos contenidos en 
dicho instrumento”. Ello se deriva de la cláusula expresa del artículo 29.b) de la Convención 
Americana que alude a las reglas de interpretación de su propia normativa en función de “otra 
convención en que sea parte uno de dichos Estados”. Se advierte, así, en la Convención 
Americana una tendencia a integrar el sistema regional y el sistema universal de protección de 
los derechos humanos. 

41. Teniendo en cuenta que la persona titular de derechos y presunta víctima principal en este 
caso tenía menos de 18 años de edad al momento de los hechos, la Corte considera útil y 
apropiado recurrir a la Convención sobre los Derechos del Niño que contiene diversas 
disposiciones específicas y más desarrolladas en torno a la participación, acceso a la justicia y 
rehabilitación de niñas, niños y adolescentes víctimas de delitos. Tales disposiciones pueden 
ilustrar sobre el contenido y alcance de las medidas de protección especial que deben ser 
precisadas en el caso examinado a la luz del artículo 19 de la Convención. La Corte considera 
la aplicabilidad de dicho instrumento al presente caso en los términos indicados, en tanto 
Nicaragua es parte de ese tratado internacional y ha reconocido, por lo tanto, las reglas 
establecidas allí expresamente como fuente de derecho. Pero, además, es necesario recordar, 
como ya ha sido resaltado en reiteradas oportunidades, que la Convención sobre los Derechos 
del Niño es el tratado internacional que posee mayor vocación de universalidad, lo cual “pone 
de manifiesto un amplio consenso internacional (opinio iuris comunis) favorable a los principios 
e instituciones acogidos por dicho instrumento, que refleja el desarrollo actual de esta 
materia”. 

42. En suma, este Tribunal ha establecido en reiterada jurisprudencia que, tanto la Convención 
Americana como la Convención sobre los Derechos del Niño, así como otros instrumentos 
internacionales de contenido y efectos jurídicos variados que sirven como guía de 
interpretación, forman parte de un muy comprensivo corpus juris internacional de protección 
de niñas, niños y adolescentes. Éste debe servir para fijar el contenido y alcance de la 
disposición general definida en el artículo 19 de la Convención Americana, en relación con los 
demás derechos contenidos en dicho instrumento, cuando el sujeto titular de derechos es una 
persona menor de 18 años de edad. Por lo tanto, en los términos de las consideraciones 
precedentes, corresponde desestimar la excepción opuesta. 

Corte IDH. Caso Herzog y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de marzo de 2018. Serie C No. 353. 

36. Este Tribunal ha determinado que puede ejercer su competencia contenciosa respecto de 
instrumentos interamericanos distintos de la Convención Americana, cuando establecen un 
sistema de peticiones objeto de supervisión internacional en el ámbito regional. Así, la 
declaración especial de aceptación de la competencia contenciosa de la Corte según la 
Convención Americana, y de conformidad con el artículo 62 de la misma, permite que el 
Tribunal conozca tanto de violaciones a la Convención como de otros instrumentos 
interamericanos que le otorguen competencia. 

37. Si bien el artículo 8 de la Convención contra la Tortura no menciona explícitamente a la 
Corte Interamericana, este Tribunal se ha referido a su propia competencia para interpretar y 
aplicar dicha Convención. El referido artículo autoriza "a instancias internacionales cuya 
competencia haya sido aceptada por [el] Estado" al que se atribuye la violación de dicho 
tratado. Sin embargo, la Corte ha declarado la violación de dichos tratados en diversos casos 
utilizando un medio de interpretación complementario (los trabajos preparatorios) ante la 
posible ambigüedad de la disposición. De este modo, en el Caso Villagrán Morales y otros Vs. 
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Guatemala, el Tribunal se refirió a la razón histórica de dicho artículo, esto es, que al momento 
de redactar la Convención contra la Tortura todavía existían algunos países miembros de la 
Organización de los Estados Americanos que no eran Parte en la Convención Americana, e 
indicó que con una cláusula general de competencia, que no hiciera referencia expresa y 
exclusiva a la Corte Interamericana, se abrió la posibilidad de que ratifiquen o se adhieran a la 
Convención contra la Tortura el mayor número de Estados. Al aprobar dicha Convención se 
consideró importante atribuir la competencia para aplicar la Convención contra la Tortura a un 
órgano internacional, ya se trate de una comisión, un comité o un tribunal existente o de uno 
que se cree en el futuro. En ese sentido, la Comisión, y consecuentemente la Corte, tienen 
competencia para analizar y declarar violaciones a esa Convención. 

38. En razón de las anteriores consideraciones, la Corte reitera su jurisprudencia constante en 
el sentido de que es competente para interpretar y aplicar la Convención contra la Tortura y 
declarar la responsabilidad de un Estado que haya dado su consentimiento para obligarse por 
esta Convención y haya aceptado, además, la competencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. Bajo este entendido, el Tribunal ya ha tenido oportunidad de aplicar la 
Convención contra la Tortura y evaluar la responsabilidad de diversos Estados, en virtud de su 
alegada violación, en más de 40 casos contenciosos. Dado que Brasil es parte en la 
Convención contra la Tortura y ha reconocido la competencia contenciosa de este Tribunal, la 
Corte tiene competencia ratione materiae para pronunciarse en este caso sobre la alegada 
responsabilidad del Estado por violación a dicho instrumento. Por lo tanto, la Corte desestima 
la excepción preliminar de falta de competencia interpuesta por el Estado. 

Corte IDH. Caso Integrantes y Militantes de la Unión Patriótica Vs. Colombia. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de julio de 
2022. Serie C No. 455. 

113. La Corte recuerda que el objeto de su mandato es la aplicación de la Convención 
Americana y de otros tratados que le otorgan competencia. Lo que corresponde a este Tribunal 
no es determinar responsabilidades individuales, cuya definición compete a los tribunales 
penales internos o internacionales, sino conocer los hechos traídos a su conocimiento y 
calificarlos en el ejercicio de su competencia contenciosa, según la prueba presentada por las 
partes.  

114. En casos de violaciones graves a los derechos humanos, la Corte ha tomado en cuenta, 
en el análisis de fondo, que tales violaciones pueden también ser caracterizadas o calificadas 
como crímenes contra la humanidad, por haber sido cometidas en contextos de ataques 
masivos y sistemáticos o generalizados hacia algún sector de la población, a efectos de 
explicitar de manera clara los alcances de la responsabilidad estatal bajo la Convención en el 
caso específico y las consecuencias jurídicas. Con ello, la Corte no realiza, de ningún modo, 
una imputación de un delito a persona natural alguna. En este sentido, las necesidades de 
protección integral del ser humano bajo la Convención han llevado a la Corte a interpretar sus 
disposiciones por la vía de la convergencia con otras normas del derecho internacional, 
particularmente en lo relacionado con la prohibición de crímenes contra la humanidad, sin que 
ello pueda implicar una extralimitación de sus facultades, pues, se reitera, con ello respeta las 
facultades de las jurisdicciones penales para investigar, imputar y sancionar a las personas 
naturales responsables de tales ilícitos. Lo que la Corte hace, de acuerdo con el derecho 
convencional y el derecho consuetudinario, es utilizar la terminología que emplean otras ramas 
del derecho internacional con el propósito de dimensionar las consecuencias jurídicas de las 
violaciones alegadas vis-à-vis las obligaciones estatales.  



 

36 M  

EXCEPCIONES PRELIMINARES 33 

115. Los alegatos con respecto a la insuficiencia de los medios de prueba para poder 
caracterizar los hechos como genocidio, y la aplicación de la figura de genocidio político, son 
elementos que no corresponden al examen de admisibilidad y podrán, si la Corte lo estima 
pertinente, ser valorados en el capítulo de fondo. En consecuencia, la Corte declara 
improcedente esta excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso Angulo Losada Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 18 de noviembre de 2022. Serie C No. 475. 

26. Si bien los representantes desistieron de su pretensión para que el Tribunal se pronunciara 
directamente sobre los artículos 6 y 9 de la Convención de Belém do Pará, la Corte recuerda 
que podrá tener en cuenta dichos artículos para interpretar el contenido del artículo 7 del 
citado instrumento internacional y las disposiciones de la Convención Americana. Por lo tanto, 
la excepción preliminar opuesta por Bolivia perdió su objeto. 

Corte IDH. Caso Habitantes de La Oroya Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2023. Serie C No. 511. 

28. Por otra parte, los representantes señalaron que la referencia realizada en su escrito de 
solicitudes y argumentos a los artículos 10 y 11 del Protocolo de San Salvador cumple el 
propósito de “caracterizar el contenido y avance de la identificación y la interpretación de los 
derechos a la vida e integridad, el ambiente sano y a la salud entre los derechos amparados en 
la Convención Americana en general y el art. 26 en particular”. Tal como lo aseveraron los 
representantes, no se reclamó la violación directa del Protocolo de San Salvador, y, en 
consecuencia, no resulta necesario proceder al estudio de fondo de la competencia de este 
Tribunal para pronunciarse sobre violaciones directas a derechos reconocidos en dicho 
instrumento. Por esta razón, la Corte desestima las excepciones preliminares en razón de la 
materia y en razón del tiempo presentadas por el Estado respecto de la competencia de la 
Corte para conocer sobre violaciones al Protocolo de San Salvador. 

Corte IDH. Caso Vega González y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2024. Serie C No. 519. 

95. Este Tribunal ha señalado que “[p]ara los Estados Miembros de la Organización [de 
Estados Americanos], la Declaración es el texto que determina cuáles son los derechos 
humanos a que se refiere la Carta [de la Organización de los Estados Americanos]”. Si bien 
para los Estados la Declaración constituye, en relación con la Carta de la Organización, una 
fuente de obligaciones internacionales, la competencia contenciosa de esta Corte no contempla 
la utilización de la Declaración Americana como fuente concreta de sus obligaciones por lo que 
hace a la protección de derechos humanos. Al respecto ha dicho que: [p]ara los Estados Partes 
en la Convención la fuente concreta de sus obligaciones, en lo que respecta a la protección de 
los derechos humanos es, en principio, la propia Convención. Sin embargo hay que tener en 
cuenta que a la luz del artículo 29.d), no obstante que el instrumento principal que rige para 
los Estados Partes en la Convención es esta misma, no por ello se liberan de las obligaciones 
que derivan para ellos de la Declaración por el hecho de ser miembros de la OEA.  

96. Atendiendo a lo anterior, esta Corte admite la excepción preliminar interpuesta por el 
Estado. Sin perjuicio de ello, la Corte considera que podrá utilizar la Declaración Americana, de 
considerarlo oportuno y de acuerdo a su fuerza vinculante, en la interpretación de la 
Convención.   
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En relación con la excepción de Cuarta Instancia 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares. Sentencia de 11 de septiembre de 1997. Serie C No. 32.  

17. La única excepción preliminar hecha valer por Guatemala consiste, esencialmente, en la 
falta de competencia de esta Corte para conocer en una “cuarta instancia” de la sentencia 
dictada por la Corte Suprema de ese país el 21 de julio de 1993, que confirmó el fallo del 
Juzgado Segundo de Primera Instancia del Ramo Penal del Estado de Guatemala de 26 de 
diciembre de 1991, mediante el cual se absolvió a los acusados de la muerte de las personas 
señaladas como víctimas por la Comisión, con sentencia de último grado que adquirió la 
autoridad de cosa juzgada. 

18. Esta Corte considera que la demanda presentada por la Comisión Interamericana no 
pretende la revisión del fallo de la Corte Suprema de Guatemala sino que solicita que se 
declare que el Estado violó varios preceptos de la Convención Americana por la muerte de las 
citadas personas, que atribuye a miembros de la policía de ese Estado y que por lo tanto existe 
responsabilidad de éste. 

19. Por lo tanto, y como lo afirma la Comisión al contestar el escrito de excepciones 
preliminares, se trata de una cuestión que corresponde al fondo de este asunto, y, por ello, la 
Corte considera que la excepción no es preliminar sino más bien cuestión efectivamente 
vinculada al fondo de la controversia. 

20. En consecuencia la Corte considera que debe desestimarse dicha excepción preliminar por 
improcedente. 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220. 

18. Atendido lo anterior, puede afirmarse que, si se pretendiera que la Corte ejerza como 
tribunal de alzada sobre los alcances de la prueba y del derecho interno, se le estaría 
sometiendo una materia sobre la cual, en virtud de la competencia subsidiaria de un tribunal 
internacional, no podría pronunciarse y es incompetente. No obstante, para que esta excepción 
fuese procedente, sería necesario que el solicitante busque que la Corte revise el fallo de un 
tribunal interno en virtud de su incorrecta apreciación de la prueba, los hechos o el derecho 
interno, sin que, a la vez, se alegue que tal fallo incurrió en una violación de tratados 
internacionales respecto de los que tenga competencia el Tribunal. 

19. Por el contrario, sí compete a la Corte verificar si en los pasos efectivamente dados a nivel 
interno se violaron o no obligaciones internacionales del Estado derivadas de los instrumentos 
interamericanos que le otorgan competencia al Tribunal. Por ello, la jurisprudencia reiterada de 
la Corte señala que la determinación de si las actuaciones de órganos judiciales constituyen o 
no una violación de las obligaciones internacionales del Estado, puede conducir a que la Corte 
deba ocuparse de examinar los respectivos procesos internos para establecer su 
compatibilidad con la Convención Americana. Ello sucede porque, si se reclama que un fallo ha 
sido incorrecto en virtud de la violación del debido proceso, la Corte no podrá referirse a esta 
solicitud en la forma de una excepción preliminar, ya que deberá considerar el fondo del 
asunto y determinar si este derecho convencional fue o no violado. 

20. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte observa que la excepción preliminar presentada 
por el Estado toma como punto de partida que no ha existido ninguna violación de derechos 
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humanos en el presente caso, cuando es precisamente ello lo que se debatirá en el fondo del 
asunto. Al valorar el mérito de la petición la Corte determinará si los procedimientos internos, 
tal como alega el Estado, respondieron a la totalidad de los actos reclamados por la Comisión y 
los representantes ante este Tribunal y si en ese ejercicio se respetaron las obligaciones 
internacionales del Estado. 

Corte IDH. Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C No. 
327. 

20. Este Tribunal ha establecido que, para que la excepción de cuarta instancia sea 
procedente, es necesario que el solicitante o peticionario busque que la Corte revise el fallo de 
un tribunal interno en virtud de su incorrecta apreciación de la prueba, los hechos o el derecho 
interno, sin que, a la vez, se alegue que tal fallo incurrió en una violación de tratados 
internacionales respecto de los que tenga competencia el Tribunal. Esto no ocurre en el 
presente caso. 

21. En esta oportunidad, la Corte añade que, conforme lo disponen los artículos 62.3 y 63.1 de 
la Convención, falla el caso que le es sometido, aplicando e interpretando esta última a los 
efectos de eventualmente establecer la responsabilidad internacional del Estado concernido. En 
consecuencia y a su parecer, su jurisdicción no puede ser concebida o entendida como parte o 
instancia integrante del o de los procedimientos llevados a cabo en el ámbito interno o 
nacional sobre hechos del mismo caso, en razón, en especial, a que las jurisdicciones interna e 
interamericana difieren tanto por el derecho aplicable por cada una de ellas como por los 
objetivos perseguidos por las mismas. La propia Convención concibe ambas jurisdicciones, a 
juicio de la Corte, como diferentes al señalar, en su preámbulo, el carácter de coadyuvante y 
complementario de la interamericana respecto de la nacional, por lo que una no puede 
sustituir a la otra. Por ende, la referencia a la “cuarta instancia” en tanto eventual excepción 
aplicable a la jurisdicción de la Corte, debe ser entendida, en su criterio, como respuesta a la 
pretensión de que ella falle revisando, según el derecho nacional o interno del correspondiente 
Estado, lo resuelto por la jurisdicción nacional de éste, lo que, sin duda, no corresponde. 

22. Además, en concordancia con lo recién indicado, este Tribunal ha señalado que al 
valorarse el cumplimiento de ciertas obligaciones internacionales puede darse una intrínseca 
interrelación entre el análisis de derecho internacional y de derecho interno. Por tanto y 
conforme lo prescribe la norma consuetudinaria, la determinación de si las actuaciones de 
órganos judiciales constituyen o no una violación de las obligaciones internacionales del 
Estado, puede conducir a que la Corte deba ocuparse de examinar los respectivos procesos 
internos para establecer su compatibilidad con la Convención Americana. En consecuencia, ello 
por sí solo no constituye una violación del principio de cuarta instancia. 

23. En el presente caso, los argumentos presentados por el Estado respecto de esta excepción 
preliminar guardan relación con las violaciones alegadas por la Comisión y los representantes 
de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de la misma. Con el propósito de determinar si estas tuvieron lugar la Corte 
efectuará, entre otros, un análisis de las etapas procesales internas, sin que ello represente 
desconocer el carácter coadyuvante y complementario del sistema interamericano de 
protección de los derechos humanos o actuar como una cuarta instancia. En el presente caso, 
dicho análisis se realizará en el capítulo de fondo de la presente Sentencia. 

24. Por otra parte, respecto al desistimiento de la acusación particular por parte de la señora 
Trujilllo Esparza en el proceso interno, la Corte recuerda que en la jurisdicción interna 



 

39 M  M 

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 33 

corresponde a los órganos competentes dirigir la investigación y encauzarla de acuerdo a las 
estrategias o líneas de investigación determinadas por ellos para el esclarecimiento de los 
hechos y, en todo caso, la investigación debe ser impulsada de oficio, sin que sean las víctimas 
o sus familiares quienes tengan la carga de asumir tal iniciativa, que corresponde al Estado. En 
este sentido, sin perjuicio de las razones por las cuales la señora Trujillo Esparza desistió del 
proceso, esto no puede ser utilizado por el Estado para excusarse del cumplimiento de sus 
obligaciones. 

25. En razón de lo expuesto, la Corte desestima la presente excepción preliminar por 
improcedente. 

Corte IDH. Caso Viteri Ungaretti y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2023. Serie C No. 
510. 

22. La Corte ha indicado que para que la excepción de cuarta instancia sea procedente sería 
necesario que el solicitante busque la revisión del fallo de un tribunal interno en virtud de su 
incorrecta apreciación de la prueba, los hechos o el derecho interno, sin que se invoque que tal 
fallo incurrió en una violación de tratados internacionales respecto de los que tenga 
competencia el Tribunal. Ello, en el marco de lo señalado por la jurisprudencia reiterada del 
Tribunal, que ha advertido que la determinación de si las actuaciones de órganos judiciales 
constituyen o no una violación de las obligaciones internacionales del Estado, puede conducir a 
que la Corte deba ocuparse de examinar los respectivos procesos internos para establecer su 
compatibilidad con la Convención Americana.   

23. En el presente caso, la Corte advierte que tanto la Comisión como los representantes han 
presentado alegatos de violaciones a derechos consagrados en la Convención Americana, 
supuestamente perpetradas por el Estado, relacionadas específicamente con procesos 
administrativos y judiciales internos. En esta medida resulta imprescindible analizar las 
decisiones de las distintas autoridades intervinientes, y determinar su compatibilidad con las 
obligaciones internacionales del Estado, lo que, a la postre, configura una cuestión de fondo 
que no puede dirimirse por vía de una excepción preliminar. Por lo que este Tribunal no actúa 
como una cuarta instancia y, en consecuencia, desestima la presente excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso Miembros del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA 
(SUTECASA) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 6 de junio de 2024. Serie C No. 526. 

50. La Corte recuerda que los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos no 
actúan como una cuarta instancia de revisión judicial, y que, por lo tanto, no pueden examinar 
la valoración de la prueba realizada por los jueces nacionales para determinar si fue 
compatible con la normativa interna. No obstante, cuando las alegadas violaciones a las 
obligaciones internacionales del Estado se vinculan a las actuaciones de órganos 
jurisdiccionales, esto puede conducir a examinar los respectivos procesos internos, para 
establecer si estos son compatibles con la Convención Americana.   

51. Ahora bien, la Corte advierte que el objeto del presente caso es determinar si se produjo 
una vulneración a derechos consagrados en la Convención Americana en el marco de las 
decisiones adoptadas por las autoridades nacionales. En consecuencia, con el fin de determinar 
si dichas violaciones efectivamente ocurrieron, es imprescindible analizar las resoluciones 
dictadas por las distintas autoridades para determinar su compatibilidad con las obligaciones 
internacionales del Estado, sin que ello implique actuar como una cuarta instancia de decisión. 
En consecuencia, se desestima la presente excepción preliminar.   
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Competencia ratione temporis 

Corte IDH. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares. Sentencia de 
27 de enero de 1995. Serie C No. 21. 

23. La Corte entiende que la aceptación de competencia que Nicaragua formuló expresamente 
para este caso es independiente de la declaración que con carácter general presentó el 12 de 
febrero de 1991, fecha del depósito de su declaración ante el Secretario General de la OEA. En 
los términos del artículo 62 los Estados pueden declarar que aceptan la competencia de la 
Corte “sobre todos los casos... o para casos específicos... relativos a la interpretación o 
aplicación de esta Convención”. 

24. Nicaragua ha hecho ambas declaraciones bajo condición, en un caso excluyendo los hechos 
anteriores o los hechos cuyo principio de ejecución sea anterior al 12 de febrero de 1991 y, en 
el otro, limitándola “única y exclusivamente [a] los precisos términos” que aparecen “bajo el 
acápite ‘Objeto de la demanda’” de la Comisión (...). 

25. La Corte no considera necesario pronunciarse aquí sobre los efectos que tiene la existencia 
de dos aceptaciones de competencia. En el “Objeto de la demanda” de la Comisión no 
aparecen, en principio, peticiones que tengan que ver con la violación del derecho a la vida o a 
la integridad personal de la víctima, hechos anteriores a la aceptación de competencia de 
Nicaragua. En consecuencia, la Corte se limitará a resolver, llegado el caso, sobre tal objeto --
y no podría hacerlo fuera de él so pena de incurrir en decisión ultra petita--. Al actuar en esa 
forma, no incurrirá en falta de competencia pues Nicaragua ha aceptado expresamente que la 
tiene sobre tal “objeto”. 

26. Por consiguiente, la Corte estima que esta excepción preliminar es inadmisible y se declara 
competente para conocer del presente caso. 

Corte IDH. Caso Alfonso Martín del Campo Dodd Vs. México. Excepciones 
Preliminares. Sentencia de 3 de septiembre de 2004. Serie C No. 113. 

78. La Corte debe determinar si el supuesto delito de tortura alegado por la Comisión 
Interamericana y los representantes de la presunta víctima y sus familiares es un delito de 
ejecución instantánea o un delito de ejecución continua o permanente. Cada acto de tortura se 
ejecuta o consume en sí mismo, y su ejecución no se extiende en el tiempo, por lo que el acto 
o actos de tortura alegados en perjuicio del señor Martín del Campo quedan fuera de la 
competencia de la Corte por ser un delito de ejecución instantáneo y haber supuestamente 
ocurrido antes del 16 de diciembre de 1998. Asimismo, las secuelas de la tortura, alegadas por 
los representantes de la presunta víctima y sus familiares, no equivalen a un delito continuo. 
Cabe señalar que la Corte ha reiterado en su jurisprudencia constante su rechazo absoluto a la 
tortura y el deber de los Estados Partes de investigar, procesar y sancionar a los responsables 
de la misma. 

79. Es necesario que el Tribunal señale con toda claridad sobre esta materia que si el delito 
alegado fuera de ejecución continua o permanente, la Corte tendría competencia para 
pronunciarse sobre los actos o hechos ocurridos con posterioridad al reconocimiento de la 
jurisdicción de la Corte. Pero en un caso como el presente, el supuesto delito causa de la 
violación alegada (tortura) fue de ejecución instantánea, ocurrió y se consumó antes del 
reconocimiento de la competencia contenciosa. En lo que atañe a la investigación de dicho 
delito, la misma se produjo y se reabrió en varias ocasiones. Ello ocurrió con posterioridad al 
reconocimiento de competencia contenciosa de la Corte, pero ni la Comisión ni los 
representantes de la presunta víctima han aportado elementos sobre afectaciones ocurridas 
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que permitan identificar violaciones específicas al debido proceso sobre las cuales la Corte 
hubiera podido conocer. 

[...] 

84. Al ejercer la función de protección que le atribuye la Convención Americana, la Corte busca 
un justo equilibrio entre los imperativos de protección, las consideraciones de equidad y de 
seguridad jurídica, como se desprende claramente de la jurisprudencia constante del Tribunal. 

85. En razón de lo anterior, la Corte estima que debe aplicarse el principio de la 
irretroactividad de las normas internacionales consagrado en la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados y en el derecho internacional general, y de acuerdo con los términos 
en que México reconoció la competencia contenciosa de la Corte, acoge la excepción preliminar 
“ratione temporis” interpuesta por el Estado para que la Corte no conozca supuestas 
violaciones a la Convención Americana ni a la Convención Interamericana contra la Tortura 
ocurridas antes del 16 de diciembre de 1998 (...) y declara, en consecuencia, que no le 
compete a la Corte analizar la segunda excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Excepciones 
Preliminares. Sentencia de 23 de noviembre de 2004. Serie C No. 118. 

57. El Estado interpuso la segunda parte de la excepción preliminar de incompetencia ratione 
temporis de la Corte Interamericana para que, con base en los términos del reconocimiento de 
la competencia del Tribunal, en el presente caso la Corte no conozca los hechos anteriores a la 
fecha en que reconoció la jurisdicción obligatoria del Tribunal y aquellos cuyo principio de 
ejecución se hubiera dado también con anterioridad al depósito de la declaración de 
reconocimiento. 

58. La excepción preliminar interpuesta por el Estado se fundamenta en el inciso II del texto 
de la declaración de reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte, presentada al 
Secretario General de la OEA el 6 de junio de 1995, que en lo que interesa a este caso 
textualmente dice lo siguiente: 

I. El Gobierno de El Salvador reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin Convención 
especial, la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con 
lo dispuesto en el Artículo 62 de la Convención Americana de Derechos Humanos o “Pacto de 
San José”. 

II. El Gobierno de El Salvador, al reconocer tal competencia, deja constancia que su 
aceptación se hace por plazo indefinido, bajo condición de reciprocidad y con la reserva de que 
los casos en que se reconoce la competencia, comprende sola y exclusivamente hechos o actos 
jurídicos posteriores o hechos o actos jurídicos cuyo principio de ejecución sean posteriores a la 
fecha del depósito de esta Declaración de Aceptación, […]. 

59. El reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte se encuentra regulado en el 
artículo 62 de la Convención Americana, el cual establece que: 

1. Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o 
adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce como 
obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte sobre todos 
los casos relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención.  

2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, por un 
plazo determinado o para casos específicos.  Deberá ser presentada al Secretario General de la 
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Organización, quien transmitirá copias de la misma a los otros Estados miembros de la 
Organización y al Secretario de la Corte.  

3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y 
aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que los Estados 
Partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declaración 
especial, como se indica en los incisos anteriores, ora por convención especial.  

60. Al respecto, es preciso reiterar lo indicado por el Tribunal sobre el reconocimiento de su 
competencia: 

[R]esulta claro del texto de la Convención que un Estado puede ser parte en ella y reconocer o 
no la competencia obligatoria de la Corte.  El artículo 62 de la Convención utiliza el verbo 
“puede” para significar que el reconocimiento de la competencia es facultativo […]. 

61. Sobre esta materia, cabe reiterar que la Corte ha distinguido entre la posibilidad de los 
Estados de realizar “reservas a la Convención” Americana, de acuerdo con los términos del 
artículo 75 de la misma, y el acto de “reconocimiento de la competencia” de la Corte, de 
acuerdo con el artículo 62 de dicho tratado (...).  Respecto de esta diferencia, el Tribunal ha 
señalado que  

[el] “reconocimiento de la competencia” de la Corte […] es un acto unilateral de cada Estado [,] 
condicionado por los términos de la propia Convención Americana como un todo y, por lo tanto, 
no está sujeta a reservas.  Si bien alguna doctrina habla de “reservas” al reconocimiento de la 
competencia de un tribunal internacional, se trata, en realidad, de limitaciones al 
reconocimiento de esa competencia y no técnicamente de reservas a un tratado multilateral. 

62. La Convención Americana contempla expresamente la facultad de los Estados Partes de 
establecer, de conformidad con lo estipulado en el artículo 62 de dicho tratado, limitaciones a 
la competencia del Tribunal al momento de declarar que reconocen como obligatoria de pleno 
derecho y sin convención especial la competencia de la Corte.  De conformidad con lo anterior, 
el instrumento de reconocimiento de la competencia de la Corte por El Salvador contempla una 
limitación temporal a dicha competencia y no se trata técnicamente de una reserva a la 
Convención Americana. Es decir, El Salvador utilizó la facultad estipulada en el artículo 62 de 
dicho tratado y estableció una limitación temporal respecto de los casos que podrían 
someterse al conocimiento del Tribunal. 

63. Corresponde al Tribunal analizar las limitaciones realizadas por El Salvador al reconocer la 
competencia contenciosa de la Corte y determinar su competencia para conocer sobre los 
distintos hechos de este caso. El que los Estados miembros de la OEA no hayan opuesto 
ninguna objeción a la limitación realizada por El Salvador, tal como éste alega, no significa que 
la Corte no pueda examinar dicha limitación a la luz de la Convención Americana. Por el 
contrario, la Corte, como todo órgano con funciones jurisdiccionales, tiene el poder inherente a 
sus atribuciones de determinar el alcance de su propia competencia (compétence de la 
compétence/Kompetenz-Kompetenz).  Los instrumentos de reconocimiento de la cláusula 
facultativa de la jurisdicción obligatoria (artículo 62.1 de la Convención) presuponen la 
admisión, por los Estados que la presentan, del derecho de la Corte a resolver cualquier 
controversia relativa a su jurisdicción.  

64. Debido a que la fecha de aceptación de la competencia de la Corte depende, de acuerdo 
con el artículo 62.1 de la Convención, del momento en que el Estado declara que reconoce 
como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial la competencia de la Corte sobre 
todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención Americana, la Corte 
debe tener presente lo dispuesto en el artículo 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho 
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de los Tratados de 1969 , al determinar si tiene o no competencia para conocer un caso.  
Dicho artículo dice lo siguiente: 

Las disposiciones de un tratado no obligarán a una parte respecto de ningún acto o hecho que 
haya tenido lugar con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del tratado para esa parte ni 
de ninguna situación que en esa fecha haya dejado de existir, salvo que una intención diferente 
se desprenda del tratado o conste de otro modo. 

65. El anterior principio de irretroactividad se aplica a la vigencia de los efectos jurídicos del 
reconocimiento de la competencia de la Corte para conocer de un caso contencioso, por lo que 
de conformidad con lo dispuesto en el mencionado artículo 28 de la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados de 1969, la Corte puede conocer de los actos o hechos que hayan 
tenido lugar con posterioridad a la fecha de reconocimiento de la competencia del Tribunal y 
de las situaciones que a dicha fecha no hubieren dejado de existir.  Es decir, el Tribunal tiene 
competencia para conocer de violaciones continuas que siguen ocurriendo con posterioridad a 
dicho reconocimiento, con base en lo estipulado en el referido artículo 28 y, 
consecuentemente, no se infringe el principio de irretroactividad. 

66. La Corte no puede ejercer su competencia contenciosa para aplicar la Convención y 
declarar una violación a sus normas cuando los hechos alegados o la conducta del Estado 
demandado que pudiera implicar responsabilidad internacional, son anteriores al 
reconocimiento de la competencia del Tribunal.   

67. Sin embargo, cuando se trata de una violación continua o permanente, cuyo inicio se 
hubiere dado antes de que el Estado demandado hubiere reconocido la competencia 
contenciosa de la Corte y que persiste aún después de este reconocimiento, el Tribunal es 
competente para conocer de las conductas ocurridas con posterioridad al reconocimiento de la 
competencia y de los efectos de las violaciones. 

68. Al interpretar la Convención conforme a su objeto y fin, la Corte debe actuar de tal manera 
que se preserve la integridad del mecanismo previsto en el artículo 62.1 de la Convención.  
Sería inadmisible subordinar tal mecanismo a restricciones que hagan inoperante el sistema 
tutelar de los derechos humanos, previsto en la Convención y, por lo tanto, la función 
jurisdiccional de la Corte.  

69. Asimismo, el Tribunal reitera lo establecido en otros casos, en el sentido de que la cláusula 
de reconocimiento de la competencia de la Corte es esencial a la eficacia del mecanismo de 
protección internacional, y debe ser interpretada y aplicada de modo que la garantía que 
establece sea verdaderamente práctica y eficaz, teniendo presentes el carácter especial de los 
tratados de derechos humanos y su implementación colectiva.  Además, con respecto al 
principio del effet utile ha dicho que 

[l]os Estados Partes en la Convención deben garantizar el cumplimiento de las disposiciones 
convencionales y sus efectos propios (effet utile) en el plano de sus respectivos derechos 
internos.  Este principio se aplica no sólo en relación con las normas sustantivas de los tratados 
de derechos humanos (es decir, las que contienen disposiciones sobre los derechos protegidos), 
sino también en relación con las normas procesales, tal como la referente a la cláusula de 
aceptación de la competencia contenciosa del Tribunal. 

70. Además, al determinar su competencia en un caso en el cual el Estado demandado haya 
establecido alguna limitación al respecto, la Corte debe guardar un justo equilibrio entre la 
protección de los derechos humanos, fin último del sistema, y la seguridad jurídica y equidad 
procesal que aseguran la estabilidad y confiabilidad de la tutela internacional.   
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71. Corresponde ahora al Tribunal, teniendo en cuenta los principios y parámetros 
anteriormente expuestos, determinar si puede conocer de los hechos que fundamentan las 
alegadas violaciones a la Convención, para lo cual seguidamente analizará su competencia 
ratione temporis a la luz de lo dispuesto en el artículo 62 de la Convención y de la limitación al 
reconocimiento de la competencia de la Corte efectuada por El Salvador. 

72. Debido a que el Estado demandado estableció una limitación temporal al reconocer dicha 
competencia, que persigue el objetivo de que queden fuera de la competencia de la Corte los 
hechos o actos anteriores a la fecha del depósito de la declaración de reconocimiento de la 
competencia del Tribunal, así como los actos y efectos de una violación continua o permanente 
cuyo principio de ejecución sea anterior a dicho reconocimiento, y que la alegó como excepción 
preliminar, el Tribunal procede a  analizar si esta limitación es compatible con la Convención 
Americana y a decidir sobre su competencia. 

73. En el presente caso, la limitación temporal hecha por El Salvador al reconocimiento de la 
competencia de la Corte tiene su fundamento en la facultad, que otorga el artículo 62 de la 
Convención a los Estados Partes que decidan reconocer la competencia contenciosa del 
Tribunal, de limitar temporalmente dicha competencia. Por lo tanto, esta limitación es válida, 
al ser compatible con la norma señalada. 

74. Corresponde al Tribunal determinar en cada caso si los hechos sometidos a su 
conocimiento se encuentran bajo la exclusión de la referida limitación, pues la Corte, de 
acuerdo al principio de compétence de la compétence (...), no puede dejar a la voluntad de los 
Estados que éstos determinen cuáles hechos se encuentran excluidos de su competencia.  Esta 
determinación es un deber que corresponde al Tribunal en el ejercicio de sus funciones 
jurisdiccionales. 

75. En otros casos, el Tribunal declaró que determinada limitación introducida por el Estado al 
reconocer su competencia contenciosa era contraria al objeto y fin de la Convención.  La Corte 
observa que, a diferencia de este caso, se trató de una limitación con “un alcance general, que 
termina por subordinar la aplicación de la Convención al derecho interno […] en forma total y 
según lo dispongan sus tribunales nacionales”.  Por el contrario, la aplicación de la referida 
limitación efectuada por El Salvador no queda subordinada a la interpretación que el Estado le 
otorgue en cada caso, sino que corresponde al Tribunal determinar si los hechos sometidos a 
su conocimiento se encuentran bajo la exclusión de la limitación.  

76. En este sentido, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha declarado 
inadmisibles ratione temporis varias comunicaciones en las que se encontraba denunciado un 
Estado que había realizado una limitación a la competencia del Comité similar a la limitación 
en estudio en este caso.  

77. Consecuentemente, con fundamento en lo antes señalado, el Tribunal resuelve que se 
encuentran excluidos por la limitación del reconocimiento de la competencia de la Corte 
realizada por El Salvador, los hechos que la Comisión alega en relación con la supuesta 
violación a los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal) y 7 
(Derecho a la Libertad Personal) de la Convención, en relación con el artículo 1.1 (Obligación 
de Respetar los Derechos) de la misma, en perjuicio de Ernestina y Erlinda Serrano Cruz, como 
una situación violatoria que tuvo su inicio de ejecución en junio de 1982, trece años antes de 
que El Salvador reconociera la competencia contenciosa de la Corte Interamericana, con la 
supuesta “captura” o “toma en custodia” de las niñas por militares del Batallón Atlacatl y su 
“posterior desaparición”.   
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78. De conformidad con las anteriores consideraciones y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, la Corte 
admite la excepción preliminar ratione temporis interpuesta por el Estado para que el Tribunal 
no conozca de los hechos o actos sucedidos antes del 6 de junio de 1995, fecha en que el 
Estado depositó en la Secretaría General de la OEA el instrumento de reconocimiento de la 
competencia de la Corte. 

79. Debido a que la limitación temporal hecha por el Estado es compatible con el artículo 62 de 
la Convención (...), la Corte admite la excepción preliminar ratione temporis interpuesta por el 
El Salvador para que el Tribunal no conozca de aquellos hechos o actos cuyo principio de 
ejecución es anterior al 6 de junio de 1995 y que se prolongan con posterioridad a dicha fecha 
de reconocimiento de competencia.  Por lo tanto, la Corte no se pronunciará sobre la supuesta 
desaparición forzada de Ernestina y Erlinda Serrano Cruz y, en consecuencia, sobre ninguno de 
los alegatos que sustentan violaciones relacionadas con dicha desaparición. 

80. Por otra parte, la Comisión ha sometido al conocimiento de la Corte diversos hechos 
relacionados con una alegada violación a los artículos 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección 
Judicial) de la Convención, en relación con el artículo 1.1 (Obligación de Respetar los 
Derechos) de la misma, que supuestamente habrían ocurrido con posterioridad al 
reconocimiento de la competencia del Tribunal y que tienen lugar en el marco de las 
investigaciones penales realizadas a nivel interno para determinar lo sucedido a Ernestina y 
Erlinda Serrano Cruz. La Comisión expresamente señaló que hay “hechos y efectos posteriores 
a la fecha de reconocimiento de la competencia de la Corte por el Estado salvadoreño” que 
“permanecen”, se “repiten” y “tienen comienzo” y “ejecución” con posterioridad a la referida 
fecha de aceptación de la competencia de la Corte por el Estado. Según la Comisión “[h]ay 
actuaciones judiciales completamente independientes, nuevas decisiones de archivar, cerrar 
causas judiciales, decisiones de reabrir, conducir actuaciones judiciales como simples 
formalidades, […] hostigamiento a testigos o a familiares de las víctimas” y una “actitud 
permanente por parte del Estado de no permitir el restablecimiento de la identidad de las 
niñas”. La Comisión agregó que las “actuaciones realizadas respecto a este caso por las 
autoridades salvadoreñas de procuración de justicia estuvieron orientadas a sembrar dudas 
sobre la propia existencia de las [niñas]; a incriminar a la familia por su supuesta colaboración 
con la guerrilla del FMLN; e incluso modificar el testimonio que había brindado la señora María 
Esperanza Franco de Orellana ante la jurisdicción interna”.  

81. Entre los hechos alegados por la Comisión, que supuestamente tendrían relación con la 
violación a los artículos 8 y 25 de la Convención, cabe señalar, inter alia, los siguientes: el 13 
de noviembre de 1995 la madre de las hermanas Serrano Cruz interpuso un recurso de 
exhibición personal ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de El 
Salvador, el cual fue resuelto mediante decisión de 14 de marzo de 1996; la resolución emitida 
el 19 de abril de 1996 por el Juzgado de Primera Instancia de Chalatenango; el 27 de mayo de 
1998 el Juzgado de Primera Instancia de Chalatenango ordenó archivar el expediente penal; y 
el 17 de mayo de 1999 fue activado el proceso penal.  

82. Al respecto, al alegar la violación a los artículos 8 y 25 de la Convención, los 
representantes también señalaron que algunos de los hechos denunciados ocurrieron con 
posterioridad al 6 de junio de 1995, tales como: la presentación del recurso de exhibición 
personal el 7 de noviembre de 1995, la emisión de la sentencia por la Sala de lo Constitucional 
de El Salvador el 14 de marzo de 1996, y las diligencias efectuadas en el proceso penal 112/93 
“que tienden a la obstrucción y atraso del proceso, incluyendo el cierre de la investigación en 
dos ocasiones: el 16 de marzo y el 27 de mayo de 1998”.  
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83. Al respecto, el Estado alegó que “la Corte tampoco podr[ía] conocer sobre la supuesta falta 
de investigación que se atribuye a los órganos jurisdiccionales, ya que constituye bajo el 
concepto de Desaparición Forzosa que se aduce, parte de las violaciones continuadas, cuyo 
principio de ejecución no es con posterioridad a la fecha de depósito de la Declaración de 
Aceptación de Competencia de El Salvador”.  

84. La Corte considera que todos aquellos hechos acaecidos con posterioridad al 
reconocimiento de la competencia de la Corte por El Salvador referentes a las alegadas 
violaciones a los artículos 8 y 25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 
no están excluidos por la limitación realizada por el Estado, puesto que se trata de actuaciones 
judiciales que constituyen hechos independientes cuyo principio de ejecución es posterior al 
reconocimiento de la competencia de la Corte por parte de El Salvador, y que podrían 
configurar violaciones específicas y autónomas de denegación de justicia ocurridas después del 
reconocimiento de la competencia del Tribunal. 

85. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte desestima la excepción preliminar 
ratione temporis interpuesta por el Estado para que la Corte no conozca de los hechos o actos 
acaecidos con posterioridad al 6 de junio de 1995, relacionados con las alegadas violaciones a 
las garantías judiciales y a la protección judicial, consagradas respectivamente en los artículos 
8 y 25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 

22. [...], cabe distinguir entre actos instantáneos y actos de carácter continuo o permanente. 
Éstos últimos “se extiende[n] durante todo el tiempo en el cual el hecho continúa y se 
mantiene su falta de conformidad con la obligación internacional”. Por sus características, una 
vez entrado en vigor el tratado, aquellos actos continuos o permanentes que persisten después 
de esa fecha, pueden generar obligaciones internacionales respecto del Estado Parte, sin que 
ello implique una vulneración del principio de irretroactividad de los tratados. 

23. Dentro de esta categoría de actos se encuentra la desaparición forzada de personas, cuyo 
carácter continuo o permanente ha sido reconocido de manera reiterada por el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, en el cual el acto de desaparición y su ejecución se 
inician con la privación de la libertad de la persona y la subsiguiente falta de información sobre 
su destino, y permanece hasta tanto no se conozca el paradero de la persona desaparecida y 
los hechos no se hayan esclarecido. 

24. Con base en lo anterior, la Corte considera que la Convención Americana produce efectos 
vinculantes respecto de un Estado una vez que se obligó al mismo. En el caso de México, al 
momento en que se adhirió a ella, es decir, el 24 de marzo de 1981, y no antes. De esta 
manera, de conformidad con el principio de pacta sunt servanda, sólo a partir de esa fecha 
rigen para México las obligaciones del tratado y, en tal virtud, es aplicable a aquellos hechos 
que constituyen violaciones de carácter continuo o permanente, es decir, a los que tuvieron 
lugar antes de la entrada en vigor del tratado y persisten aún después de esa fecha, puesto 
que ellas se siguen cometiendo. Sostener lo contrario equivaldría a privar de su efecto útil al 
tratado mismo y a la garantía de protección que establece, con consecuencias negativas para 
las presuntas víctimas en el ejercicio de su derecho de acceso a la justicia. 

25. Por todo lo anteriormente expuesto, esta Corte desestima la presente excepción 
preliminar. 
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Corte IDH. Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012. 
Serie C No. 240. 

51. [...], la Corte tampoco considera admisible el alegato del Estado de que la presunta 
desaparición forzada del señor González Medina habría cesado antes del reconocimiento de la 
competencia de la Corte, ya que de acuerdo con la jurisprudencia constante de este Tribunal el 
factor relevante para que cese una desaparición forzada es la determinación del paradero o la 
identificación de sus restos y no la presunción de su fallecimiento. La presunción de muerte en 
casos de desaparición forzada ha sido aplicada por la Corte cuando el transcurso del tiempo u 
otras circunstancias relevantes permitan presumir que se ha configurado una violación al 
derecho a la vida, pero ello de ninguna forma es equivalente a establecer el paradero de la 
víctima o localizar sus restos. Al respecto, resulta preciso recordar que la Corte ha indicado 
que “sería inadmisible que la parte sobre quien recae la carga de desvirtuar la presunción [de 
muerte] haga uso de la misma a fin de excluir o limitar, anticipadamente mediante una 
excepción preliminar, la competencia del Tribunal sobre ciertos hechos en un caso de 
desaparición forzada”. 

53. Finalmente, la Corte recuerda que aún cuando le corresponde analizar la alegada 
desaparición forzada desde una perspectiva integral abarcando el conjunto de hechos que se 
presentan a su consideración y determinar si se prolongan en el tiempo, puede declarar una 
violación a la Convención Americana u otros tratados a partir de la fecha del reconocimiento de 
la competencia por parte del Estado demandado. 

54. Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte desestima esta primera parte de la excepción 
preliminar sobre incompetencia ratione temporis en relación con el hecho de la supuesta 
desaparición forzada y las alegadas violaciones en perjuicio del señor González Medina, por lo 
que es competente para pronunciarse al respecto a partir del 25 de marzo de 1999, fecha de 
reconocimiento de la competencia contenciosa por la República Dominicana. 

Corte IDH. Caso García Lucero y otras Vs. Chile. Excepción Preliminar, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 267. 

29. Al ratificar la Convención Americana el 21 de agosto de 1990 Chile declaró que “reconoce 
como obligatoria de pleno derecho la competencia de la Corte […] respecto de los casos 
relativos a la interpretación y aplicación de [la] Convención [, …] deja[ndo] constancia” que 
ello refiere a “hechos posteriores a la fecha del depósito de[l i]nstrumento de ratificación o, en 
todo caso, a hechos cuyo principio de ejecución sea posterior al 11 de marzo de 1990”. La 
Corte ya ha indicado que “la ‘declaración’ realizada por Chile constituye una limitación 
temporal al reconocimiento de la competencia de este Tribunal” que tiene fundamento en una 
facultad que detentan los Estados Partes de conformidad con el artículo 62 de la Convención. 

30. Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal ha establecido, incluso frente a limitaciones 
temporales similares a las del presente caso, que aun cuando una obligación estatal se refiera 
a hechos sucedidos con anterioridad a la fecha del reconocimiento de la competencia 
respectiva, el análisis de si esa obligación fue observada o no por el Estado puede realizarse 
por el Tribunal a partir de dicha fecha. Es decir, la Corte puede efectuar el examen indicado en 
la medida en que ello sea factible a partir de hechos independientes acaecidos dentro del límite 
temporal de su competencia.  

34. Como se expresó, Chile declaró que reconoce la competencia de la Corte respecto a 
“hechos posteriores a[l 21 de agosto de 1990] o, en todo caso, a hechos cuyo principio de 
ejecución sea posterior al 11 de marzo de 1990”. En consecuencia, los casos citados en los 
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párrafos anteriores se asimilan al presente en cuanto a la existencia de limitaciones 
temporales a la competencia de la Corte, y en que los hechos pertinentes no son de ejecución 
continuada o permanente.  

35. Dado lo anterior, el Tribunal examinará si los hechos acaecidos con posterioridad al 
reconocimiento de competencia contenciosa de la Corte por parte de Chile constituyen hechos 
independientes que podrían configurar violaciones autónomas. En cuanto a la “prisión política”, 
el exilio y los actos de tortura sufridos por el señor García Lucero, no hay controversia entre 
las partes y la Comisión en que ocurrieron o comenzaron a suceder entre los años 1973 y 
1975, con anterioridad a la entrada en vigor para el Estado de las obligaciones estipuladas en 
los tratados que se alegan violados (...). Dichos hechos sólo serán considerados por el Tribunal 
como antecedentes, es decir, como datos útiles para comprender el contexto del presente caso 
y los hechos a examinar dentro de la competencia temporal del Tribunal. 

36. Ahora bien, al interponer la presente excepción preliminar, Chile ha aducido que la “causa 
eficiente del derecho a reparación” que se afirma violado “reconoce su origen” en hechos 
anteriores a la ratificación de la Convención Americana. Al respecto, en cuanto a la tortura, 
con base en la jurisprudencia de la Corte, debe señalarse que “[c]ada acto de tortura se 
ejecuta o consume en sí mismo, y su ejecución no se extiende en el tiempo, por lo que el acto 
o actos de tortura [son] un delito de ejecución instantáne[a…]. Asimismo, las secuelas de la 
tortura […] no equivalen a un delito continuo”. La “prisión política” y el exilio así como las 
secuelas o efectos derivados de los mismos, están fuera de la competencia del Tribunal, 
porque se originaron o tuvieron su principio de ejecución antes del 11 de marzo de 1990.  

37. Dado lo establecido en el párrafo anterior, por su conexidad con hechos consumados antes 
del año 1990, o con las consecuencias de los mismos, esta Corte no se pronunciará sobre lo 
siguiente: los daños derivados de la “prisión política”, el exilio y la tortura del señor García 
Lucero, sea en relación con él o con sus familiares, como tampoco sobre las medidas de 
reparación que podrían ser adecuadas a partir de dichos hechos. En este sentido, la 
integralidad o individualización de la reparación solo puede apreciarse a partir de un examen 
de los hechos generadores del daño y sus efectos, y los mismos están excluidos de la 
competencia temporal de la Corte.  

39. En consecuencia, la Corte tiene competencia para examinar, a la luz de los derechos a las 
garantías y protección judiciales establecidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención, en 
relación con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado y de las 
obligaciones derivadas de los artículos 1, 6, 8 y 9 de la Convención Interamericana contra la 
Tortura, según sea el caso, los hechos u omisiones caracterizados como hechos autónomos 
ocurridos bajo la competencia temporal del Tribunal. Es decir, analizará en el fondo del caso si 
el Estado garantizó el acceso a la justicia en lo atinente a la investigación de los hechos, así 
como en la existencia de recursos para efectuar reclamos sobre medidas de reparación.  

40. Además, de acuerdo a lo señalado en la Sentencia del caso Almonacid Arellano y otros Vs. 
Chile, la Corte es competente para conocer los alegatos vinculados con la aducida 
inobservancia de obligaciones internacionales relacionadas a la vigencia del Decreto-Ley No. 
2.191 de amnistía. 

41. Por último, teniendo en consideración las señaladas características del presente caso en 
cuanto a su vínculo con alegadas violaciones a partir de supuestos actos y omisiones relativas 
al acceso de justicia, el Tribunal no considera pertinente, en este caso, analizar los alegatos 
relacionados al deber de garantía del derecho a la integridad personal (respecto a los hechos 
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tortura, “prisión política” o cualquier otro cuyo comienzo de ejecución fuera anterior al 11 de 
marzo de 1990), con base en los artículos 5 y 1.1 de la Convención Americana.  

42. En razón de lo expuesto, y en los términos señalados, se desestima parcialmente la 
excepción preliminar planteada por el Estado. 

Corte IDH. Caso de Personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República 
Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de agosto de 2014. Serie C No. 282.  

43. […], cabe observar que las expulsiones aducidas en el caso son hechos cuya ejecución 
concluye con la materialización de los mismos; es decir, con la concreción, por orden o 
imposición de funcionarios o autoridades estatales, del traslado de la persona en cuestión 
fuera del territorio del Estado. Las secuelas o efectos de tales actos no equivalen al carácter 
continuado de éstos, por lo que la Corte no puede conocer de los mismos, a menos que 
constituyan hechos independientes que configuren la vulneración de otros derechos 
convencionales. 

Corte IDH. Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano 
y sus miembros Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014. Serie C No. 284. 

40. [...], tomando en consideración la fecha de reconocimiento de la competencia contenciosa 
de la Corte por parte de Panamá, y dado que los referidos hechos ocurrieron con anterioridad a 
dicho reconocimiento, el Tribunal admite la excepción tal como fue planteada por el Estado 
respecto de la alegada falta de pago de las indemnizaciones. Por consiguiente, la Corte declara 
que no tiene competencia ratione temporis para analizar: a) el contenido del Decreto 156 de 
1971; b) el presunto incumplimiento de las disposiciones del mismo; c) los hechos ocurridos 
entre 1972 y 1975 relacionados con la inundación de los territorios de las comunidades 
indígenas y con su posterior desplazamiento; d) el contenido de los acuerdos de 1976, 1977 y 
1980 que se refieren a las indemnizaciones por la inundación y desplazamiento de las 
comunidades; e) el alegado incumplimiento de esos acuerdos, y f) las reparaciones conexas 
con los hechos anteriormente mencionados. 

Corte IDH. Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288. 

24. Al ejercer la función de protección que le atribuye la Convención Americana, la Corte busca 
un justo equilibrio entre los imperativos de protección, las consideraciones de equidad y de 
seguridad jurídica, como se desprende claramente de la jurisprudencia constante del Tribunal. 
Con base en lo anterior y en el principio de irretroactividad, la Corte, en principio, no puede 
ejercer su competencia contenciosa para aplicar la Convención y declarar una violación a sus 
normas cuando los hechos alegados o la conducta del Estado que pudieran implicar su 
responsabilidad internacional son anteriores a dicho reconocimiento de la competencia. 

28. Por tanto, este Tribunal reafirma su jurisprudencia constante sobre ese tema y admite la 
excepción preliminar interpuesta por el Estado. Por consiguiente, se declara incompetente para 
conocer los hechos y alegatos que se relacionen con: 1) las ordenes de detención de los 
peticionarios ocurridas en 1980; 2) la imposición y duración de la prisión preventiva en el 
período de 9 de septiembre de 1980 al 5 de septiembre de 1984; 3) la duración del proceso 
entre 1980 y septiembre de 1984; 3) la medida cautelar de incomunicación dictada en 1980; 
4) la “exhortación a decir la verdad” en las declaraciones indagatorias tomadas en el período 
de septiembre de 1980 a septiembre de 1984, y 5) la ausencia de defensor letrado hasta el 5 
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de septiembre de 1984. Asimismo, el Tribunal se declara competente para conocer todos los 
hechos o actuaciones ocurridos con posterioridad al 5 de septiembre de 1984, respecto a las 
presuntas violaciones alegadas por la Comisión y los representantes. 

Corte IDH. Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2016. Serie C No. 314. 

29. El Perú depositó el instrumento de ratificación de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas el 13 de febrero de 2002, la cual entró en vigor para el 
Estado el 15 de marzo de 2002, de acuerdo con el artículo XX de dicho instrumento. 

30. En el caso bajo examen, las objeciones planteadas por el Estado cuestionan la 
competencia ratione temporis de la Corte respecto a la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas. Cabe destacar que en el caso Osorio Rivera y otros, el Perú 
ya había presentado esta excepción preliminar con argumentos similares y, en su 
pronunciamiento, la Corte reiteró su competencia para conocer de los asuntos relacionados con 
el cumplimiento de los compromisos contraídos por los Estados Partes en dicho instrumento, 
con base en los artículos XIII de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas y 62 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

31. Además, en aquella ocasión, la Corte sostuvo que, de acuerdo con el principio pacta sunt 
servanda, a partir de la fecha en que entró en vigor para el Estado rigen para el Perú las 
obligaciones del tratado y, en tal virtud, es aplicable a aquellos hechos que constituyen 
violaciones de carácter continuo o permanente, como la desaparición forzada de personas; es 
decir, el tratado es aplicable a aquellos hechos cuyo inicio de ejecución tuvo lugar antes de la 
entrada en vigor del tratado y que persisten aún después de esa fecha, puesto que se siguen 
cometiendo, de manera que no se infringe el principio de irretroactividad. De igual forma, las 
obligaciones contraídas al amparo de la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas, en relación con la sanción de actos de tortura, podrían ser analizadas 
respecto de hechos independientes que en el transcurso de un proceso podrían configurar 
violaciones específicas y autónomas de denegación de justicia. Sostener lo contrario 
equivaldría a privar de su efecto útil al tratado mismo y a la garantía de protección que 
establece, con consecuencias negativas para las presuntas víctimas en el ejercicio de su 
derecho de acceso a la justicia. 

32. Asimismo, la Corte enfatiza que en casos anteriores respecto al Perú, ya ha declarado 
violaciones a este tratado internacional, a pesar de que el inicio de ejecución de los hechos 
ocurrió con anterioridad a la fecha en la que dicho tratado entró en vigencia para el Estado. 

33. Con base en lo anterior, la Corte no encuentra elementos que justifiquen apartarse de su 
jurisprudencia y, por consiguiente, desestima la excepción preliminar opuesta por el Estado, 
por lo que es competente para examinar y pronunciarse respecto de las alegadas violaciones a 
la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, a partir del 15 de 
marzo de 2002, fecha de su entrada en vigor para el Perú. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328. 

18. El Tribunal observa que el Estado pretende inhibir a la Corte del conocimiento de los 
hechos del caso que hayan sucedido con anterioridad al 9 de marzo de 1987, fecha en que 
Guatemala aceptó la competencia contenciosa del Tribunal, así como de aquellos hechos de 
carácter continuo o permanente cuyo primer acto de ejecución haya tenido lugar antes de 
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dicha fecha. Lo anterior, con base en que habría interpuesto una “reserva” por medio de la 
cual limitó la competencia temporal del Tribunal. 

19. A efectos de determinar si tiene o no competencia para conocer un caso o un aspecto del 
mismo, el Tribunal debe tomar en consideración la fecha de reconocimiento de la competencia 
por parte del Estado, los términos en que el mismo se ha dado y el principio de 
irretroactividad, dispuesto en el artículo 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados de 1969. En el presente caso, es claro que la Corte puede conocer de los actos o 
hechos que hayan tenido lugar con posterioridad a la fecha de dicho reconocimiento. 

20. Por otro lado, el Tribunal también tiene competencia para conocer de violaciones de 
derechos humanos de carácter continuo o permanente aunque el primer acto de ejecución 
haya tenido lugar antes de la fecha del reconocimiento de competencia contenciosa de la 
Corte, si dichas violaciones persisten con posterioridad a dicho reconocimiento, puesto que se 
continúan cometiendo. Así, se recuerda al Estado que dentro del ámbito de su jurisdicción, 
corresponde a la Corte Interamericana evaluar las acciones u omisiones de agentes estatales 
en los casos ante ella, según la prueba presentada por las partes, y calificar las mismas de 
conformidad con la Convención Americana y demás tratados interamericanos que le otorgan 
competencia, a fin de determinar si el Estado ha incurrido en responsabilidad internacional. 

21. Finalmente, la Comisión y los representantes argumentaron que el Tribunal también 
tendría competencia para conocer los hechos del caso de ejecución instantánea acaecidos con 
anterioridad a la fecha del reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte, con base 
en que el reconocimiento de responsabilidad en el presente caso realizado por el Estado ante 
la Comisión y reiterado en su contestación ante la Corte implicaría una renuncia a la limitación 
temporal de competencia. 

22. En el presente caso, Guatemala reconoció su responsabilidad internacional dentro del 
proceso ante la Comisión. Sin embargo, antes de que esta emitiera su Informe de Fondo, 
Guatemala también manifestó que “no reconoce la competencia ratione temporis de la Corte 
Interamericana [...] para conocer el Caso [...]”. Así, al someter el caso ante el Tribunal, la 
Comisión únicamente puso en conocimiento de este, “las acciones y omisiones estatales 
ocurridas o que continuaron ocurriendo con posterioridad al 9 de marzo de 1987, fecha de 
aceptación de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana [...]”, “sin perjuicio de 
que [...] Guatemala acepte la competencia de la Corte para conocer la totalidad del presente 
caso”. Ahora bien, en el trámite ante esta Corte, es decir, en la contestación, en la audiencia 
pública y en sus alegatos finales escritos, Guatemala adoptó una posición consistente con el 
reconocimiento de responsabilidad efectuado ante la Comisión, en sentido que no negó los 
hechos del caso. Asimismo, durante la audiencia pública reconoció su responsabilidad 
internacional por los artículos 8 y 25 de la Convención, en relación con las investigaciones 
iniciadas en el presente caso a partir del año 1993 (...). Sin embargo, en todo momento negó 
expresamente su consentimiento a que el Tribunal conociera los hechos ocurridos con 
anterioridad a la fecha en que aceptó su competencia. 

23. Al respecto, la Corte considera que un Estado puede renunciar a una limitación temporal al 
ejercicio de su competencia de forma expresa o tácita, como por ejemplo, a través de un 
reconocimiento de responsabilidad internacional. Sin embargo, la voluntad del Estado de ser 
juzgado debe desprenderse claramente de su conducta procesal. En casos anteriores en que la 
Corte ha examinado la totalidad o alguna parte de los hechos ocurridos con anterioridad al 
reconocimiento de su competencia y se ha pronunciado sobre las violaciones que se 
configuraron al respecto, los Estados concernidos otorgaron al Tribunal, de forma expresa o 
tácita, su consentimiento para ello. 
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24. En consecuencia, la Corte considera que en el presente caso no tiene competencia ratione 
temporis para declarar violaciones a la Convención Americana por las detenciones arbitrarias, 
torturas, ejecuciones extrajudiciales, violaciones sexuales y otras formas de violencia sexual, 
trabajos forzosos y destrucción y robos de propiedad presuntamente cometidos entre los años 
1981 y 1986 en perjuicio de los habitantes indígenas mayas achí de la aldea Chichupac y 
comunidades vecinas, en lo cual lleva razón el Estado. No obstante, no le asiste la razón al 
Estado en cuanto a las consecuencias continuas o permanentes de estos hechos, sea que se 
trate de delitos instantáneos o permanentes conforme al derecho penal interno. Cualquiera sea 
la calificación penal interna, lo continuo es la violación a la Convención que se sigue 
cometiendo en la actualidad, toda vez que la infracción de que conoce esta Corte es la de 
derecho internacional actual, dado que no juzga penalmente a los funcionarios, sino al Estado 
por violación a la Convención. En tal sentido, yerra el Estado en cuanto objeta la competencia 
de la Corte respecto de la alegada desaparición forzada y la alegada omisión por parte del 
Estado de implementar garantías de retorno o un reasentamiento voluntario a favor de 
aquellas personas que permanecieron desplazadas luego del 9 de marzo de 1987, fecha a 
partir de la cual el Estado reconoció la competencia de la Corte, como también respecto de su 
alegada omisión de diligencia investigadora frente a graves violaciones a los derechos 
humanos, por ende, tampoco respecto de la reparación de los hechos. En vista de lo anterior, 
este Tribunal acoge parcialmente la excepción preliminar de falta de competencia ratione 
temporis. 

Corte IDH. Caso Vásquez Durand y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 332. 

22. La Corte reitera que, como todo órgano con funciones jurisdiccionales, tiene el poder 
inherente a sus atribuciones de determinar el alcance de su propia competencia (compétence 
de la compétence/Kompetenz-Kompetenz). 

23. El Estado de Ecuador ratificó la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada el 
27 de julio de 2006, la cual entró en vigor para el Estado el 26 de agosto de 2006, de acuerdo 
con el artículo XX de dicho tratado. En el caso bajo examen, las objeciones planteadas por el 
Estado cuestionan la competencia temporal de la Corte respecto de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada, al sostener que este Tribunal no podría ejercer su 
competencia contenciosa para declarar una violación a las normas del referido instrumento 
internacional, dado que los hechos habrían sucedido 11 años antes de la ratificación de dicha 
Convención. 

26. [...], esta Corte desestima la primera excepción preliminar planteada por el Estado, en 
tanto es competente para examinar y pronunciarse respecto de las alegadas violaciones 
permanentes a la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, así como respecto 
de aquellos hechos ocurridos a partir del 26 de agosto de 2006, fecha de su entrada en vigor 
para el Ecuador. 

Corte IDH. Caso Integrantes y Militantes de la Unión Patriótica Vs. Colombia. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de julio de 
2022. Serie C No. 455. 

99. […], la Corte considera que en el sub examine no tiene competencia ratione temporis para 
declarar violaciones a la Convención Americana sobre los hechos ocurridos con anterioridad al 
21 de junio de 1985 que no configuren hechos permanentes o continuados en perjuicio de las 
presuntas víctimas mencionadas por el Estado. La Corte podrá, sin embargo, referirse a las 
diligencias de investigación desarrolladas por las autoridades sobre esos hechos. En efecto, 
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cualquiera sea la calificación penal interna, lo continuo es la violación a la Convención que se 
sigue cometiendo en la actualidad, toda vez que la infracción que conoce esta Corte es la de 
derecho internacional, dado que no juzga penalmente a los funcionarios, sino al Estado por 
violación a la Convención. Asimismo, la Corte hará mención a hechos anteriores al 21 de junio 
de 1985 para referirse al marco fáctico del caso. En virtud de lo anterior, esta Corte considera 
parcialmente procedente la excepción preliminar ratione temporis. 

Corte IDH. Caso Vega González y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2024. Serie C No. 519. 

66. En el presente caso las desapariciones forzadas alegadas por los representantes habrían 
tenido un principio de ejecución anterior al 11 de marzo de 1990, razón por la cual, en virtud 
de la limitación temporal de la competencia de la Corte efectuada por Chile al momento de 
ratificar la Convención, la Corte en principio, no sería competente para conocer de las alegadas 
violaciones a los artículos 3, 4.1, 5.1 y 7 de la Convención Americana. 

[...] 

75. Al respecto, el Tribunal recuerda que tiene la prerrogativa de determinar su propia 
competencia (compétence de la compétence) y que, al interpretar la Convención, debe 
preservar la integridad de la norma establecida en el artículo 62.1, que no puede ser objeto de 
restricciones impuestas por los Estados demandados que vayan más allá de las hipótesis 
previstas en el propio texto convencional.  

76. La aceptación de la competencia contenciosa de la Corte constituye una cláusula pétrea 
que no admite limitaciones que no estén expresamente contenidas en el artículo 62.1 de la 
Convención. La interpretación de las reservas formuladas por los Estados no puede 
desvincularse del fin último de la Convención. Además, la Corte debe preservar la esencia de la 
Convención en su integridad que, en la condición de tratado de derechos humanos, no es un 
tratado multilateral de tipo tradicional, ya que su objeto y fin es la protección de los derechos 
fundamentales de los seres humanos.  

77. Este entendimiento es respaldado por la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados (en adelante, “Convención de Viena”), que establece en su artículo 19.c que un 
Estado no podrá formular reservas que sean incompatibles con el objeto y el fin del tratado, y 
por la propia jurisprudencia de la Corte, según la cual las reservas estatales no pueden 
suspender derechos no derogables previstos en la Convención. Por esta razón, el Tribunal es 
competente para revisar las reservas y limitaciones en los instrumentos de aceptación de la 
competencia de la Corte a efectos de establecer su   compatibilidad con los fines de la 
Convención.  

78. De acuerdo con lo determinado por esta Corte, hay una distinción entre actos instantáneos 
y actos de carácter continuo o permanente; los actos de carácter permanente se extienden 
durante todo el tiempo en el cual el hecho continúa y se mantiene su falta de conformidad con 
la obligación internacional. Por sus características, una vez entrado en vigor el tratado, 
aquellos actos continuos o permanentes que persisten después de esa fecha, pueden generar 
obligaciones internacionales respecto del Estado Parte, sin que ello implique una vulneración 
del principio de irretroactividad de los tratados. Dentro de esta categoría de actos se encuentra 
la desaparición forzada de personas, cuyo carácter continuo o permanente ha sido reconocido 
de manera reiterada por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.  

79. Al respecto, este Tribunal ha sostenido de forma recurrente que la desaparición de 
personas involucra violaciones múltiples y continuadas de varios derechos reconocidos en la 
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Convención, la CIDFP y en el derecho internacional general, que los Estados están obligados a 
respetar y garantizar. La violación de los derechos afectados como resultado de la desaparición 
forzada puede prolongarse de manera continua o permanente hasta el momento en que se 
establece el destino o paradero de la víctima.  

80. La no interpretación de reservas en relación con violaciones de derechos cometidas por 
medio de hechos de carácter permanente puede traducirse en situaciones de desprotección 
para las víctimas en casos de desaparición forzada. En estos casos la vigencia de la reserva 
podría excluir indebidamente de la esfera de apreciación de la Corte aquellos actos posteriores 
a la aceptación por el Estado de la competencia de la Corte, basándose en el criterio temporal 
del “principio de ejecución del delito”. 

81. La Corte observa que, en su interpretación anterior, el análisis de la reserva realizada por 
el Estado de Chile se había hecho siempre frente a violaciones relativas hechos de ejecución 
instantánea. En el presente caso, tal como ha reconocido Chile, se trata de violaciones de 
derechos perpetradas por medio de hechos de carácter permanente. La excepción preliminar 
bajo examen implicaría la aplicación de la reserva formulada por el Estado chileno a 
violaciones de derechos perpetradas por medio de hechos de carácter permanente y de lesa 
humanidad cuya prohibición ha alcanzado el carácter de ius cogens, como es el caso del delito 
de desaparición forzada-, lo cual es incompatible con la Convención Americana. Los términos 
de la excepción presentada por el Estado contradicen la esencia misma de la desaparición 
forzada, que tiene efectos permanentes en el tiempo y no puede limitarse únicamente al 
momento en que se perpetró la privación de libertad. Además, la limitación de competencia en 
cuestión privaría a las víctimas de la posibilidad de obtener una valoración integral de la 
violación de sus derechos, lo que estaría en contradicción con los principios de effet utile y pro 
persona. 

[...] 

84. Atendiendo al principio de irretroactividad recogido en el artículo 28 de la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, esta Corte, en principio, no puede ejercer 
competencia contenciosa respecto de hechos que hayan tenido lugar con anterioridad al 
reconocimiento de su competencia o, en su caso, a la fecha de entrada en vigor para el Estado 
de los tratados cuya violación se alega. Sin perjuicio de ello, la Corte ha afirmado que, aun 
cuando las alegadas violaciones provengan de hechos previos, puede ser competente en la 
medida en que existan hechos independientes ocurridos dentro de su competencia temporal y 
que configuren violaciones autónomas y específicas.   

85. Este Tribunal ha sostenido que la violación de los derechos afectados como resultado de la 
desaparición forzada puede prolongarse de manera continua o permanente hasta el momento 
en que se establece el destino o paradero de la víctima.  

86. Adicionalmente, este Tribunal también ha encontrado que en el transcurso de un proceso 
de investigación o judicial se pueden producir hechos independientes que podrían configurar 
violaciones específicas y autónomas. En tal virtud, la Corte tiene competencia para examinar y 
pronunciarse sobre posibles violaciones a derechos humanos respecto de un proceso de 
investigación ocurridas con posterioridad a la fecha de reconocimiento de la competencia 
contenciosa del Tribunal, aun cuando el mismo hubiere iniciado antes de dicha fecha.   

87. La Corte nota que, dentro del Informe de Fondo, la Comisión delimitó los hechos de tal 
forma que el objeto del caso consiste, en específico, en resolver si el Estado de Chile observó 
la obligación de sancionar de manera adecuada y proporcional a responsables de crímenes de 
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lesa humanidad y violaciones graves a derechos humanos, en virtud de la aplicación de la 
media prescripción en distintos procesos judiciales en favor de los sentenciados.   

88. Esta Corte considera entonces que, en el presente caso, tiene competencia para analizar 
todos los hechos de naturaleza permanente o continua, los cuales inician con la privación de la 
libertad de la persona y la falta de información sobre su destino y se prolongan mientras no se 
conozca su paradero o se identifiquen con certeza sus restos, por lo cual dicho análisis se 
podrá hacer entonces conforme al articulado de la CIDFP. 

Corte IDH. Caso Valencia Campos y otros Vs. Bolivia. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de octubre de 2022. Serie C No. 469. 

22. El Estado ratificó la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura el 26 
de agosto de 2006 y depositó el instrumento de ratificación el 21 de noviembre de 2006. El 
tratado entró en vigor para Bolivia, en los términos del artículo 22, el 21 de diciembre de 
2006. Con base en lo anterior y en el principio de irretroactividad, codificado en el artículo 28 
de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, la Corte no puede 
ejercer su competencia contenciosa respecto de actos o hechos que hayan tenido lugar con 
anterioridad a la fecha de entrada en vigor, para el Estado, de los tratados cuya violación se 
alega.  

23. Teniendo en cuenta lo anterior, este Tribunal considera que no tiene competencia para 
pronunciarse sobre las alegadas torturas de las que habrían sido objeto las presuntas víctimas 
con fundamento en la CIPST sino como una posible violación del artículo 5 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Además, como lo ha hecho en otros casos, la Corte 
determina que sí tiene competencia temporal para analizar la alegada violación de los artículos 
1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura respecto a la 
supuesta omisión de investigar los hechos con posterioridad al 21 de diciembre de 2006, lo 
que constituye el alegato tanto de la Comisión como de los representantes en el presente caso. 
En atención a todo lo anterior, la Corte desestima la excepción preliminar interpuesta por el 
Estado. 

Corte IDH. Caso Miembros del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA 
(SUTECASA) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 6 de junio de 2024. Serie C No. 526. 

31. Por otra parte, el Estado sostuvo que la Corte no sería competente en razón del tiempo 
para conocer de alegadas violaciones al artículo 8 del Protocolo de San Salvador, debido a que 
dicho instrumento entró en vigencia en Perú luego de ocurridos los hechos del caso. En 
relación con este asunto, se advierte que la Comisión, en su Informe de Fondo, no solicitó a la 
Corte que declarara la violación de dicho instrumento. Asimismo, ninguno de los 
representantes solicitó a la Corte ni en sus escritos de solicitudes y argumentos ni en los 
alegatos finales escritos, que declare la violación del artículo 8 del Protocolo de San Salvador. 
Conforme a lo anterior, la Corte no se pronunciará sobre la excepción preliminar planteada por 
el Estado.   

Corte IDH. Caso Leite de Souza y otros Vs. Brasil. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2024. Serie C No. 531. 

30. La Corte ha reiterado que, en virtud del principio de irretroactividad, consagrado en el 
artículo 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, no puede 
ejercer su competencia contenciosa para aplicar la Convención Americana respecto a hechos 
ocurridos con anterioridad al reconocimiento de su competencia por parte del Estado. No 
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obstante, este Tribunal ha determinado dos supuestos bajo los cuales tal principio de 
irretroactividad no se infringe. El primero de ellos se realiza cuando se está en presencia de 
violaciones de derechos humanos de carácter continuo o permanente. A este respecto, la Corte 
ha sostenido que, aunque el primer acto de ejecución haya tenido lugar antes de la fecha de 
reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte, si dichas violaciones persisten con 
posterioridad al reconocimiento, puesto que se continúan cometiendo, la Corte tiene 
competencia para conocer tales violaciones. El otro supuesto se obtiene cuando, en el 
transcurso de un proceso o investigación judicial, aun cuando el mismo hubiere iniciado antes 
del reconocimiento, se producen hechos independientes ocurridos con posterioridad a la fecha 
de reconocimiento de la competencia del Tribunal. 

Corte IDH. Caso Galetovic Sapunar y otros Vs. Chile. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de octubre de 2024. Serie C No. 538. 

24. Ahora bien, en este caso la Corte constata que los hechos que implicarían presuntas 
violaciones de los artículos 13, 16 y 21 de la Convención Americana, podrían estar 
relacionados con el cierre y confiscación de la radiodifusora “La Voz del Sur”, de modo que se 
trata de presuntas violaciones que no tienen carácter permanente o continuado y que 
ocurrieron entre 1973 y 1975, esto es, antes de la ratificación de la Convención y del 
reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte por parte de Chile, e incluso, antes 
de la entrada en vigencia de la Convención. Por lo anterior, concluye que no es competente 
para pronunciarse sobre las violaciones a los mencionados artículos relacionadas con hechos 
ocurridos antes de 1990 y, en consecuencia, declara procedente la excepción preliminar 
planteada por el Estado. Lo anterior, sin perjuicio del análisis que pueda hacer sobre la 
alegada violación de los artículos 13, 16 y 21 de la Convención, como consecuencia de la 
decisión tomada por la Sala Tercera de la Corte Suprema en enero de 2004, esto es, después 
del reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte por parte del Estado. 

Competencia ratione loci 

Corte IDH. Caso I.V. Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 329. 

21. En lo que respecta a los alegatos de la representante en torno a la posible violación del 
artículo 5.2 de la Convención, el objeto de los mismos es que la Corte se pronuncie sobre si la 
intervención quirúrgica de ligadura de las trompas de Falopio que fue realizada a I.V. en un 
hospital público del Estado Plurinacional de Bolivia constituyó un acto de tortura o, al menos, 
un trato cruel o inhumano. La Corte nota que la representante no ha alegado en el presente 
caso posibles violaciones a la Convención Americana que habrían ocurrido en el Perú, país que 
no ha sido demandado en el marco de este caso. Por lo tanto, la Corte afirma su competencia 
en razón del lugar para conocer del presente caso, dado que el hecho generador de la alegada 
responsabilidad internacional del Estado por la violación de los derechos reconocidos en la 
Convención Americana y otros tratados aplicables, consistente en la intervención quirúrgica de 
ligadura de las trompas de Falopio, ocurrió en Bolivia. Adicionalmente, la Corte nota que 
determinar si tal hecho constituyó un acto de tortura o un trato cruel o inhumano es una 
materia que corresponde ser dilucidada en el fondo del asunto. En virtud de lo expuesto, 
corresponde desestimar la excepción opuesta. 
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II. AGOTAMIENTO DE LOS RECURSOS INTERNOS 

Presupuestos procesales y de fondo de los recursos a ser agotados 

Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. 
Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1. 

63. El artículo 46.1.a) de la Convención remite "a los principios del Derecho Internacional 
generalmente reconocidos". Esos principios no se refieren sólo a la existencia formal de tales 
recursos, sino también a que éstos sean adecuados y efectivos, como resulta de las 
excepciones contempladas en el artículo 46.2. 

64. Que sean adecuados significa que la función de esos recursos, dentro del sistema del 
derecho interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida. En todos los 
ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las 
circunstancias. Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que 
agotarlo. Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no 
puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea 
manifiestamente absurdo o irrazonable. Por ejemplo, un procedimiento de orden civil, 
expresamente mencionado por el Gobierno, como la presunción de muerte por 
desaparecimiento, cuya función es la de que los herederos puedan disponer de los bienes del 
presunto muerto o su cónyuge pueda volver a casarse, no es adecuado para hallar la persona 
ni para lograr su liberación si está detenida. 

[...] 

88. De los principios de derecho internacional generalmente reconocidos resulta, en primer 
lugar, que se trata de una regla cuya invocación puede ser renunciada en forma expresa o 
tácita por el Estado que tiene derecho a invocarla, lo que ya ha sido reconocido por la Corte en 
anterior oportunidad (...). En segundo lugar, que la excepción de no agotamiento de los 
recursos internos, para ser oportuna, debe plantearse en las primeras etapas del 
procedimiento, a falta de lo cual podrá presumirse la renuncia tácita a valerse de la misma por 
parte del Estado interesado. En tercer lugar, que el Estado que alega el no agotamiento tiene a 
su cargo el señalamiento de los recursos internos que deben agotarse y de su efectividad.  

Corte IDH. Caso Castillo Páez Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 30 de 
enero de 1996. Serie C No. 24. 

40. La Corte estima necesario destacar que, en relación con la materia, ha establecido criterios 
que deben tomarse en consideración en este caso. En efecto, de los principios de derecho 
internacional generalmente reconocidos, a los cuales se refiere la regla del agotamiento de los 
recursos internos resulta, en primer lugar, que la invocación de esa regla puede ser renunciada 
en forma expresa o tácita por el Estado demandado, lo que ya ha sido reconocido por la Corte 
en anterior oportunidad (v. Asunto Viviana Gallardo y otras, [decisión de 13 de noviembre de 
1981], No. G 101/81. Serie A, párr. 26). En segundo término, que la excepción de no 
agotamiento de los recursos internos, para ser oportuna, debe plantearse en las primeras 
etapas del procedimiento, a falta de lo cual se presume la renuncia tácita a valerse de la 
misma por parte del Estado interesado. En tercer lugar, que el Estado que alega el no 
agotamiento tiene a su cargo el señalamiento de los recursos internos que deben agotarse y la 
prueba de su efectividad (...). 
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41. La Corte considera, asimismo, de acuerdo con los criterios citados anteriormente, que el 
Gobierno estaba obligado a invocar de manera expresa y oportuna la regla de no agotamiento 
de los recursos internos para oponerse válidamente a la admisibilidad de la denuncia ante la 
Comisión Interamericana, presentada el 16 de noviembre de 1990, sobre la desaparición del 
señor Ernesto Rafael Castillo Páez. 

42. Si bien es verdad, que en los escritos presentados por el Gobierno ante la Comisión 
durante la tramitación del asunto se señalaron, entre otros datos, el desarrollo de los procesos 
de hábeas corpus y el de naturaleza penal relacionados con la desaparición del señor Ernesto 
Rafael Castillo Páez, sin embargo, éste no opuso de manera clara en las primeras etapas del 
procedimiento ante la Comisión la excepción de no agotamiento de los recursos internos, pues 
sólo fue invocado de manera expresa tal hecho, en el informe preparado por el equipo de 
trabajo presentado por el Gobierno ante la Comisión el 3 de enero de 1995, en respuesta al 
Informe 19/94 aprobado por la misma Comisión el 26 de septiembre de 1994, que sirvió de 
apoyo a la demanda ante esta Corte. 

43. De lo anterior se concluye que, al haber alegado el Gobierno extemporáneamente el no 
agotamiento de los recursos internos requerido por el artículo 46.1.a) de la Convención para 
evitar que fuere admitida la denuncia en favor del señor Ernesto Rafael Castillo Páez, se 
entiende que renunció tácitamente a invocar dicha regla. 

44. En la audiencia pública sobre excepciones preliminares celebrada por esta Corte el 23 de 
septiembre de 1995, al contestar una pregunta formulada por el Juez Antônio A. Cançado 
Trindade, el agente de Perú dejó claro que solamente en una etapa posterior del proceso ante 
la Comisión, se indicó de manera expresa la cuestión del agotamiento de los recursos internos. 
En efecto, en los escritos anteriores (inclusive el de 3 de octubre de 1991) presentados ante la 
Comisión, sólo se había hecho alusión al desarrollo de los procesos mencionados, lo que en 
concepto de esta Corte es insuficiente para tener por interpuesta la excepción respectiva, ya 
que, como se ha dicho, puede ser renunciada expresa o tácitamente por el Gobierno en favor 
del cual existe; y habiendo sido renunciada tácitamente la excepción por el Gobierno, la 
Comisión no podía posteriormente tomarla en consideración de oficio. 

45. Por las razones anteriores debe ser desestimada la primera de las excepciones opuestas. 
Por lo que respecta a la segunda, también debe desecharse por las mismas consideraciones, 
ya que ambas se formulan, como antes se dijo (...), con idéntica motivación.  

Corte IDH. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246.  

27. En el presente caso, en primer lugar, el recurso extraordinario de constitucionalidad es -
como su nombre lo indica- de carácter extraordinario, y tiene por objeto el cuestionamiento de 
una norma y no la revisión de un fallo. En este sentido, tanto la Comisión como los 
representantes alegaron que conforme al derecho interno vigente en Argentina, el recurso 
extraordinario que el Estado planteó como idóneo, es de carácter “discrecional”, “excepcional” 
y “no está sujeto a un plazo” tanto en relación con su aceptación como su duración. Al 
respecto, el Tribunal considera que dicho recurso no habría sido efectivo para subsanar la 
alegada demora en el proceso civil que buscaba una indemnización para Sebastián Furlan, 
aspecto que constituye el eje central de los problemas jurídicos en el presente caso. En efecto, 
el mencionado recurso se habría limitado a poner en tela de juicio la constitucionalidad de la 
norma que regulaba la forma mediante la cual fue efectuado el pago de la indemnización. Por 
ende, en las circunstancias específicas del presente caso, este Tribunal considera que la 
función de dicho recurso en el ordenamiento jurídico interno no era idónea para proteger la 
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situación jurídica infringida y, en consecuencia, no puede ser considerado como un recurso 
interno que debió ser agotado. 

28. Por otra parte, la Corte constata que durante el trámite de admisibilidad ante la Comisión, 
el Estado sostuvo que si la presunta víctima “consideraba que la sentencia era arbitraria y por 
esa razón constituía agravio federal suficiente” tendría que haber interpuesto el “[r]ecurso 
[e]xtraordinario de apelación ante la Corte Suprema”. De tal forma, el Estado consideró que la 
presunta víctima “opt[ó] por consentir el pronunciamiento de la Cámara”, por lo que “sólo le 
cabía iniciar la ejecución de sentencia y obtener la aprobación de la liquidación” recibida como 
reparación. 

29. Con base en lo anterior, la Corte observa que los argumentos que dan contenido a la 
excepción preliminar interpuesta por el Estado ante la Comisión durante la etapa de 
admisibilidad, no corresponden a aquellos esgrimidos ante la Corte. En efecto, los alegatos 
presentados ante la Comisión relativos al no agotamiento de los recursos internos versaron 
sobre la presunta falta de interposición del recurso extraordinario, con el objetivo de subsanar 
una posible arbitrariedad en la sentencia de segunda instancia de la cual Sebastián Furlan fue 
beneficiario y que estableció el monto de reparación, es decir que el objetivo al interponer 
dicho recurso habría sido el de modificar el monto que se otorgó por concepto de 
indemnización. Por su parte, los alegatos esgrimidos por Argentina ante este Tribunal se 
refieren al no agotamiento de este recurso judicial, pero esta vez con el fin de solicitar la 
declaración de inconstitucionalidad de la Ley 23.982 en el caso concreto, por lo que la finalidad 
era el cuestionamiento de una norma que regulaba la forma de pago de la indemnización 
otorgada. Dado que el Estado modificó la argumentación sobre la finalidad y objeto del recurso 
que presuntamente se debía agotar previamente, el Tribunal considera que los alegatos 
presentados en la contestación de la demanda no fueron opuestos en el momento procesal 
oportuno ante la Comisión, de tal manera que no se cumple con uno de los presupuestos 
formales que exige la excepción preliminar de previo agotamiento de los recursos de la 
jurisdicción interna. Ello hace innecesario el análisis de los demás presupuestos formales y 
materiales. 

Corte IDH. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, 
Fondo y Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012. Serie C No. 259. 

38. En atención a todo lo anterior, la Corte coincide con el Estado en que el proceso 
contencioso administrativo puede ser relevante en la calificación y definición de determinados 
aspectos o alcances de la responsabilidad estatal, así como en la satisfacción de ciertas 
pretensiones en el marco de una reparación integral. Por ello, lo decidido a nivel interno en esa 
jurisdicción puede ser tomado en cuenta al momento de valorar las solicitudes de reparaciones 
en un caso ante el Sistema Interamericano, pues las víctimas o sus familiares deben tener 
amplias oportunidades en la búsqueda de una justa compensación. Sin embargo, la vía 
contencioso-administrativa será relevante en casos en que haya sido efectivamente intentada 
por personas afectadas por violaciones a sus derechos o por sus familiares. Es decir, no es un 
recurso que necesariamente deba ser siempre agotado, por lo que no inhibe la competencia de 
la Corte para conocer del presente caso. Sin perjuicio de ello, la Corte tomará en cuenta, en lo 
pertinente, los alcances y resultados de esa vía judicial en la determinación completa y 
adecuada de la responsabilidad estatal, así como en lo que corresponde a la fijación de una 
reparación integral a favor de las presuntas víctimas. Tales apreciaciones y valoraciones deben 
realizarse en atención a las circunstancias de cada caso específico, según la naturaleza del 
derecho que se alega violado y de las pretensiones de quien lo ha incoado. Sin embargo, este 
análisis puede corresponder, consecuentemente, al fondo del asunto o, en su caso, a la fase de 
reparaciones.  
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Corte IDH. Caso Mémoli Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2013. Serie C No. 265. 

49. Al tratarse de un hecho superviniente, no era posible para el Estado alegar la falta de 
agotamiento de recursos internos durante la etapa de admisibilidad del procedimiento ante la 
Comisión. No obstante, es la Comisión la encargada de velar por el cumplimiento de los 
requisitos de admisibilidad dispuestos por la Convención, aún cuando, en aquellos asuntos 
sometidos a su conocimiento, la Corte pueda revisar las actuaciones de la Comisión en 
circunstancias excepcionales (...). 

50. Este Tribunal considera que el Estado ha debido presentar los argumentos de admisibilidad 
sobre estos hechos nuevos en la primera oportunidad posible ante la Comisión. Al respecto, la 
Corte advierte que desde la modificación de la ley y la interposición del recurso de 
inconstitucionalidad hasta que se emitió el Informe de Fondo transcurrieron más de diez 
meses. Dentro de dicho tiempo, el 1 de febrero de 2010 las presuntas víctimas informaron a la 
Comisión de la referida modificación legal, solicitando que les fuera aplicada. Sin embargo, en 
el expediente ante la Comisión no consta que el Estado informara a la Comisión sobre estos 
hechos nuevos ni presentara algún tipo de alegato sobre la existencia de nuevos recursos 
disponibles a las víctimas como consecuencia de ello, sino hasta después de emitido el Informe 
de Fondo. Este Tribunal resalta que durante este tiempo, la Comisión concedió al Estado al 
menos una oportunidad para que presentara observaciones sobre la referida modificación 
legislativa, sin que el Estado presentara la información que ahora presenta ante esta Corte. 

51. En vista de lo anterior, este Tribunal considera que la alegada falta de agotamiento de 
recursos internos sobre los hechos supervinientes derivados de la modificación legislativa 
realizada en 2009 no fue interpuesta en el momento procesal oportuno ante la Comisión, por 
lo cual su presentación ante este Tribunal es extemporánea. Por consiguiente, la Corte 
desestima la excepción preliminar de falta de agotamiento de recursos internos planteada por 
Argentina. 

Caso Brewer Carías Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de 
mayo de 2014. Serie C No. 278 

77. Esta Corte ha sostenido de manera consistente que una objeción al ejercicio de la 
jurisdicción de la Corte basada en la supuesta falta de agotamiento de los recursos internos 
debe ser presentada en el momento procesal oportuno, esto es, durante la admisibilidad del 
procedimiento ante la Comisión. Por tanto, el Estado debía, en primer lugar, precisar 
claramente ante la Comisión, durante la etapa de admisibilidad del presente caso, los recursos 
que, en su criterio, aún no se habían agotado. Por otra parte, los argumentos que dan 
contenido a la excepción preliminar interpuesta por el Estado ante la Comisión durante la 
etapa de admisibilidad deben corresponder a aquellos esgrimidos ante la Corte. 

78. Al respecto, la Corte constata que el Estado, en su escrito de contestación de la petición 
del 25 de agosto de 2009 en el proceso ante la Comisión, señaló que “[l]os peticionarios 
recono[cía]n que no hab[ían] agotado los recursos internos [y que] era evidente que [esa] 
petición [era] inadmisible”. 

79. El Estado alegó en el escrito anteriormente mencionado que los argumentos respecto a 
que el señor Brewer Carías no fuera “ni por asomo, el redactor del decreto del 12 de abril” o el 
alegato sobre la “infundada imputación formulada contra el [señor] Brewer Carias, mediante 
escrito de fecha 27 de enero de 2005”, presuponen que la Comisión decidiera si la imputación 
es infundada o no, cuando esto es competencia de los tribunales venezolanos. El Estado 
argumentó que los argumentos de hecho y derecho presentados por los peticionarios deben 
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ser resueltos por los tribunales de los República Bolivariana de Venezuela y que a tal fin, el 
señor Brewer Carías debe ponerse a derecho ante los tribunales venezolanos. 

80. Asimismo, el Estado en dicho escrito arguyó que los peticionarios no habían agotado los 
recursos de la jurisdicción interna en vista de que el proceso penal seguido contra el señor 
Brewer Carías se encontraba en etapa intermedia por causa de que éste había salido de 
Venezuela y que no existía el juicio en ausencia. En dicha oportunidad argumentó que, en 
consecuencia, el proceso no había llegado a etapa de juicio, que “no se ha[bía] producido la 
audiencia oral y pública, no [se] ha[bía] iniciado la admisión de pruebas, [y] no se ha[bía 
emitido una] sentencia de primera instancia [que posibilitara la presentación de u]n recurso de 
apelación de autos, de un recurso de apelación de sentencia definitiva, de revocación, 
casación, revisión en materia penal, de amparo; y [finalmente una] revisión constitucional por 
parte de la Sala Constitucional de la República de Venezuela”. 

81. En consecuencia, la Corte considera que el Estado presentó la excepción preliminar de falta 
de agotamiento de recursos internos en el momento procesal oportuno en el proceso ante la 
Comisión, basándose en el argumento de que la falta de agotamiento de recursos se constituía 
debido al hecho de que el proceso penal contra el señor Brewer Carías todavía no había 
terminado, y que existían etapas en las que se podían discutir sobre las irregularidades 
alegadas y se disponía de recursos específicos que podían ser presentados en el marco del 
proceso penal. 

82. La Comisión concentró el análisis de su informe de admisibilidad en la determinación de si 
procedían las excepciones al agotamiento previo de los recursos internos. Sin embargo, los 
representantes señalaron que se habían agotado recursos adecuados para cumplir con el 
requisito del artículo 46.1, razón por la cual la Corte entra a pronunciarse sobre este alegato. 

[...] 

96. Tomando en consideración lo anterior, en el presente caso, como se denota del recuento 
de las fases del procedimiento penal aplicable (...), el proceso en contra del señor Brewer 
Carías se encuentra todavía en la fase intermedia, por cuanto la audiencia preliminar no se ha 
llevado a cabo y no se ha dado, entonces, inicio al juicio oral, por lo que el Tribunal constata 
que el proceso penal se encuentra en una etapa temprana. Lo anterior conlleva que no es 
posible analizar el impacto negativo que una decisión pueda tener si ocurre en etapas 
tempranas, cuando estas decisiones pueden ser subsanadas o corregidas por medio de los 
recursos o acciones que se estipulen en el ordenamiento interno. 

97. Debido a la etapa temprana en que se encuentra el proceso, fueron interpuestas por la 
defensa del señor Brewer Carías las diversas solicitudes de nulidad y de otro tipo mencionadas 
anteriormente (...). Sin embargo, no se interpusieron los recursos que el Estado señaló como 
adecuados, a saber el recurso de apelación establecido en los artículos 451 a 158 del 
COPP124, el recurso de casación señalado en los artículos 459 a 469 del COPP125, y el recurso 
de revisión indicado en los artículos 470 a 477 del COPP126. En efecto, el Estado alegó sobre 
este punto la existencia de “[l]os recursos correspondientes a la fase intermedia establecida en 
el código orgánico procesal penal; asimismo, el agotamiento de la fase de juicio, de ser el 
caso, así como [la existencia de] recursos efectivos, [como] el de Apelación de Autos, de 
Sentencias Definitivas, de Reconsideración, de Casación, [y] de Revisión”. 

98. Cuando un específico procedimiento cuenta con etapas en las que se puede llegar a 
corregir o subsanar cierto tipo de irregularidades, los Estados deben poder disponer de dichas 
etapas procesales para remediar las alegadas irregularidades en el ámbito interno, sin 
perjuicio del análisis que pueda corresponder a las excepciones al previo agotamiento de los 
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recursos internos establecidas en el artículo 46.2 de la Convención. Precisamente al finalizar 
una etapa intermedia o durante el juicio puede llegar a declararse la existencia de dichas 
irregularidades y proceder a la anulación de todo lo actuado o la recomposición del proceso en 
lo pertinente. Lo anterior cobra mayor relevancia en el presente caso si se tiene en cuenta que 
las solicitudes de nulidad involucraban algunos de los alegatos que fueron presentados ante 
este Tribunal respecto a la presunta violación a la independencia e imparcialidad judicial, 
derecho a la defensa, controversias en torno a pruebas que habrían sido rechazadas, 
posibilidades de contrainterrogar o estar presentes en ciertas declaraciones o modificaciones 
en las acusaciones, entre otras garantías judiciales. 

99. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte considera no son de recibo los argumentos de los 
representantes en el sentido que dichos escritos fueran adecuados y suficientes para dar por 
satisfecho el requisito establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana. Por otra 
parte, en el marco específico de las controversias sobre admisibilidad en el presente caso y 
debido a la etapa en que se encuentra el proceso, no es posible determinar la eficacia de los 
recursos indicados por el Estado porque hasta ahora no han operado. Dado que la Comisión 
concentró su análisis de admisibilidad en las excepciones al agotamiento de recursos internos, 
a continuación se analiza si proceden dichas excepciones en el presente caso. 

Corte IDH. Caso Duque Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 26 de febrero de 2016. Serie C No. 310. 

23. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que para determinar la 
admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la Comisión Interamericana, de 
conformidad con los artículos 44 o 45 de la Convención, es necesario que se hayan interpuesto 
y agotado los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho 
Internacional generalmente reconocidos. En este sentido, la Corte ha sostenido que una 
objeción al ejercicio de su jurisdicción basada en la supuesta falta de agotamiento de los 
recursos internos debe ser presentada en el momento procesal oportuno, esto es, durante el 
procedimiento de admisibilidad ante la Comisión. Al alegar la falta de agotamiento de los 
recursos internos corresponde al Estado especificar los recursos internos que aún no se han 
agotado, y demostrar que estos recursos se encontraban disponibles y eran adecuados, 
idóneos y efectivos. 

[...] 

41. Sobre el particular, el Tribunal reitera que no es tarea de la Corte, ni de la Comisión, 
identificar ex officio cuáles son los recursos internos pendientes de agotamiento, de modo tal 
que no compete a los órganos internacionales subsanar la falta de precisión de los alegatos del 
Estado. En consecuencia, los desarrollos de la jurisprudencia a nivel interno y sus eventuales 
consecuencias en la normatividad interna colombiana únicamente podrían haber sido tomados 
en cuenta por la Comisión en la medida que las partes le hubiesen brindado esa información 
en el marco del proceso. Tampoco consta que la Comisión hubiese tenido noticia de esos 
desarrollos jurisprudenciales en el marco de procedimientos en otros casos o en el desarrollo 
de sus funciones de promoción de los derechos humanos. 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311. 

21. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que para determinar la 
admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la Comisión Interamericana, de 
conformidad con los artículos 44 o 45 de la Convención, es necesario que se hayan interpuesto 
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y agotado los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho 
Internacional generalmente reconocidos. 

22. Por tanto, [durante la etapa de admisibilidad] el Estado debe precisar claramente los 
recursos que, a su criterio, aún no han sido agotados ante la necesidad de salvaguardar el 
principio de igualdad procesal entre las partes que debe regir todo el procedimiento ante el 
Sistema Interamericano. Como la Corte ha establecido de manera reiterada, no es tarea de 
este Tribunal, ni de la Comisión, identificar ex officio cuáles son los recursos internos 
pendientes de agotamiento, en razón de que no compete a los órganos internacionales 
subsanar la falta de precisión de los alegatos del Estado. Asimismo, los argumentos que dan 
contenido a la excepción preliminar interpuesta por el Estado ante la Comisión durante la 
etapa de admisibilidad deben corresponder a aquellos esgrimidos ante la Corte. 

25. La Corte nota que en el presente caso la excepción preliminar planteada fue interpuesta 
por el Estado durante la etapa de admisibilidad ante la Comisión. No obstante lo anterior, los 
argumentos relativos a la vía ordinaria laboral resultan extemporáneos toda vez que fueron 
presentados por primera vez ante la Corte. Respecto a los recursos señalados en el 
procedimiento ante la Comisión, la Corte observa que el alegato del Estado sobre la 
determinación del recurso idóneo que debió agotar la señora Maldonado, ha variado a lo largo 
del trámite ante el sistema interamericano, y han sido señaladas diversas vías como las 
adecuadas para el reclamo de la señora Maldonado sin que resulte por lo tanto claro cuáles 
eran los recursos que debía agotar la presunta víctima en la jurisdicción interna. En 
consecuencia, la Corte desestima la excepción de falta de agotamiento de recursos internos. 

Corte IDH. Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2016. Serie C No. 314. 

20. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para determinar la 
admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la Comisión Interamericana, de 
conformidad con los artículos 44 o 45 de la Convención, es necesario que se hayan interpuesto 
y agotado los recursos de la jurisdicción interna, según los principios del Derecho Internacional 
generalmente reconocidos. La Corte recuerda que la regla del previo agotamiento de los 
recursos internos está concebida en interés del Estado, pues busca dispensarlo de responder 
ante un órgano internacional por actos que se le imputen, antes de haber tenido la ocasión de 
remediarlos con sus propios medios. Lo anterior significa que no sólo deben existir 
formalmente esos recursos, sino que también deben ser adecuados y efectivos, como resulta 
de las excepciones contempladas en el artículo 46.2 de la Convención. 

21. Asimismo, esta Corte ha sostenido de manera consistente que una objeción al ejercicio de 
la jurisdicción de la Corte basada en la supuesta falta de agotamiento de los recursos internos 
debe ser presentada en el momento procesal oportuno, esto es, durante el procedimiento de 
admisibilidad ante la Comisión, luego de lo cual opera el principio de preclusión procesal. Al 
alegar la falta de agotamiento de los recursos internos, corresponde al Estado especificar los 
recursos que aún no se han agotado, y demostrar que éstos se encontraban disponibles y eran 
adecuados, idóneos y efectivos. Al respecto, el Tribunal reitera que no es tarea de la Corte, ni 
de la Comisión, identificar ex officio cuáles son los recursos internos pendientes de 
agotamiento, de modo tal que no compete a los órganos internacionales subsanar la falta de 
precisión de los alegatos del Estado. De lo anterior se desprende que la invocación por el 
Estado de la existencia de un recurso no agotado debe no sólo ser oportuna, sino también 
clara, identificando el recurso en cuestión y también cómo el mismo, en el caso, sería 
adecuado y efectivo para proteger a las personas en la situación que se hubiere denunciado.  
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Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333. 

76. La Corte ha desarrollado pautas claras para analizar una excepción basada en un presunto 
incumplimiento del requisito de agotamiento de los recursos internos. Primero, la Corte ha 
interpretado la excepción como una defensa disponible para el Estado, y como tal, puede 
renunciar a ella, ya sea expresa o tácitamente. Segundo, esta excepción debe presentarse 
oportunamente con el propósito de que el Estado pueda ejercer su derecho a la defensa. 
Tercero, la Corte ha afirmado que el Estado que presenta esta excepción debe especificar los 
recursos internos que aún no se han agotado y demostrar que estos recursos son aplicables y 
efectivos.  

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350. 

22. Asimismo, la Corte ha sostenido en su jurisprudencia constante que una objeción al 
ejercicio de su jurisdicción basada en la supuesta falta de agotamiento de los recursos internos 
debe ser presentada en el momento procesal oportuno, esto es, durante el procedimiento de 
admisibilidad ante la Comisión. Luego de ese momento, se entiende que opera el principio de 
preclusión procesal. 

23. Por lo tanto, durante la etapa de admisibilidad del caso ante la Comisión, el Estado debe 
precisar claramente los recursos que, según su criterio, aún no han sido agotados ante la 
necesidad de salvaguardar el principio de igualdad procesal entre las partes que debe regir 
todo el procedimiento ante el sistema interamericano. Como la Corte ha establecido de manera 
reiterada, no es tarea de este Tribunal, ni de la Comisión, identificar ex officio cuáles son los 
recursos internos pendientes de agotamiento, en razón de que no compete a los órganos 
internacionales subsanar la falta de precisión de los alegatos del Estado. 

Corte IDH. Caso Herzog y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de marzo de 2018. Serie C No. 353. 

71. En el presente caso, la Corte constata que el presunto agravio que motiva la presentación 
de la petición inicial es la impunidad en la que se encuentra la muerte y tortura de Vladimir 
Herzog. Con base en lo anteriormente descrito, es la opinión de esta Corte que los 
peticionarios tenían una expectativa razonable de que el Estado remediara esta situación de 
impunidad a partir del retorno de la democracia, y sobre todo, a partir de que la Comisión 
creada por la Ley No. 9.140/1995 rindiese su informe final. Por estos motivos, el Tribunal 
considera que las circunstancias específicas del presente caso, en particular la incidencia de la 
Ley de Amnistía en la posibilidad de investigar y juzgar la muerte del señor Herzog, la emisión 
del informe de la CEMDP en 2007 y las acciones iniciadas por el Ministerio Público Federal son, 
en su conjunto, actuaciones que pudieron haber contribuido al cese de la impunidad y por lo 
tanto son hechos relevantes que permiten determinar que la presentación de la petición inicial 
ocurrió dentro de un plazo razonable. Por tanto, la petición era admisible y por ello, la Corte 
resuelve desestimar la excepción preliminar presentada por el Estado. 

Corte IDH. Caso Rico Vs. Argentina. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 2 de 
septiembre de 2019. Serie C No. 383. 

20. Por otra parte, este Tribunal constata, tal como lo hicieron notar la SCJBA y la CSJN, que el 
señor Rico, no impugnó la constitucionalidad de la pena de inhabilitación que le fue impuesta y 
que se encuentra prevista en la Ley 8085 (...) cuando interpuso el REF, únicamente lo hizo 
cuando incoó el Recurso Extraordinario de Nulidad (...). El recurso de nulidad que presentó en 
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esa oportunidad se relacionó con la imposibilidad de recurrir el fallo y no con la pena accesoria 
que le fue impuesta. En esa medida, tanto la SCJBA como la CSJN indicaron que el REF 
resultaba improcedente en cuanto a la inconstitucionalidad que había sido alegada en ese 
segundo recurso, debido a que este alegato fue presentado de forma extemporánea (...). Por 
lo tanto, esta Corte encuentra que el alegato relacionado con la falta de agotamiento de los 
recursos internos, resulta admisible en este punto, puesto que el Estado nunca contó con la 
posibilidad de remediar efectivamente las violaciones alegadas sobre la irrecurribilidad del fallo 
o sobre la pena accesoria que fue impuesta al señor Rico. Por todo lo anterior, el Tribunal 
declara procedente la excepción preliminar presentada por el Estado en lo relativo al recurso 
de nulidad relacionado con la alegada inconstitucionalidad de la Ley 8085. 

Corte IDH. Caso Perrone y Preckel Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 2019. Serie C No. 384. 

37. La Corte constata que las presuntas víctimas, en los diferentes procesos realizados, 
solicitaron los salarios y demás beneficios no pagados durante su detención, y que la base de 
su reclamo era la normativa interna que contemplaba el pago de haberes salariales de 
trabajadores que no hubieran podido cumplir con su trabajo por una causal de “fuerza mayor”, 
y si bien relacionaron los hechos relativos a la detención y al exilio (en el caso del señor 
Preckel) como la causal de fuerza mayor que les impidió cumplir con su labor, dichos hechos 
no fueron el objeto de la reclamación presentada a nivel interno. 

38. Sobre las razones por las cuáles acudieron a esta vía para tramitar su reclamo el 
representante señaló que al momento de presentar la acción judicial, las presuntas víctimas se 
encontraban ante un panorama jurídico incierto, pues estaba “generalizado el criterio” de que 
estaba prescrito el reclamo de las violaciones a los derechos humanos ocurridas durante la 
dictadura por medio de la acción de daños y perjuicios. Por esta razón requirieron el pago de 
los haberes salariales y beneficios económicos dejados de percibir mediante reclamaciones 
administrativas y posteriormente acciones judiciales ante lo contencioso administrativo. Vía 
que ninguna de las autoridades judiciales que conoció de las demandas presentadas declaró 
manifiestamente improcedente, pues todas las decisiones adoptadas se basaron en 
argumentos de fondo, relacionados con la supuesta inaplicabilidad de la causal de fuerza 
mayor alegada por los accionantes. 

39. En tal sentido la Corte encuentra que las vías administrativa y contencioso administrativo 
agotadas por las presuntas víctimas para reclamar a la Dirección General Impositiva el pago de 
los haberes salariales no percibidos no eran manifiestamente improcedentes, como lo 
corroboran los trece años y catorce días que duró el trámite de la reclamación de la señora 
Perrone y los diez años y once meses en el caso del señor Preckel. Al igual que las decisiones 
favorables que fueron adoptadas tanto en sede administrativa como en sede judicial en el caso 
de la señora Perrone, particularmente por la Dirección de Asuntos Técnicos y Jurídicos de dicha 
entidad y el fallo de segunda instancia emitido por la Sala IV de la Cámara de Apelaciones de 
septiembre de 1993, aunque finalmente fueran desestimadas en sede judicial (...). 

40. Por lo tanto el argumento del Estado, en relación a que la única vía judicial idónea para 
agotar en debida forma los recursos internos era la acción de daños y perjuicios, no guarda 
consonancia con lo ocurrido en el presente caso, en el cual las autoridades judiciales y 
administrativas conocieron, tramitaron y decidieron el fondo de las solicitudes, demandas y 
recursos interpuestos por las presuntas víctimas a lo largo de trece años y catorce días en el 
caso de la señora Perrone y diez años y once meses en el caso del señor Preckel, sin rechazar 
las acciones y recursos incoados por su manifiesta improcedencia. 
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41. Adicionalmente, la Corte ha señalado que de existir mecanismos nacionales para 
determinar formas de reparación [que satisfagan] criterios de objetividad, razonabilidad y 
efectividad para reparar adecuadamente las violaciones de derechos reconocidos en la 
Convención, tales procedimientos y sus resultados pueden ser valorados. De tal modo, las 
acciones civiles de reparación de daños intentados por las víctimas a nivel interno pueden ser 
relevantes tanto en la calificación y definición de determinados aspectos o alcances de la 
responsabilidad estatal, como en la satisfacción de ciertas pretensiones en el marco de una 
reparación integral. Por ello, lo decidido a nivel interno en esos procesos ha sido tomado en 
cuenta al momento de valorar las solicitudes de reparaciones en un caso ante el Sistema 
Interamericano. Sin embargo, tal valoración se ha realizado en atención a las circunstancias de 
cada caso específico, según la naturaleza del derecho que se alega violado y de las 
pretensiones de quien lo ha incoado. Tal análisis puede corresponder, consecuentemente, al 
fondo del asunto o, en su caso, a la fase de reparaciones. Por ende, en este caso no 
corresponde efectuar una valoración sobre la idoneidad y efectividad del referido juicio civil de 
daños y perjuicios para establecer la responsabilidad estatal por los hechos del presente caso, 
pues no era inminentemente necesario que las presuntas víctimas lo agotaran, máxime que el 
Estado no probó la procedencia de dicha vía frente a este tipo de casos. 

42. En vista de lo anterior, la Corte desestima la excepción preliminar formulada por el Estado. 

Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2020. Serie C No. 402. 

26. En el presente caso la presunta víctima denunció los hechos, dando así inicio a la 
investigación penal de los mismos. Asimismo, la Corte advierte que las representantes y la 
Comisión alegaron diversas violaciones a la debida diligencia en la investigación realizada en el 
presente caso que desembocó en el archivo por sobreseimiento y habría traido como 
consecuencia la inefectividad de los recursos. Examinar estos argumentos implica una 
evaluación sobre las actuaciones del Estado en relación con sus obligaciones de garantizar los 
derechos reconocidos en la Convención Americana cuya violación se alega, lo cual es un 
asunto que se encuentra íntimamente relacionado con el fondo de la controversia. Tomando en 
cuenta que la presunta víctima denunció los hechos, lo cual dio inicio a la obligación Estatal de 
investigarlos de oficio, así como las alegadas violaciones al debido proceso, el Tribunal estima 
que la alegada falta de agotamiento de los recursos internos está inescindiblemente ligada al 
examen de la debida diligencia en la investigación penal y, por lo tanto, se trata de una 
cuestión que debe ser examinada en el fondo de la controversia. En consecuencia, se 
desestima la presente excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso Spoltore Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de junio de 2020. Serie C No. 404. 

35. El Estado refirió dos decisiones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y una decisión 
del Juez de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo no 1 del Departamento Judicial 
de La Plata donde se tramitaron acciones por daños y perjuicios respecto a demoras judiciales 
en procesos no laborales. Sin embargo, el Estado no aportó copia de dichas decisiones. Al 
respecto, la Corte aclara que el Estado tiene la carga de la prueba de demostrar la 
disponibilidad, idoneidad y efectividad práctica del recurso que alega debió agotarse. Además, 
Argentina reconoció que el recurso de daños y perjuicios no ha sido utilizado en casos de 
demoras judiciales excesivas en procesos laborales. Por tanto, este Tribunal considera que era 
una carga excesiva para la presunta víctima exigirle que agotara un recurso que no había sido 
utilizado en la práctica para los fines que el Estado alega que tendría. En consecuencia, se 
desestima la presente excepción preliminar. 
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Corte IDH. Caso Martínez Esquivia Vs. Colombia. Excepciones preliminares, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 6 de octubre de 2020. Serie C No. 412. 

26. Este Tribunal considera que la argumentación del Estado, en la etapa de admisibilidad ante 
la Comisión, sobre el agotamiento de los recursos internos fue confusa y contradictoria. En el 
primer escrito presentado en la etapa de admisibilidad, justificó esta excepción únicamente 
alegando que se encontraba pendiente de resolución el recurso laboral de fuero sindical. Sin 
embargo, en ese mismo escrito y en escritos posteriores, con el fin de justificar la segunda 
excepción preliminar presentada ante el sistema sobre la “cuarta instancia”, insistió en que la 
peticionaria contó e hizo uso de todos y cada uno de los recursos de derecho interno 
disponibles para subsanar las presuntas violaciones a sus derechos. De esta forma, en el 
último escrito presentado en la etapa de admisibilidad, de fecha 13 de noviembre de 2010, en 
el petitorio, el Estado únicamente solicitó que se declarara la petición inadmisible en 
concordancia con lo señalado en el literal b) del artículo 47 de la Convención Americana, sin 
hacer referencia al artículo 46 de la Convención y a la falta de agotamiento de los recursos 
internos. 

Corte IDH. Caso Olivera Fuentes Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de febrero de 2023. Serie C No. 484. 

25. Sentado lo anterior, la Corte advierte que, sin perjuicio de que la vía constitucional podría 
haber sido, también, una vía idónea para remediar las alegadas violaciones sufridas por el 
señor Olivera, la presunta víctima hizo uso de las vías administrativas y judiciales para atender 
su reclamo relacionado con el trato desigual que habría recibido por parte de una empresa 
debido a su orientación sexual, hasta finalizar con la declaración de improcedencia del recurso 
de casación presentado ante la Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia. El Tribunal recuerda que no es necesario el agotamiento de la vía interna 
respecto de todos o cualquiera de los recursos disponibles sino que, de acuerdo con la 
jurisprudencia de este Tribunal, “los recursos que deben ser agotados son aquellos que 
resultan adecuados en la situación particular de la violación de derechos humanos alegada”, tal 
y como sucedió en el presente caso.  

26. La Corte constata, además, que la violación al derecho a no ser discriminado está en 
estrecha conexión con los demás derechos invocados (la honra y dignidad, la libertad personal 
y la libertad de expresión), no siendo razonable exigir un agotamiento de recursos internos de 
manera separada y autónoma frente a cada uno de los efectos derivados de una violación 
principal. La vía utilizada por el señor Olivera fue, por tanto, idónea para proteger la alegada 
situación jurídica infringida. En virtud de lo anterior, se desestima la presente excepción 
preliminar. 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de San Juan y sus miembros Vs. Honduras. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de agosto 
de 2023. Serie C No. 496. 

26. En cuanto al proceso judicial seguido contra el Presidente del Patronato de la Comunidad 
Garífuna de San Juan, Marvin Alexander Guití, la Corte advierte que esa excepción preliminar 
se refiere a un hecho acaecido en el año 2018, con posterioridad a la emisión del Informe de 
Admisibilidad en el año 2014 y se encuentra relacionada con los alegados actos de 
ensañamiento por parte de las autoridades judiciales contra la Comunidad Garífuna de San 
Juan. En ese sentido, esta excepción no pudo ser planteada durante el trámite de admisibilidad 
ante la Comisión, puesto que se trata de un hecho posterior a 2014. Sin embargo, el Tribunal 
observa que -10- el Estado presentó por primera vez esa excepción en el trámite ante la 
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Comisión, el 18 de junio de 2019, antes que se emitiera el Informe de Fondo en el presente 
caso, es decir, en la primera oportunidad procesal que se le presentó. De acuerdo con lo 
expuesto, el Tribunal concluye que el Estado interpuso en tiempo y forma la excepción 
preliminar sobre falta de agotamiento de los recursos internos.   

27. Sobre el proceso judicial seguido contra el Presidente del Patronato de la Comunidad 
Garífuna de San Juan, Marvin Alexander Guití, la Corte constata que efectivamente no fue 
apelada la decisión de 11 de junio de 2018 mediante la cual se dio a lugar a la demanda 
reivindicatoria de dominio en su contra. Por otra parte, no cabe duda de que el recurso de 
apelación era idóneo para corregir la situación jurídica denunciada por los representantes en la 
medida que podría haber determinado el bien fundado de la demanda reivindicatoria o, por el 
contrario, si ese proceso judicial carecía de fundamentos. Por las consideraciones anteriores, la 
Corte estima procedente admitir la excepción preliminar planteada por el Estado, y no se 
pronunciará sobre este hecho o sobre las alegadas violaciones relacionadas con el mismo.   

Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados "José Alvear 
Restrepo" Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 18 de octubre de 2023. Serie C No. 506. 

37. En distintas oportunidades, este Tribunal ha precisado que el momento procesal oportuno 
para que el Estado presente una eventual objeción relativa a la falta de agotamiento de 
recursos internos es el procedimiento de admisibilidad ante la Comisión. Asimismo, ha 
afirmado que el Estado que presenta esta excepción debe especificar los recursos internos que 
aún no se han agotado y demostrar que estos recursos son idóneos y efectivos. Por otra parte, 
los argumentos que dan contenido a la excepción preliminar interpuesta por el Estado ante la 
Comisión deben corresponder a aquellos esgrimidos ante la Corte. Es necesario, además, que 
la excepción opuesta pueda ser analizada en forma preliminar, lo que no ocurre si versa sobre 
una cuestión ligada en forma inescindible con el fondo de la controversia. 

Corte IDH. Caso Cajahuanca Vásquez Vs. Perú. Excepciones Preliminares y Fondo. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2023. Serie C No. 509. 

23. Por otra parte, sobre el alegato según el cual no se habrían agotado los recursos de la 
jurisdicción interna necesarios para cuestionar el marco normativo, la Corte nota que el Estado 
argumentó que no habría tenido la oportunidad de presentar la excepción preliminar de forma 
oportuna, porque la presunta víctima no había cuestionado el marco normativo aplicado. Sin 
embargo, la Corte observa que la litis de este caso ha estado relacionada desde su inicio con el 
proceso que dio lugar a la destitución de la presunta víctima y ello comprende, 
necesariamente, el marco normativo. De hecho, ese marco normativo fue identificado por la 
presunta víctima en su petición inicial, de modo que el Estado ha tenido conocimiento del 
objeto del litigio desde entonces y, de haberlo considerado, podía haber opuesto la excepción 
preliminar de manera oportuna. En todo caso, la Corte considera que no es necesario exigir el 
agotamiento de los recursos internos de manera separada y autónoma frente a cada uno de 
los efectos derivados de una alegada violación. 

Corte IDH. Caso Viteri Ungaretti y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2023. Serie C No. 
510. 

29. La Corte recuerda que, cuando se está ante violaciones de derechos humanos, los recursos 
destinados exclusivamente al otorgamiento de reparaciones no deben ser necesariamente 
agotados por las presuntas víctimas para que este Tribunal pueda conocer sobre dichas 
violaciones, por lo que no inhiben su competencia. En efecto, este Tribunal considera que, 
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siguiendo lo indicado por las partes, en el presente caso, el requisito de agotamiento de 
recursos internos se ve satisfecho con los demás recursos presentados por el señor Viteri 
Ungaretti, y las alegadas violaciones a derechos humanos serán objeto del análisis de fondo y, 
las eventuales reparaciones. En consecuencia, la Corte desestima la presente excepción 
preliminar presentada por el Estado. [En similar sentido, entre otros, ver: Corte IDH. Caso 
Honorato y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2023. Serie C No. 508, párr. 23] 

Corte IDH. Caso Habitantes de La Oroya Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2023. Serie C No. 511. 

32. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para determinar la 
admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la Comisión Interamericana de 
conformidad con los artículos 44 o 45 del mismo instrumento, es necesario que se hayan 
interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, según los principios del Derecho 
Internacional generalmente reconocidos. La Corte recuerda que la regla del previo 
agotamiento de los recursos internos está concebida en interés del Estado, pues busca 
dispensarlo de responder ante un órgano internacional por actos que se le imputen, antes de 
haber tenido la ocasión de remediarlos con sus propios medios. Lo anterior significa que no 
sólo deben existir formalmente esos recursos, sino que también deben ser adecuados y 
efectivos, como se desprende de las excepciones contempladas en el artículo 46.2 de la 
Convención.  

33. En consideración a lo anterior, la Corte determinará, en primer lugar, si la excepción 
preliminar fue planteada por el Estado en el momento procesal oportuno. Al respecto, la Corte 
recuerda que una objeción al ejercicio de su jurisdicción basada en la supuesta falta de 
agotamiento de los recursos internos debe ser presentada en el momento procesal oportuno, 
esto es durante la admisibilidad del procedimiento ante la Comisión. Por tanto, el Estado debe, 
en primer lugar, precisar claramente ante la Comisión, durante la etapa de admisibilidad del 
caso, los recursos que, en su criterio, aún no se habrían agotado. Por otra parte, los 
argumentos que dan contenido a la excepción preliminar interpuesta por el Estado ante la 
Comisión durante la etapa de admisibilidad deben corresponder con aquellos esgrimidos ante 
la Corte. 

Corte IDH. Caso Poggioli Pérez Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de abril de 2024. Serie C No. 523. 

19. En el presente caso, la Comisión y los representantes alegaron que se produjeron 
vulneraciones a los derechos humanos en perjuicio del señor Poggioli en el marco de dos 
procesos penales llevados a cabo en su contra. Un proceso penal fue iniciado el 19 de abril de 
2002 y el otro en mayo de 2004.   

20. Durante el trámite del presente caso ante la Comisión, el Estado presentó únicamente un 
escrito, el 10 de julio de 2009 En ese escrito el Estado presentó un alegato de falta de 
agotamiento de los recursos internos por el proceso penal iniciado en contra del señor Poggioli 
el 19 de abril de 2002 y no por el proceso penal iniciado en mayo de 2004. Sin embargo, las 
excepciones presentadas por el Estado en el escrito de contestación se refieren únicamente al 
proceso penal iniciado en mayo de 2004 y a aquellos procedentes contra la sentencia de 
condena en su perjuicio proferida el 14 de noviembre de 2005. En suma, la excepción 
preliminar sobre agotamiento de recursos internos relacionada con el proceso penal iniciado en 
mayo de 2004 contra el señor Poggioli fue presentada por primera vez en el escrito de 
contestación del Estado y no guarda congruencia con aquella que fue planteada en el trámite 
de admisibilidad del caso ante la Comisión.   
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21. Por tanto, la Corte desestima la presente excepción preliminar al no haberse presentado 
en el momento procesal oportuno, esto es, en el trámite de la admisibilidad del caso.   

Corte IDH. Caso Miembros del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA 
(SUTECASA) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 6 de junio de 2024. Serie C No. 526. 

41. En relación con la falta de agotamiento del proceso ordinario laboral, la Corte recuerda que 
una objeción al ejercicio de su jurisdicción basada en la supuesta falta de agotamiento de los 
recursos internos debe ser presentada durante la etapa de admisibilidad del caso ante la 
Comisión. Para ello, el Estado debe, en primer lugar, precisar claramente ante la Comisión los 
recursos que, en su criterio, no se habrían agotado. Por otra parte, los argumentos que dan 
contenido a la excepción preliminar interpuesta durante la etapa de admisibilidad deben 
corresponder con aquellos esgrimidos ante la Corte. 

44. Sobre este asunto, la Corte recuerda que no deben ser necesariamente agotados por las 
presuntas víctimas todos los recursos que puedan ser considerados idóneos para que este 
Tribunal pueda conocer sobre alegadas violaciones a derechos humanos. Por tanto, este 
Tribunal considera que, en el presente caso, el requisito de agotamiento de recursos internos 
se garantizó a través del proceso de ejecución de la sentencia de amparo. En consecuencia, la 
Corte desestima la excepción preliminar presentada por el Estado en lo que se refiere a este 
aspecto.  

45. Por otra parte, el Estado alegó la falta de agotamiento de los recursos internos por parte 
de las personas que no suscribieron el recurso de amparo. Al respecto, la Corte nota que un 
eventual análisis sobre si, personas que no suscribieron la acción de amparo, pero eran 
miembros del sindicato deben ser consideradas como beneficiarias de dicha sentencia, 
involucra el estudio de aspectos relacionados con la determinación de las presuntas víctimas, 
lo que se hará en el apartado correspondiente de esta sentencia. Adicionalmente, la Corte nota 
que este alegato del Estado no coincide con lo esbozado en la etapa de admisibilidad ante la 
Comisión Interamericana, en la cual el Estado planteó la excepción de falta de agotamiento de 
los recursos internos con base en que las presuntas víctimas no habían acudido a la 
jurisdicción laboral. Por esa razón, la excepción preliminar del Estado no será acogida por la 
Corte. 

Momento en que deben estar agotados los recursos internos 

Corte IDH. Caso Liakat Ali Alibux Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 276. 

18. La Corte constata que el peticionario alegó que las presuntas vulneraciones al derecho a 
recurrir la sentencia condenatoria y el principio de legalidad ante la Alta Corte de Justicia, 
fueron resueltas de manera desfavorable, mediante la Resolución Interlocutoria de 12 de junio 
de 2003 (...), antes de que presentara la respectiva denuncia ante la Comisión. En 
consecuencia, la Corte encuentra que, en el presente caso, debido a la inexistencia de un 
recurso de apelación contra la eventual sentencia condenatoria, la emisión de la misma no era 
un requisito indispensable para efectos de la presentación del caso ante la Comisión. 
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Corte IDH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292. 

52. Ahora bien, en lo que se refiere al alegato del Estado ante esta Corte de que resultaría 
“una incoherencia mantener un proceso ante el Sistema Interamericano cuando aún no ha 
concluido el proceso penal que se seguía por los mismos hechos en sede interna” (...), la Corte 
debe recordar que la propia Convención Americana prevé expresamente la posibilidad de 
declarar admisible una petición en determinados supuestos, aún cuando no se haya 
configurado el previo agotamiento de los recursos internos al momento de emitir el informe de 
admisibilidad. Asumir la postura alegada por el Estado implica vaciar de todo contenido y 
efecto útil la norma del artículo 46.2 de la Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Wong Ho Wing Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 297. 

25. Tal como mencionó el Estado, las decisiones que agotaron los recursos internos según la 
Comisión fueron adoptadas después de la presentación de la petición inicial. Sin embargo, la 
Corte advierte que el artículo 46 de la Convención Americana, al exigir que dicho agotamiento 
se produzca “[p]ara que una petición o comunicación [...] sea admitida por la Comisión” (...), 
debe ser interpretado en el sentido que exige el agotamiento de los recursos para el momento 
en que se decida sobre la admisibilidad de la petición y no para el momento de la presentación 
de la misma. 

26. La Corte advierte que la presentación de la petición, la trasmisión de la misma al Estado y 
la emisión del Informe de Admisibilidad son tres momentos diferentes: el primero derivado de 
un acto del peticionario y los otros dos derivados de actos de la Comisión Interamericana. El 
Reglamento de la Comisión Interamericana regula específicamente dichas etapas. De acuerdo 
con los artículos 28.h (actualmente 28.8), 29 y 30 de dicho Reglamento, antes de transmitir 
una petición al Estado se realiza una revisión inicial en la cual se analiza, entre otros, si la 
petición contiene información sobre “las gestiones emprendidas para agotar los recursos de la 
jurisdicción interna o la imposibilidad de hacerlo conforme al artículo 31 [de dicho] 
Reglamento”. Una vez transmitida la petición al Estado se inicia la etapa de admisibilidad y por 
ende el contradictorio sobre si se cumplen con los requisitos de admisibilidad de la petición, 
entre ellos, el requisito de agotamiento de los recursos internos. Según el mencionado 
Reglamento, es al momento de analizar la admisibilidad donde la Comisión decide si la petición 
cumplió o no con dicho requisito, o si resulta aplicable alguna de las excepciones previstas en 
la Convención. En este sentido, el Reglamento de la Comisión hace una distinción entre el 
momento en que se realiza la revisión inicial, cuando se examina solamente si la petición 
incluyó información sobre “las gestiones emprendidas para agotar los recursos [...] o la 
imposibilidad de hacerlo”, y el momento de decidir la admisibilidad, cuando se determina si ya 
se agotaron los mismos o aplica alguna excepción a este requisito. 

27. La Corte recuerda que la regla del previo agotamiento de los recursos internos está 
concebida en interés del Estado, pues busca dispensarlo de responder ante un órgano 
internacional por actos que se le imputen, antes de haber tenido la ocasión de remediarlos con 
sus propios medios. No obstante, no afecta el carácter subsidiario del sistema interamericano 
el hecho que el análisis del cumplimiento del requisito de agotamiento de recursos internos se 
realice de acuerdo con la situación al momento de decidir sobre la admisibilidad de la petición. 
Por el contrario, de estar pendiente algún recurso interno, el Estado tiene la oportunidad de 
solucionar la situación alegada durante la etapa de admisibilidad. 
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28. Adicionalmente, la Corte considera que sería contrario al principio de economía procesal 
que se inadmitieran peticiones con base en que al momento de la presentación inicial no se 
habían agotado recursos internos, si al momento que se analiza la admisibilidad esos recursos 
ya fueron agotados. En sentido similar, se han pronunciado el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos (en adelante “el Tribunal Europeo”) en algunos casos, así como la Corte 
Internacional de Justicia respecto del acceso a su jurisdicción. 

29. Respecto al segundo punto alegado por el Estado, la Corte nota que para el momento de la 
admisibilidad de la petición se habían presentado y resuelto dos demandas de hábeas corpus 
respecto de la “amenaza cierta e inminente de vulneración del derecho a la vida e integridad 
personal del señor Wong Ho Wing” (...) y se encontraba pendiente de decisión una tercera 
demanda de hábeas corpus presentada por la presunta víctima y su representante (...). Estas 
demandas de hábeas corpus fueron presentadas de forma paralela al proceso de extradición y 
podían resultar idóneas respecto de algunas de las violaciones alegadas. No obstante, este 
Tribunal resalta que la demanda de hábeas corpus no forma parte del procedimiento regular 
de extradición en el Perú y en esa medida la interposición de recursos adicionales por el 
peticionario no puede ser un impedimento al acceso a la justicia interamericana. 

30. En virtud de las consideraciones anteriores, este Tribunal considera innecesario separarse 
del criterio señalado por la Comisión en el Informe de Admisibilidad emitido en el presente 
caso. Por tanto, la Corte desestima la excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso Yarce y otras Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2016. Serie C No. 325. 

42. La Corte nota que las regulaciones mencionadas por el Estado fueron introducidas en años 
posteriores a la admisibilidad de los casos por parte de la Comisión en el año 2007. En razón 
de ello no existía posibilidad alguna de que antes de acudir al ámbito internacional, las 
peticionarias tuvieran acceso a los métodos de investigación, recursos y reparaciones 
propuestos por el Estado. Por lo tanto, los argumentos sobre el nuevo modelo de investigación 
y sobre la Ley No. 1448 de 2011 resultan extemporáneos a efectos de inhibir la jurisdicción 
internacional, ya que eran inexistentes. Por ende, la Corte no puede valorar las regulaciones 
referidas y sus eventuales efectos en el caso en forma preliminar. 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350. 

27. De conformidad con lo anterior, y en sintonía con lo establecido previamente por esta 
Corte, los avances del procedimiento en la jurisdicción interna únicamente podrían haber sido 
tomados en cuenta por la Comisión en la medida en que las partes le hubiesen brindado esa 
información en el marco del proceso. En consecuencia, el estudio de la admisibilidad realizado 
por la Comisión en el año 2009 se ajustó a la información que tenía disponible en aquel 
momento, no siéndole exigible otro análisis que no pudo ser contemplado en razón de que 
carecía de información actualizada. 

Corte IDH. Caso Boleso Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de mayo de 2023. Serie C No. 490. 

23. La Corte recuerda que una objeción al ejercicio de su jurisdicción basada en la supuesta 
falta de agotamiento de los recursos internos debe ser presentada durante la etapa de 
admisibilidad del caso ante la Comisión. Además, este Tribunal ha entendido que, cuando se 
trate de hechos supervinientes que ameriten un análisis específico, dicha excepción debe 
plantearse en la primera oportunidad posible.   
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24. En este caso, el señor Boleso hizo referencia a la violación del principio de independencia 
judicial mediante escrito del 29 de junio de 2001, con posterioridad al Informe de 
Admisibilidad de 24 de septiembre de 1998. En ese sentido, el escrito del señor Boleso sostuvo 
que los jueces que integraron el Tribunal que adoptó la sentencia No. 302 de 8 de agosto de 
2000 “ya no son ‘amigos’ del poder administrador, sino que fueron designados ‘dependientes’ 
directamente por éste. [De modo que l]a independencia de este órgano -STJ- es ficticia”. 
Asimismo, destacó que Argentina se obligó internacionalmente a que toda persona sea oída 
por un tribunal independiente. El Estado tuvo conocimiento de este escrito antes de que se 
aprobara el Informe de Fondo de la Comisión y, en esa medida, debió interponer la excepción 
preliminar de falta de agotamiento de los recursos internos durante la etapa de fondo, para 
que fuera examinada oportunamente por la Comisión. Debido a que no procedió de esta 
forma, se desestima la excepción preliminar presentada por el Estado.   

Corte IDH. Caso Yangali Iparraguirre Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de marzo de 2024. Serie C No. 518. 

26. La Corte recuerda que el artículo 46.1 a) de la Convención Americana dispone que, para 
determinar la admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la Comisión de 
conformidad con los artículos 44 o 45 del mismo tratado internacional, es necesario que se 
hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, según los principios del 
Derecho Internacional generalmente reconocidos, o se compruebe alguna de las circunstancias 
excepcionales del artículo 46.2 de la Convención. La regla del previo agotamiento de los 
recursos internos está concebida en interés del Estado, pues busca dispensarlo de responder 
ante un órgano internacional, por actos que se le imputen, antes de haber tenido la ocasión de 
remediarlos con sus propios medios.  

27. Según ha indicado el Tribunal, una objeción al ejercicio de su jurisdicción basada en la 
supuesta falta de agotamiento de los recursos internos debe ser presentada durante la etapa 
de admisibilidad del caso ante la Comisión. Para ello, el Estado debe, en primer lugar, precisar 
claramente ante la Comisión los recursos que, en su criterio, no se habrían agotado. Por otra 
parte, los argumentos que dan contenido a la excepción preliminar interpuesta durante la 
etapa de admisibilidad deben corresponder con aquellos esgrimidos ante la Corte. 

[...] 

32. Sin perjuicio de la falta de correspondencia de argumentos en lo que concierne al segundo 
motivo que sustenta la excepción preliminar, el Tribunal pasará a examinar los alegatos 
invocados por el Estado. Así, el artículo 46 de la Convención Americana, al exigir que el 
agotamiento de los recursos internos se produzca “[p]ara que una petición o comunicación […] 
sea admitida por la Comisión” (destacado ajeno al texto del tratado), ha sido interpretado por 
esta Corte en el sentido que exige el agotamiento de los recursos “al momento en que se 
decide sobre la admisibilidad de la petición y no al momento de su presentación”. Al respecto, 
la jurisprudencia ha señalado que el hecho de que el análisis del cumplimiento del requisito se 
realice de acuerdo con la situación al momento de decidir sobre la admisibilidad de la petición 
no afecta, sino que favorece el carácter subsidiario del Sistema Interamericano, en tanto 
permite al Estado solucionar la situación alegada a lo largo de la etapa de admisibilidad.  

33. Por consiguiente, la Comisión, al efectuar el examen sobre la falta de agotamiento de 
recursos internos conforme a la interpretación recogida en el párrafo anterior, es decir, “al 
momento en que se decide sobre la admisibilidad de la petición”, concluyó que, respecto de 
ambos procesos judiciales, resueltos en definitiva por las instancias correspondientes, se 
habían agotado los recursos internos, por lo que decidió fundadamente la admisibilidad de la 
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petición. En consecuencia, se desestima la excepción preliminar opuesta. (En similar sentido, 
ver entre otros: Corte IDH. Caso Miembros del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA 
(SUTECASA) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 
de junio de 2024. Serie C No. 526, párr. 46).  

Excepciones a la obligación de agotar recursos internos 

Corte IDH. Caso Fairén Garbi y Solís Corrales Vs. Honduras. Excepciones 
Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 2. 

90. La regla del previo agotamiento de los recursos internos en la esfera del derecho 
internacional de los derechos humanos, tiene ciertas implicaciones que están presentes en la 
Convención. En efecto, según ella, los Estados Partes se obligan a suministrar recursos 
judiciales efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos (art. 25), recursos que 
deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo 
ello dentro de la obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y 
pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre 
bajo su jurisdicción (art. 1). Por eso, cuando se invocan ciertas excepciones a la regla de no 
agotamiento de los recursos internos, como son la inefectividad de tales recursos o la 
inexistencia del debido proceso legal, no sólo se está alegando que el agraviado no está 
obligado a interponer tales recursos, sino que indirectamente se está imputando al Estado 
involucrado una nueva violación a las obligaciones contraídas por la Convención. En tales 
circunstancias la cuestión de los recursos internos se aproxima sensiblemente a la materia de 
fondo. 

91. El Gobierno puntualizó en la audiencia la naturaleza subsidiaria del régimen de protección 
internacional de los derechos humanos consagrado en la Convención respecto del derecho 
interno, como razón de la obligación de agotar previamente los recursos domésticos. 

92. La observación del Gobierno es acertada. Pero debe tenerse también en cuenta que la 
fundamentación de la protección internacional de los derechos humanos radica en la necesidad 
de salvaguardar a la víctima del ejercicio arbitrario del poder público. La inexistencia de 
recursos internos efectivos coloca a la víctima en estado de indefensión y explica la protección 
internacional. Por ello, cuando quien denuncia una violación de los derechos humanos aduce 
que no existen dichos recursos o que son ilusorios, la puesta en marcha de tal protección 
puede no sólo estar justificada sino ser urgente. En esos casos no solamente es aplicable el 
artículo 37.3 del Reglamento de la Comisión, a propósito de la carga de la prueba, sino que la 
oportunidad para decidir sobre los recursos internos debe adecuarse a los fines del régimen de 
protección internacional. De ninguna manera la regla del previo agotamiento debe conducir a 
que se detenga o se demore hasta la inutilidad la actuación internacional en auxilio de la 
víctima indefensa. Esa es la razón por la cual el artículo 46.2 establece excepciones a la 
exigibilidad de la utilización de los recursos internos como requisito para invocar la protección 
internacional, precisamente en situaciones en las cuales, por diversas razones, dichos recursos 
no son efectivos. Naturalmente cuando el Estado opone, en tiempo oportuno, esta excepción, 
la misma debe ser considerada y resuelta, pero la relación entre la apreciación sobre la 
aplicabilidad de la regla y la necesidad de una acción internacional oportuna en ausencia de 
recursos internos efectivos, puede aconsejar frecuentemente la consideración de las cuestiones 
relativas a aquella regla junto con el fondo de la materia planteada, para evitar que el trámite 
de una excepción preliminar demore innecesariamente el proceso. 

93. Las consideraciones precedentes son pertinentes dentro del análisis del asunto planteado a 
la Corte, el cual ha sido presentado por la Comisión como un caso de desaparición forzada de 
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personas dispuesta por el poder público. Dondequiera que esta práctica ha existido, ella ha 
sido posible precisamente por la inexistencia o ineficacia de los recursos internos para proteger 
los derechos esenciales de los perseguidos por las autoridades. En estos casos, dada la 
imbricación del problema de los recursos internos con la violación misma de derechos 
humanos, es evidente que la cuestión de su previo agotamiento debe ser considerada junto 
con la cuestión de fondo. 

94. La Comisión ha planteado, además, que el agotamiento de los recursos internos no era, en 
este caso, un requisito exigible como paso previo para acudir a la protección internacional a 
causa de la inefectividad del Poder Judicial en la época en que ocurrieron los hechos. Ha 
indicado, asimismo, que en el caso están presentes, por lo menos, las excepciones 
contempladas en los incisos a) y c) del artículo 46.2 de la Convención en relación con la regla 
del previo agotamiento. El Gobierno sostiene, en cambio, que el sistema judicial interno ofrece 
mayores posibilidades. Esa diferencia conduce inevitablemente al tema de la efectividad de los 
recursos internos y del sistema judicial considerados en su conjunto, como mecanismos para 
garantizar el respeto a los derechos humanos. En esa perspectiva, si la Corte acogiera la 
excepción opuesta por el Gobierno y declarara que quedan recursos internos efectivos por 
oponer, se estaría adelantando sobre la cuestión de fondo, sin haber recibido las pruebas y 
argumentos que la Comisión ha ofrecido, así como los que el Gobierno pudiere proponer. Si, 
en cambio, declarara que los recursos internos efectivos se han agotado o que no existieron, 
estaría prejuzgando sobre el fondo en contra del Estado involucrado. 

95. Por tanto, las cuestiones relativas al agotamiento y efectividad de los recursos internos 
aplicables al presente caso deben ser resueltas junto con las cuestiones de fondo. 

Corte IDH. Caso Brewer Carías Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares. Sentencia 
de 26 de mayo de 2014. Serie C No. 278. 

103. Ha sido señalado que los representantes alegaron que existiría una problemática 
estructural que afectaría la independencia e imparcialidad del poder judicial y que se 
sintetizaría en la sujeción del poder judicial a los intereses del poder ejecutivo (...). 

104. En su informe de admisibilidad la Comisión Interamericana consideró que no procedía la 
aplicación de la excepción establecida en el artículo 46.2.a. por las siguientes razones: 

90. Los peticionarios consideran que en casos de persecución política, el derecho internacional 
asiste a quien procura ponerse a salvo del Estado en cuestión. Indican que éste es el 
fundamento último del asilo y del refugio como instituciones jurídicas y citan el principio de non-
refoulement. La Comisión entiende, sin embargo, que Allan Brewer Carías no se encuentra en el 
extranjero bajo el estatus de refugiado. Considera que un eventual análisis de los alegatos de 
persecución política o de los factores que hubieron afectado su derecho al debido proceso 
correspondería a la etapa del fondo. 

91. En cuanto al argumento de los peticionarios sobre la naturaleza ilusoria de los recursos de la 
jurisdicción interna por falta de independencia e imparcialidad del Poder Judicial, los 
peticionarios fundamentan su alegación en que la elección del Tribunal Supremo de Justicia no 
se habría ajustado a la Constitución; que la reforma de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 
Justicia de 2002 estableció la elección de jueces por mayoría simple; y que los magistrados que 
no siguen la línea gubernamental han sido destituidos o “jubilados”. [...] 

92. Si bien la [Comisión Interamericana] ha manifestado en varias oportunidades su 
preocupación sobre factores que pueden afectar la imparcialidad e independencia de algunos 
funcionarios del Ministerio Público y de la rama judicial en Venezuela, el tenor de los 
procedimientos contenciosos exige que los peticionarios presenten argumentos concretos sobre 
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el impacto en el proceso judicial relacionado al reclamo. Las menciones genéricas al contexto no 
son suficientes per se para justificar la invocación de dicha excepción. (Añadido fuera del texto) 

105. Si bien es cierto que en sus alegatos ante este Tribunal, la Comisión Interamericana ha 
insistido en que “la problemática planteada en este caso tiene un carácter estructural y 
obedece a una situación de hecho del Poder Judicial que va mucho más allá de la regulación 
abstracta del proceso penal”, la Corte no cuenta con elementos para contradecir la decisión de 
la Comisión Interamericana en su informe de admisibilidad respecto a la improcedencia de la 
excepción prevista en el artículo 46.1.a de la Convención. Al respecto, el Tribunal considera 
que de un alegado contexto estructural de provisionalidad del poder judicial no se puede 
derivar la aplicación directa de la excepción contenida en el artículo 46.2.a de la Convención, 
pues ello implicaría que a partir de una argumentación de tipo general sobre la falta de 
independencia o imparcialidad del poder judicial no fuera necesario cumplir con el requisito del 
previo agotamiento de los recursos internos. 

[...] 

111. Asimismo, en términos de los debates sobre si procedía esta excepción, la Corte reitera 
que el momento procesal en el que se encuentra el presente caso (....) impide una conclusión 
prima facie respecto al impacto de la provisionalidad en la garantía de independencia judicial 
en orden a establecer como procedente una excepción al agotamiento de los recursos internos 
basada en el artículo 46.2.b de la Convención. Lo anterior debido a que no hay al menos una 
decisión de primera instancia mediante la cual se pueda llegar a valorar el impacto real que la 
provisionalidad de los jueces hubiera podido tener en el proceso, aspecto que constituye una 
diferencia importante con casos previos de la Corte sobre esta temática en Venezuela. En 
efecto, en dichos casos se había alcanzado, por lo menos, una decisión de primera instancia y, 
en algunos de ellos, decisiones sobre los recursos de impugnación. Además, las víctimas en 
dichos casos habían sido los jueces removidos, contrario al presente caso en que la presunta 
víctima es la persona acusada. 

112. En efecto, en un proceso enmarcado en las reglas de los sistemas acusatorios, como el 
presente caso, durante la etapa de juicio o en procedimientos de impugnación, pueden ser 
corregidas las falencias o violaciones que los jueces internos estimen pertinentes. Cabe 
resaltar que en la segunda solicitud de nulidad interpuesta por la defensa del señor Brewer se 
alegó que estos problemas asociados a la forma como fue dejado sin efecto el cargo de 
algunos jueces provisorios que intervinieron en el proceso afectarían su garantía de ser 
juzgado por su juez natural, dado que “no se ha garantizado su autonomía, independencia e 
imparcialidad”. La Corte considera que a partir de la intervención de los jueces internos al 
resolver ese alegato, podría haberse determinado con mayor claridad si la provisionalidad tenía 
o no un impacto tal como para que operara la excepción prevista en el artículo 46.2.b y, de ser 
el caso, analizar el fondo del caso. 

113. Por todo lo anterior, se considera que no es aplicable la excepción contemplada en el 
artículo 46.2.b de la Convención Americana. 

[...] 

143. Teniendo en cuenta esta información, cabe resaltar que existe prueba en el expediente de 
que el señor Brewer Carías viajó fuera de Venezuela el 29 de septiembre de 2005 (...), es 
decir antes de que se realizara la acusación formal en su contra y se empezara a citar a las 
partes a la audiencia preliminar (...), razón por la cual el señor Brewer Carías no hubiera 
podido asistir a dicha audiencia. De manera que su ausencia ha conllevado que la audiencia 
preliminar en su contra no haya podido ser llevada a cabo, por lo que es posible afirmar que el 



 

77 M  M 

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 33 

retardo en la resolución de las nulidades sería imputable a su decisión de no someterse al 
proceso e implica un impacto en el análisis del retardo injustificado o plazo razonable. En 
consecuencia, constituye una contradicción del informe de admisibilidad de la Comisión haber 
considerado que no podía atribuir un retardo injustificado al Estado pero estimar, por otra 
parte, que la falta de resolución del recurso de nulidad era un indicio de demora atribuible al 
Estado.  

Corte IDH. Caso Benites Cabrera y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de octubre de 2022. Serie C No. 465. 

31. A juicio de la Corte, en ese contexto generalizado de ineficacia de las instituciones 
judiciales, de ausencia de garantías de independencia e imparcialidad y de ausencia de 
claridad sobre la vía a la cual acudir, no era posible exigir a las presuntas víctimas que 
interpusieran acciones de amparo, porque había una prohibición expresa en ese sentido, ni 
contencioso administrativas, pues no era clara su viabilidad para cuestionar los ceses. 

[…] 

34. Conforme a lo anterior, la Corte encuentra que en este caso se configuran las condiciones 
establecidas en el artículo 46.2.b) de la Convención Americana. Por esa razón, no era exigible 
el agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna. La Corte enfatiza que el hecho de que 
los trabajadores que fueron declarados víctimas en las sentencias de los casos Trabajadores 
Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) y Canales Huapaya contra Perú y algunas de las 
presuntas víctimas de este caso hayan acudido a la jurisdicción interna para hacer valer sus 
derechos, no desvirtúa el contexto identificado por la Corte en sus decisiones anteriores, ni 
implica que existiera un recurso idóneo al que pudieran acudir las presuntas víctimas de este 
caso. 

Corte IDH. Caso García Rodríguez y otro Vs. México. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de enero de 2023. Serie C No. 482. 

27. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para determinar la 
admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la Comisión de conformidad con 
los artículos 44 o 45 de ese instrumento, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los 
recursos de la jurisdicción interna, según los principios del Derecho Internacional 
generalmente reconocidos. Lo anterior, sin embargo, supone que no sólo deben existir 
formalmente esos recursos, sino también deben ser adecuados y efectivos, como resulta de las 
excepciones contempladas en el artículo 46.2 de la Convención. En particular, el Tribunal 
recuerda que el artículo 46.2.c de la Convención indica que las disposiciones sobre 
agotamiento de los recursos internos no se aplicarán cuando “haya retardo injustificado en la 
decisión sobre los mencionados recursos”.  

28. En relación con la excepción preliminar presentada por el Estado, la Corte advierte que la 
sentencia de primera instancia en contra de las presuntas víctimas fue emitida el 12 de mayo 
de 2022, es decir, casi 20 años después de haber sido privadas de libertad. Según indicó el 
Estado, esa decisión judicial no agotaría los recursos internos puesto que aun quedaría abierta 
la vía de la apelación y, luego de ello, el amparo indirecto. Asimismo, la investigación por 
supuestos actos de tortura concluyó oficialmente recién el 21 de mayo de 2021. Para este 
Tribunal, resulta evidente que las dos décadas que han tardado las autoridades internas en 
pronunciarse en el marco del proceso penal interno al cual estaban sometidas las presuntas 
víctimas del caso, constituye una tardanza injustificada en los términos del artículo 46.2.c) de 
la Convención que autoriza para exceptuar el agotamiento de recursos establecido en el 
artículo 46.1.a) del mismo instrumento. Lo anterior con mayor razón aún si se considera que, 
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de acuerdo a lo alegado por el Estado, aún quedan recursos por agotar como el de apelación y, 
posteriormente, el amparo indirecto.  

29. Por último, en lo que respecta al alegato del Estado según el cual la CIPST no establece 
excepciones de forma expresa al requisito del agotamiento de recursos internos, esta Corte 
recuerda que la Convención Americana es el instrumento que regula el procedimiento para que 
un caso contencioso sea analizado por la Comisión y, eventualmente, para su sometimiento a 
la Corte en el marco de su competencia contenciosa. Por su parte, el artículo 8 del CIPST 
indica que “[u]na vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respectivo Estado y los 
recursos que éste prevé, el caso podrá ser sometido a instancias internacionales cuya 
competencia haya sido aceptada por ese Estado” y el artículo 16 señala que lo establecido en 
la CIPST “deja a salvo lo dispuesto por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por 
otras convenciones sobre la materia y por el Estatuto de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos respecto del delito de tortura”. En ese sentido, la Corte Interamericana 
suele efectuar el análisis de la responsabilidad internacional del Estado por violación a la 
integridad personal por alegados hechos de tortura, a partir del artículo 5 de la Convención de 
manera conjunta con los artículos 1, 6 y 8 de la CIPST. De acuerdo con lo anterior, es 
razonable inferir que la regulación del procedimiento contencioso ante los órganos del Sistema 
Interamericano para que estos conozcan sobre eventuales vulneraciones a la CIPST es el 
previsto en la Convención Americana, la cual, naturalmente, comprende las disposiciones 
sobre agotamiento de recursos internos y las excepciones a las mismas.  

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de San Juan y sus miembros Vs. Honduras. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de agosto 
de 2023. Serie C No. 496. 

21. La Corte advierte que, en el presente caso, el Estado indicó que las presuntas víctimas no 
agotaron el recurso de reposición y subsidiariamente el de apelación ante el Consejo Nacional 
Agrario para corregir o enmendar la resolución emitida por el Instituto Nacional Agrario (INA) 
el 6 de junio de 2000, mediante la cual se otorga el título definitivo de propiedad a favor de la 
Comunidad Garífuna de San Juan. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte nota que el Estado 
únicamente mencionó la existencia de esos recursos sin referirse a la falta de respuesta a la 
solicitud de titulación del territorio de 1770 hectáreas, incoada en el año 2002. El Tribunal, 
encuentra que la falta de respuesta a las referidas solicitudes de titulación del territorio por 
una superficie mayor a la que fuera otorgada mediante resolución del INA de 2000, constituye 
una tardanza injustificada en los términos del artículo 46.2.c) de la Convención que autoriza 
para exceptuar el agotamiento de recursos establecido en el artículo 46.1.a) del mismo 
instrumento.   

  



 

79 M  M 

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 33 

III. TRÁMITES ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA 

Plazo de presentación del caso  

Corte IDH. Caso Cayara Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 3 de 
febrero de 1993. Serie C No. 14. 

39. El artículo 51.1 estipula que la Comisión, dentro de los tres meses siguientes a la remisión 
del informe, debe optar por enviar el caso a la Corte o por emitir posteriormente su opinión o 
conclusiones, en ambas hipótesis si el asunto no ha sido solucionado. En el curso del plazo, sin 
embargo, pueden presentarse diversas circunstancias que lo interrumpan o, incluso, que 
hagan necesaria la elaboración de un nuevo informe o la reanudación del plazo desde el 
principio. En cada caso será necesario hacer el análisis respectivo para determinar si el plazo 
venció o no y cuáles fueron las circunstancias que razonablemente lo interrumpieron, si las 
hubo. 

40. En el caso presente, el informe se remitió el 1 de marzo de 1991 y el plazo hubiera 
vencido entonces el 31 de mayo. La demanda original llegó por comunicación facsimilar a la 
Corte el lunes 3 de junio, es decir tres días después del día calendario del supuesto 
vencimiento, si la prórroga pedida por el Perú no lo afectare, en cuyo caso el vencimiento se 
hubiera producido el 5 de junio, hecho sobre el cual la Corte no va a pronunciarse ahora ni lo 
hará sobre la circunstancia de que la Comisión hubiera prorrogado los plazos. Una demanda 
que contiene imputaciones tan graves como aquella a que nos referimos ahora, no podría 
considerarse caduca simplemente por ello. 

41. Dijo el Perú en la audiencia pública que “la demanda habría ingresado material y 
jurídicamente, el 7 de junio de 1991 (fecha en la cual ingresó el expediente), pues recién en 
esa fecha se llenaron los requisitos previstos por el artículo 25 del Reglamento de la Corte, 
vigente en ese entonces”. 

42. El anterior Reglamento de la Corte, aplicable a la demanda a que nos referimos, establecía 
en su artículo 25.2 que “[s]i la Comisión desease introducir un caso ante la Corte [. . .] 
entregará conjuntamente con su informe en veinte ejemplares, una demanda debidamente 
firmada”. En el presente caso, la demanda antecedió a la recepción del informe pues, mientras 
la primera ingresó a la Corte el 3 de junio de 1991, el segundo llegó a la Secretaría de la Corte 
el 7 de junio. 

La norma reglamentaria citada no debe ser aplicada de manera tal que desvirtúe el propósito y 
el objeto de la Convención. Es un principio comúnmente aceptado que el sistema procesal es 
un medio para realizar la justicia y que ésta no puede ser sacrificada en aras de meras 
formalidades. Dentro de ciertos límites de temporalidad y razonabilidad, ciertas omisiones o 
retrasos en la observancia de los procedimientos, pueden ser dispensados, si se conserva un 
adecuado equilibrio entre la justicia y la seguridad jurídica. 

Otra cosa muy distinta es, por supuesto, la consideración del efecto que sobre el plazo produjo 
la circunstancia de que la Comisión la hubiera retirado para presentarla mucho tiempo 
después, punto que se analizará en su oportunidad. 

[...] 

60. Entre la fecha del retiro del caso y la presentación de la nueva demanda, transcurren más 
de siete meses. Independientemente de si el plazo original vencía el 31 de mayo o el 5 de 
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junio de 1991, no hay duda de que el 14 de febrero de 1992, excede con mucho los límites de 
temporalidad y razonabilidad que la Corte ha dicho que informan el procedimiento. Si la 
Comisión entendió que el Gobierno peruano había solicitado el retiro, tal petición, por 
razonable que fuere, no podía ser atendida por estar agotado el plazo que la Convención 
concede para introducir una demanda y, como queda dicho, no es uno de aquellos factores que 
hubieran podido implicar la suspensión de los términos. 

61. La Corte declarará, sin haber entrado a la materia de fondo a que se refiere la demanda de 
la Comisión, que ésta fue extemporánea. Sin embargo, de la lectura del artículo 51 se infiere 
que una declaración de este orden no puede implicar la neutralización de los demás 
mecanismos de tutela contemplados en la Convención Americana y que, en consecuencia, la 
Comisión conserva todas las demás atribuciones que le confiere ese artículo, lo que, por lo 
demás, coincide con el objeto y fin del tratado. 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares. Sentencia de 25 de enero de 1996. Serie C No. 23.  

26. La Corte no entra a analizar si la demanda fue interpuesta dentro de los noventa días 
siguientes al 20 de octubre de 1994, ya que estima que, de conformidad con el artículo 51.1 
de la Convención Americana, el plazo de tres meses debe considerarse mes calendario 
gregoriano, es decir, de fecha a fecha. 

29. La Corte considera que, conforme lo establece el artículo 51.1 de la Convención 
Americana, la Comisión Interamericana tiene un plazo de tres meses a partir de la remisión del 
Informe a que se refiere el artículo 50.1 de la Convención, para someter un caso a la Corte. La 
expresión “plazo de tres meses” debe entenderse en su sentido usual. De acuerdo con el 
Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, “plazo” “[es el] término o tiempo 
señalado para una cosa”, y “mes [es el] número de días consecutivos desde uno señalado 
hasta otro de igual fecha en el mes siguiente.” Asimismo, la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados (artículo 31.1) enumera entre los elementos de interpretación, el 
sentido corriente de las palabras, además del contexto, objeto y fin del tratado (...). 

30. En la mayor parte de las legislaciones de los países latinoamericanos se establece que el 
primero y el último día de un plazo de meses o años deberá tener la misma numeración en los 
respectivos meses. El plazo de un mes podrá ser, por consiguiente, de 28, 29, 30 ó 31 días. La 
Ley del Organismo Judicial de Guatemala, aprobada por Decreto 2.89 del 10 de enero de 1989, 
establece en su Capítulo V, artículo 45, letra c) que “los meses y los años se regularán por el 
número de días que les corresponde según el calendario gregoriano. Terminarán los años y los 
meses, la víspera de la fecha en que han principiado a contarse.” 

De acuerdo con lo expuesto, la Corte desecha la primera excepción interpuesta por el 
Gobierno.  

  



 

81 M  M 

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 33 

Litispendencia o cosa juzgada 

Corte IDH. Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 
28 de mayo de 1999. Serie C No. 50.  

40. La segunda excepción presentada por el Estado se refiere a la “cosa decidida por la 
Comisión”. 

41. El Estado alegó que aun cuando la Comisión ha reconocido que los hechos que motivaron 
el presente caso y los correspondientes al caso Neira Alegría y otros son exactamente los 
mismos, aquella no resolvió la acumulación formal que previene el artículo 40.2 de su 
Reglamento. Asimismo, señaló que existe identidad del Estado como parte demandada en 
ambos casos. 

42. A su vez, la Comisión argumentó que, aun cuando algunos hechos señalados en el 
presente caso son los mismos que fueron examinados en el caso Neira Alegría y otros, se trata 
de distintas personas en cada uno. Señaló, además, que en el caso que nos ocupa no se 
presenta la hipótesis del artículo 40.2 de su Reglamento, el cual establece que “cuando dos 
peticiones versen sobre los mismos hechos y personas, serán reunidas y tramitadas en un 
mismo expediente”. Por otra parte, adujo que si el Estado tenía interés en la acumulación de 
los casos Durand y Ugarte y Neira Alegría y otros, pudo solicitarlo durante el procedimiento 
ante la Comisión. Al no hacerlo, el Estado quedó procesalmente impedido para cuestionar la no 
acumulación. 

43. La Corte señala que en este caso no se presenta la situación que prevé el citado artículo 
40.2 del Reglamento de la Comisión. Este artículo alude a una doble identidad: a) de hechos, y 
b) de personas. Se entiende que el concepto de “hechos” corresponde a la conducta o el 
suceso que implicaron violación de un derecho humano. A su vez, el concepto de “personas” 
tiene que ver con los sujetos activos y pasivos de la violación, y principalmente con estos 
últimos, es decir, las víctimas. Los casos Neira Alegría y otros, por una parte, y Durand y 
Ugarte, por la otra, se relacionan con los mismos hechos: los sucesos acaecidos en El Frontón; 
pero difieren, evidentemente, en cuanto a las personas que figuran como supuestas víctimas. 

Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Excepciones Preliminares. 
Sentencia de 18 de noviembre de 1999. Serie C No. 61. 

52. El artículo 47 de la Convención Americana señala que: 

La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada de acuerdo con los 
artículos 44 ó 45 cuando: 

d. sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la 
Comisión u otro organismo internacional. 

53. La frase “sustancialmente la reproducción” significa que debe existir identidad entre los 
casos. Para que exista dicha identidad se requiere la presencia de tres elementos, a saber: que 
las partes sean las mismas, que el objeto sea el mismo y que la base legal sea idéntica. En el 
presente caso no hay duplicidad de procedimientos. 

54. En relación con el sujeto, la Corte ha señalado que “el concepto de ‘personas’ tiene que ver 
con los sujetos activos y pasivos de la violación, y principalmente con estos últimos, es decir, 
las víctimas”. (...) En el presente caso, únicamente la parte demandada ante el Comité de 
Libertad Sindical de la OIT y la Corte es la misma, el Estado panameño. La parte demandante 
(peticionarios) no es idéntica puesto que ante el Comité de Libertad Sindical lo fue SITIRHE y 
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SITINTEL a través de la Confederación Internacional de Organizaciones Sindicales Libres 
(CIOSL-ORIT) y ante la Comisión Interamericana lo fue el Comité Panameño de los Derechos 
Humanos. Tampoco hay identidad en cuanto a las víctimas, ya que el Comité de Libertad 
Sindical hace referencia a la generalidad de trabajadores y dirigentes sindicales de SITIRHE y 
SITINTEL que fueron despedidos, sin individualizar los mismos en forma concreta. Por el 
contrario, en la demanda ante la Corte, la Comisión individualiza a 270 presuntas víctimas. 
Además, las presuntas víctimas del caso ante el sistema interamericano son trabajadores de 
todas las empresas estatales panameñas que se vieron afectados por la aplicación de la Ley 
25, y no sólo del Instituto Nacional de Recursos Hidráulicos y Electrificación y del Instituto 
Nacional de Telecomunicaciones, como sucedió ante la OIT (...). 

55. Respecto del objeto, la Corte, al referirse al concepto de “hechos”, ha establecido que 
corresponde “a la conducta o el suceso que implicaron violación de un derecho humano” (...). 
En el presente caso, el Comité de Libertad Sindical no conoció hechos que surgieron con 
posterioridad a su pronunciamiento, hechos que sí fueron planteados en la demanda ante la 
Corte, tal como los procesos ante el Poder Judicial panameño. Además, observa esta Corte que 
el señor Antonio Ducreux Sánchez señaló, en la audiencia pública sobre excepciones 
preliminares celebrada el 27 de enero de 1999, que la queja ante el Comité de Libertad 
Sindical se refería únicamente a lo sucedido en diciembre de 1990. 

56. En cuanto al fundamento legal, tampoco hay identidad, ya que, en la demanda ante la 
Corte, se alegan violaciones a los siguientes artículos de la Convención Americana: 8 
(Garantías Judiciales); 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 10 (Derecho a 
Indemnización); 15 (Derecho de Reunión); 16 (Libertad de Asociación) y 25 (Protección 
Judicial), en relación con el artículo 1.1; 2; 33 y 50.2. La denuncia presentada ante el Comité 
de Libertad Sindical se basó en las violaciones a los Convenios 87 (Convenio sobre la Libertad 
Sindical y la Protección del Derecho de Sindicación) y 98 (Convenio sobre el Derecho de 
Sindicación y Negociación Colectiva) de la OIT. Por ello que el objeto tampoco es el mismo, 
mucho menos cuando ante la OIT se conoció únicamente lo relativo al derecho a la libertad 
sindical y sobre el derecho laboral en general y, ante la Corte, se planteó la violación de una 
serie de derechos no comprendidos en la denuncia interpuesta ante el Comité de Libertad 
Sindical, tal como lo es, entre otros, el derecho al debido proceso legal. 

57. Además, la naturaleza de las recomendaciones emitidas por dicho Comité es diferente a la 
de las sentencias emitidas por la Corte Interamericana. En el primer caso se trata de un acto 
propio de un órgano de la OIT con el efecto jurídico propio de una recomendación a los 
Estados. En el segundo caso se trata de una sentencia que, en los términos de la Convención, 
es definitiva e inapelable (artículo 67), y de obligatorio cumplimiento (artículo 68.1). 

58. En razón de las consideraciones anteriores, no existe duplicidad de procedimientos en el 
presente caso. 

Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172. 

49. La petición relacionada con este caso se interpuso ante la Comisión el 27 de octubre de 
2000. La excepción del Estado se relaciona con las presentaciones efectuadas ante los 
organismos de derechos humanos de Naciones Unidas desde el año 2002 al 2005. 
Específicamente, el Estado puntualizó que: a) desde diciembre de 2002 hasta julio de 2005 
hubo cinco “peticiones formales” presentadas por la Asociación de Líderes de Pueblos 
Indígenas de Surinam, Stiching Sanomaro Esa, la Asociación de Autoridades Saramaka y la 
ONG Forest Peoples Programme ante el Comité CEDR, en especial, una petición presentada el 
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15 de diciembre de 2002 “solicitando acción urgente por los derechos de los pueblos tribales e 
indígenas de Surinam” y b) una “petición” presentada el 30 de enero de 2002 por la ONG 
Forest Peoples Programme ante el Comité DH respecto de Surinam y su cumplimiento con el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en adelante “PIDC”), específicamente en 
relación con las violaciones a los artículos 1, 26 y 27 de dicho instrumento internacional. 

50. El Comité DH emitió observaciones finales sobre Surinam el 4 de mayo de 2004, mientras 
que el CERD emitió sus observaciones finales sobre Surinam el 28 de abril de 2004. Asimismo, 
el 9 de marzo de 2005 el CEDR adoptó una decisión de seguimiento respecto de las 
observaciones finales antes mencionadas. Finalmente, el CEDR emitió tres decisiones de 
acuerdo con su procedimiento de alerta temprana y acción urgente el 21 de marzo de 2003, el 
18 de agosto de 2005 y el 18 de agosto de 2006, respecto de Surinam. 

51. A fin de abordar esta cuestión, la Corte hará hincapié en el objeto, propósito y la 
naturaleza de las acciones sometidas ante los Comités de DH y CEDR de Naciones Unidas. 
Respeto del Comité de DH, la única decisión que indicó el Estado se relaciona con el 
procedimiento por medio del cual este organismo de control emitió observaciones finales y 
recomendaciones sobre el cumplimiento y la implementación de los derechos y obligaciones 
establecidas en el PIDCP por parte de Surinam. Dicho procedimiento, regido por el artículo 40 
del PIDCP, le otorga al Comité de DH la facultad de examinar los informes periódicos de los 
Estados Parte “sobre las medidas adoptadas para efectivizar los derechos allí reconocidos y 
sobre el progreso logrado en el goce de dichos derechos”. La Corte observa que el objeto y el 
propósito de la presentación realizada por la ONG Forest Peoples Programme no constituye 
una petición para la adjudicación de determinados derechos del pueblo Saramaka, sino un 
“shadow report” que ayuda al Comité de DH en el planteamiento de preguntas para Surinam 
durante la revisión de los informes del Estado, así como para proporcionar información 
independiente sobre la cuestión. Resulta claro que las observaciones finales del Comité de DH 
se relacionan con la evaluación de la situación general de los derechos humanos en un país 
sujeto al escrutinio. Dicho procedimiento contrasta con el mecanismo de quejas individuales 
establecido en el Primer Protocolo Opcional al PIDCP, según el cual el Comité de DH puede 
considerar toda petición o comunicación individual relacionada con presuntas violaciones de 
derechos reconocidos en el PIDCP por los Estados Parte del Protocolo, lo que no sucede en el 
presente caso. 

52. Las decisiones del CEDR que indica el Estado, por otro lado, apuntan a dos mecanismos de 
seguimiento diferentes. Primero, las observaciones finales se emitieron conforme al 
procedimiento de informes en los términos del artículo 9 de la Convención Internacional sobre 
la Eliminación de Discriminación Racial (en adelante “CIEDR”), por el cual los Estados Partes se 
comprometen a presentar, de forma periódica “un informe sobre las medidas legislativas, 
judiciales, administrativas u otras que hayan adoptado y que den efecto a las disposiciones de 
la Convención”. Dicho procedimiento es similar al procedimiento descrito anteriormente para el 
Comité de DH. Asimismo, la decisión relacionada con el procedimiento de seguimiento emitida 
por el CEDR implica una revisión de las medidas adoptadas por el Estado a fin de cumplir con 
las observaciones finales y las recomendaciones anteriormente adoptadas, así como un pedido 
de más información de acuerdo con el artículo 9, párrafo 1, del CIEDR y el artículo 65 del 
Reglamento del Comité. 

53. Segundo, el CEDR emitió tres decisiones referentes al procedimiento de alerta temprana y 
acción urgente, mecanismo preventivo adoptado en 1993 para intentar prevenir que “los 
problemas existentes se conviertan en conflictos” y “para responder a los problemas que 
exigen una inmediata atención para prevenir o limitar la cantidad de violaciones graves de la 
Convención”. Este mecanismo difiere, asimismo, del procedimiento de quejas individuales, 
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según el cual el CEDR puede considerar toda comunicación individual relacionada con los 
Estados Parte sólo si los Estados efectúan la declaración necesaria conforme al artículo 14 del 
CIEDR, hecho que Surinam aún no ha realizado. El mismo CEDR reconoce dicha diferenciación 
al afirmar que el procedimiento de alerta temprana y acción urgente “es claramente distinto 
del procedimiento de comunicación en los términos del artículo 14 de la Convención. Más aún, 
la naturaleza y la urgencia de la cuestión examinada en esta decisión va más allá de los límites 
del procedimiento de comunicación”. 

54. Con fundamento en las consideraciones antes mencionadas, el Tribunal concluye que los 
procedimientos de informes de los organismos universales de derechos humanos, así como el 
procedimiento de alerta temprana y acción urgente del CEDR, no tienen el mismo objeto, 
propósito ni naturaleza que la competencia contenciosa de la Corte Interamericana. Los 
primeros no involucran una parte peticionante que solicita reparación por la violación de los 
derechos del pueblo Saramaka. En vez de adjudicar controversias y ordenar medidas de 
reparación que correspondan, tales procedimientos consisten meramente en revisiones de la 
situación general concerniente a los derechos humanos o a la discriminación racial en un país 
determinado, en este caso, en Surinam, o conciernen una situación especial que implica una 
situación de discriminación racial que exige atención urgente. Asimismo, la naturaleza de las 
observaciones finales y las recomendaciones emitidas por dichos Comités es distinta de las 
sentencias emitidas por la Corte Interamericana. 

55. En vista de estas consideraciones, es innecesario que la Corte decida sobre si las partes 
implicadas en dicho procedimiento internacional son las mismas que las partes del presente 
caso o si los fundamentos legales son los mismos. Basta para la Corte decir que los 
procedimientos ante el Comité de DH y el CEDR son, intrínsicamente, de un objeto, propósito y 
naturaleza distintos a aquellos del presente caso. Por lo tanto, la Corte rechaza la sexta 
excepción preliminar del Estado en cuanto a la duplicidad de los procedimientos 
internacionales en relación con las decisiones e informes mencionados anteriormente de los 
Comités de DH y CEDR. 

56. En cuanto a los argumentos de que esta Corte ya ha resuelto en el Caso Comunidad 
Moiwana vs. Surinam (en adelante “Caso Moiwana”) sobre el derecho a la propiedad de los 
“maroon y/o de pueblos indígenas”, esta Corte recuerda que, a fin de que se configure res 
judicata debe haber identidad entre los casos, esto es, las partes y el objeto del caso deben 
ser idénticos así como sus fundamentos legales (...). 

57. Es evidente que no hay identidad entre los sujetos o el objeto del presente caso y el Caso 
Moiwana. Las víctimas en el Caso Moiwana difieren de las presuntas víctimas del presente 
caso. Mientras que el primer caso hace referencia a las violaciones en perjuicio de los 
miembros de la comunidad de Moiwana, el presente caso implica presuntas violaciones en 
perjuicio de los miembros del pueblo Saramaka. Mientras que en el Caso Moiwana, los hechos 
se referían a la presunta denegación de justicia y desplazamiento de la comunidad Moiwana 
que ocurrió luego de que las fuerzas armadas de Surinam atacaron a los miembros del pueblo 
de Moiwana el 29 de noviembre de 1986; en el presente caso, los hechos se relacionan con el 
presunto incumplimiento de Surinam de adoptar medidas efectivas para reconocerle a los 
miembros del pueblo Saramaka el derecho de propiedad comunal respecto de las tierras que 
han ocupado y usado tradicionalmente; de no proporcionarle a los miembros del pueblo 
Saramaka acceso efectivo a la justicia, como comunidad, para la protección de sus derechos 
fundamentales, y el no cumplimiento con la obligación de adoptar disposiciones legales 
internas y respetar los derechos consagrados en la Convención. 
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58. En virtud de estas razones, la Corte rechaza, asimismo, la sexta excepción preliminar 
respecto de la presunta duplicidad de procedimientos internacionales en relación con el caso 
Moiwana. 

Corte IDH. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260. 

31. El Tribunal destaca que, conforme al artículo 47.d de la Convención Americana, se 
declarará inadmisible una petición cuando “sea sustancialmente la reproducción de [una] 
petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo 
internacional”. Este Tribunal ha establecido que “[l]a frase ‘sustancialmente la misma’ significa 
que debe existir identidad entre los casos. Para que exista dicha identidad se requiere la 
presencia de tres elementos, a saber: que las partes sean las mismas, que el objeto sea el 
mismo y que la base legal sea idéntica”. 

[...] 

36. De lo anterior se desprende que el caso 12.532, sobre los Internos de las Penitenciarías de 
Mendoza, abordó las condiciones de detención de los internos y las violaciones de derechos 
humanos cometidas por el Estado a consecuencia de las mismas. Así, el reconocimiento de 
responsabilidad efectuado por el Estado incluyó la violación de los derechos a la vida, a la 
integridad física y a la salud de Ricardo Videla Fernández, contenidos en los artículos 4 y 5 de 
la Convención Americana, en razón de lo cual el tribunal arbitral estableció determinadas 
reparaciones (...). Asimismo, si bien el Estado se comprometió a continuar con las 
investigaciones de todas las violaciones de derechos humanos reconocidas, su reconocimiento 
de responsabilidad no incluyó hechos ni violaciones de derechos humanos en relación con 
dichas investigaciones. 

37. Respecto al primer elemento para determinar si hay identidad entre los casos, la Corte 
observa que las partes, tanto en el presente caso como en el Informe de solución amistosa No. 
84/11, Caso 12.532, sobre los Internos de las Penitenciarías de Mendoza, son Ricardo David 
Videla, presunta víctima ya fallecida, y Ricardo Videla y Stella Maris Fernández, es decir, su 
padre y madre, así como el Estado de Argentina. Para la Corte no es relevante el hecho de que 
en el caso 12.532 figuren otras víctimas, sino que expresa y específicamente se consideró a 
Ricardo David Videla Fernández como una de ellas. 

38. En relación con el segundo elemento (...), el Tribunal considera que existe identidad entre 
el objeto del presente caso y del caso 12.532 tramitado ante la Comisión Interamericana por lo 
que respecta a las condiciones de detención del interno Ricardo David Videla Fernández en la 
Penitenciaría de Mendoza, las cuales, según se indica en ambos casos, contribuyeron a su 
muerte. No obstante, por otro lado, no hay identidad de objeto por lo que se refiere a los 
alegatos relativos a la supuesta falta de una investigación diligente de su fallecimiento. En el 
acuerdo de solución amistosa ratificado ante la Comisión Interamericana el 12 de octubre de 
2007 y en el Informe de solución amistosa No. 84/11, mediante el cual la Comisión aprobó el 
acuerdo, no se hace constar allanamiento alguno por la supuesta falta de investigación de la 
muerte de Ricardo Videla y, por lo tanto, tampoco se reconoció la violación de los derechos 
establecidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 
1.1 de la misma, como lo alegó la Comisión en el presente caso. El solo compromiso del 
Estado de continuar las investigaciones pertinentes, como consta en el acuerdo y en el Informe 
de solución amistosa, no equivale a un reconocimiento formal de la supuesta falta de 
investigación y, por lo tanto, de la violación de los derechos reconocidos en los artículos 8.1 y 
25.1 de la Convención. 
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39. Por lo que se refiere al tercer elemento (...), la Corte observa que una parte de la base 
legal es idéntica en ambos casos, pues en el Informe de solución amistosa consta que el 
Estado reconoció su responsabilidad internacional por la violación de los derechos reconocidos 
en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana. En el presente caso, la Comisión también 
solicitó a la Corte que declare la violación de tales disposiciones en perjuicio de Ricardo David 
Videla Fernández. 

40. En conclusión, la Corte considera que es admisible la presente excepción preliminar, pero 
solamente en lo que respecta a las condiciones de detención de Ricardo David Videla 
Fernández en las Penitenciarías de Mendoza que supuestamente propiciaron su muerte el 21 
de junio de 2005, y respecto de la violación de los derechos establecidos en los artículos 4 y 5 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en su perjuicio. La 
excepción preliminar no es admisible por lo que respecta a la supuesta falta de investigación 
de su muerte y con la presunta violación de los derechos establecidos en los artículos 8.1 y 
25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de 
“sus familiares”.  

Corte IDH. Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354. 

28. El artículo 47.d de la Convención Americana dispone que una petición será inadmisible 
cuando sea sustancialmente la reproducción de una petición o comunicación anterior ya 
examinada por la Comisión u otro organismo internacional. Al respecto, este Tribunal ha 
establecido que la frase “sustancialmente la misma” significa que debe existir identidad entre 
los casos. Para que exista dicha identidad se requiere la presencia de tres elementos, a saber: 
que las partes sean las mismas, que el objeto sea el mismo y que la base legal sea idéntica. 
Ahora bien, cabe aclarar que el Estado no está alegando la identidad de estos tres elementos 
respecto a la totalidad del presente caso con el caso Herrera Ulloa, sino respecto a la alegada 
violación del derecho a recurrir el fallo. 

29. [...], consta que, tanto en el caso Herrera Ulloa como en el presente, una parte de la base 
legal es idéntica en cuanto a la alegada violación del derecho de recurrir el fallo establecido en 
el artículo 8.2.h, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana. Sin 
embargo, no hay identidad en cuanto a las partes, pues en la Sentencia del Caso Herrera Ulloa 
de 2 de julio de 2004, el pronunciamiento de la Corte únicamente se hizo respecto al Estado 
de Costa Rica y el señor Mauricio Herrera Ulloa, sin que se hubiera hecho referencia alguna a 
las 17 presuntas víctimas de este caso. Tampoco hay identidad entre el objeto del caso 
Herrera Ulloa y el presente, dado que en esta ocasión se alega la incompatibilidad con la 
Convención Americana de normas que no existían al momento en que se decidió aquél caso, a 
saber: la Ley 8503 de 2006 y la Ley 8837 de 2010. 

30. Por otra parte, cabe señalar que en la Resolución de Supervisión de Cumplimiento de 
Sentencia de 22 de noviembre de 2010 dictada en el caso Herrera Ulloa, la Corte valoró la 
creación del recurso de apelación establecido en la Ley 8837, sin embargo, no se pronunció 
sobre su futura aplicación. Tampoco se pronunció sobre las reformas al recurso de casación y 
revisión producidas en las Leyes 8503 y 8837, ni sobre sus respectivas disposiciones 
transitorias I y III, las cuales establecieron un recurso de revisión especial para personas 
cuyas sentencias condenatorias quedaron firmes con fecha anterior a la vigencia de dichas 
leyes. Igualmente, la Corte no hizo mención alguna respecto a la posibilidad que previó el 
Transitorio III de la Ley 8837 de que en los asuntos que se encontraran pendientes de 
resolución el recurrente podría readecuar su recurso de casación a un recurso de apelación. En 
el presente caso, se discute la compatibilidad con dichas normas con el derecho al recurso 
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integral establecido en el artículo 8.2.h de la Convención. Por tanto, se desestima esta 
excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados "José Alvear 
Restrepo" Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 18 de octubre de 2023. Serie C No. 506. 

121. En lo que concierne el primer supuesto, en que los casos se encuentran en trámite ante la 
Comisión, esta Corte entiende que se trata de peticiones que fueron presentadas con 
posterioridad al presente caso y que se encuentran en etapas procesales previas. Por tanto, 
resulta razonable inferir que la causal de litispendencia contenida en el artículo 46.c de la 
Convención Americana no podría tener un efecto en el presente caso pues se refiere a 
supuestos de admisibilidad de nuevas peticiones con respecto a casos que ya se encuentran en 
trámite y no al revés como lo sugiere el Estado en su alegato. En consecuencia, no resulta 
procedente la excepción de litispendencia internacional con relación a esos casos.  

122. En lo que respecta a las demás peticiones y casos sobre los cuales versa la excepción de 
cosa juzgada internacional presentada por el Estado, el Tribunal constata que existe una 
identidad de partes, de hechos, de base legal y de objeto entre, por una parte, el presente 
caso y, por otra parte, las tres peticiones que ya fueron examinadas por la Comisión (que 
cuentan con Informe de Fondo o un acuerdo de solución amistosa), así como por esta misma 
Corte en el caso Cepeda Vargas Vs. Colombia. Por lo expresado, es posible concluir que esas 
peticiones son “sustancialmente las mismas” al presente caso. Adicionalmente, esta Corte nota 
que tanto la Comisión como los intervinientes comunes de la organización Reiniciar indicaron 
que las víctimas del caso Cepeda Vargas Vs. Colombia no deben estar incluidos en el trámite 
del caso. En lo que se refiere a los otros tres casos relacionados con esta excepción de cosa 
juzgada internacional, los intervinientes comunes de Reiniciar indicaron que para los casos que 
“se encuentran resueltos definitivamente por el sistema interamericano” sería “adecuado que 
se declare la cosa juzgada respecto de las personas referidas por el Estado”.  

123. Por esas razones, la Corte considera que procede la presente excepción preliminar, con 
relación a las personas que fueron declaradas víctimas de esos cuatro casos que fueron 
analizados por la Comisión y por la Corte. Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal podrá 
referirse al contenido de esa Sentencia para contextualizar los hechos del presente caso. 

Corte IDH. Caso García Rodríguez y otro Vs. México. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de enero de 2023. Serie C No. 482. 

19. En lo que se refiere a la excepción preliminar por cosa juzgada internacional, el Tribunal 
recuerda que el artículo 47.d de la Convención Americana establece que: “[l]a Comisión 
declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada de acuerdo con los artículos 44 
o 45 cuando: […] d) sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior 
ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional”. Esta Corte ha establecido que 
la expresión “sustancialmente la misma” significa que debe existir identidad entre los casos. 
Para que exista dicha identidad se requiere la presencia de tres elementos, a saber: que las 
partes sean las mismas, que el objeto sea el mismo y que la base legal sea idéntica. 

20. En el presente caso, el Estado hizo referencia a la opinión 66/2017 del GTDA, adoptada el 
16 de octubre de 2017 y presentó esta excepción considerando que el referido dictamen versa 
sobre los mismos hechos y sujetos que aquellos que figuran en el presente caso.  

21. Al respecto este Tribunal nota que: a) el Grupo de Trabajo sobre Detenciones Arbitrarias 
de Naciones Unidas y la Corte Interamericana, son órganos de distinta naturaleza, que emiten 
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decisiones de índole diferente, especialmente en el área de reparación del daño causado por 
violaciones a los derechos humanos; b) la opinión del GTDA no presenta la misma base fáctica 
que la del presente caso. En efecto, algunos hechos que son alegados por la Comisión y los 
representantes ocurrieron con posterioridad a la decisión del GTDA, y varios alegatos de hecho 
y de derecho presentados por los representantes en este caso no fueron analizados por el 
GTDA en su opinión 66/2017, y c) además, la base normativa sobre la cual la Corte toma sus 
decisiones se refiere a los Tratados del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 
mientras que el GTDA analiza la responsabilidad de los Estados con base en instrumentos del 
Sistema Universal de Naciones Unidas. Por lo tanto, por esos motivos, corresponde concluir 
que en el presente caso no se vulneró la norma sobre duplicidad internacional prevista en el 
artículo 47.d de la Convención Americana. 

Plazo de 6 meses para presentar el caso ante la Comisión 

Corte IDH. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia 
de 11 de diciembre de 1991. Serie C No. 13. 

27. En esta causa la denuncia fue presentada a la Comisión Interamericana el 1 de septiembre 
de 1987, según el Gobierno peruano, y el 31 de agosto de ese año, de acuerdo con la memoria 
de la Comisión. Para la resolución de este caso la diferencia de un día entre lo afirmado por las 
partes resulta jurídicamente irrelevante, razón por la cual la Corte no estima necesario 
detenerse en esta circunstancia. 

28. El Gobierno sostiene en su escrito de excepciones preliminares y lo mantuvo en la 
audiencia del 6 de diciembre de 1991 que los recursos internos interpuestos por los 
recurrentes quedaron agotados cuando ellos fueron notificados de la resolución del Tribunal de 
Garantías Constitucionales mediante la publicación correspondiente en el Diario Oficial, esto 
es, el 14 de enero de 1987. Agrega que según la ley 23385, artículo 46, que rige la actividad 
de este Tribunal, su fallo tiene por efecto agotar las instancias internas. 

Esta afirmación del Gobierno peruano no es compatible con lo que había expresado antes a la 
Comisión mediante la nota de 29 de septiembre de 1989 (...). 

29. De lo expuesto surge, pues, que el Perú sostuvo el 29 de septiembre de 1989 que las 
instancias internas no se habían agotado en tanto que, un año después, 24 de septiembre de 
1990, ante la Comisión y ahora, ante la Corte, afirma lo contrario. Según la práctica 
internacional cuando una parte en un litigio ha adoptado una actitud determinada que redunda 
en beneficio propio o en deterioro de la contraria, no puede luego, en virtud del principio del 
estoppel, asumir otra conducta que sea contradictoria con la primera. Para la segunda actitud 
rige la regla de non concedit venire contra factum proprium. 

Se podría argumentar en este caso que el trámite ante el Fuero Privativo Militar no constituye 
verdaderamente un recurso o que ese Fuero no forma parte de los tribunales judiciales. 
Ninguna de estas afirmaciones sería aquí relevante. Lo que importa, por el contrario, es que el 
Gobierno ha sostenido, en cuanto al agotamiento de los recursos, dos afirmaciones 
contradictorias acerca de su derecho interno e independientemente de la veracidad de cada 
una de ellas, esa contradicción afecta la situación procesal de la parte contraria. 

30. Esta contradicción se liga directamente con la inadmisibilidad de las peticiones una vez 
vencido el “plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus 
derechos haya sido notificado de la decisión definitiva” (art. 46.1.b. de la Convención) sobre el 
agotamiento de los recursos internos. 
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En efecto, como ese plazo depende del agotamiento de los recursos, es el Gobierno el que 
debe argüir el vencimiento del plazo ante la Comisión. Pero aquí vale, de nuevo, lo que ya la 
Corte afirmó sobre la excepción de no agotamiento de los recursos internos: 

De los principios de derecho internacional generalmente reconocidos resulta, en primer lugar, 
que se trata de una regla cuya invocación puede ser renunciada en forma expresa o tácita por 
el Estado que tiene derecho a invocarla, lo que ya ha sido reconocido por la Corte en anterior 
oportunidad (v. Asunto de Viviana Gallardo y otras, Decisión del 13 de noviembre de 1981, No. 
G 101/81. Serie A, párr. 26). En segundo lugar, que la excepción de no agotamiento de los 
recursos internos, para ser oportuna, debe plantearse en las primeras etapas del procedimiento, 
a falta de lo cual podrá presumirse la renuncia tácita a valerse de la misma por parte del Estado 
interesado. En tercer lugar, que el Estado que alega el no agotamiento tiene a su cargo el 
señalamiento de los recursos internos que deben agotarse y de su efectividad (...). 

31. Por las razones expuestas, el Perú está impedido en este proceso de oponer la excepción 
de incompetencia fundada en el artículo 46, inciso 1.b. de la Convención. 

Corte IDH. Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in Vitro) Vs. Costa Rica. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2012. Serie C No. 257. 

33. En el presente caso, la petición inicial fue presentada el 19 de enero de 2001. En ese 
momento el entonces representante legal de las víctimas no había hecho una determinación 
específica e individualizada de las presuntas víctimas. La inclusión de la señora Espinoza y del 
señor Jiménez ocurrió a través de un escrito presentado el 10 de octubre de 2003. En el 
proceso ante la Corte ha sido informado que la señora Espinoza se enteró de su infertilidad en 
julio de 2002. 

34. El 16 de enero de 2004 el Estado presentó un escrito en el cual solicitó a la Comisión que 
declarara la inadmisibilidad de la petición respecto a la señora Espinoza por “la 
extemporalidad” de su reclamo “por haber sido presentada después de 6 meses a partir de que 
la presunta lesionada en sus derechos fue comunicada de la decisión” de la Sala 
Constitucional. 

35. La Corte considera que las circunstancias específicas del presente caso exigen una 
interpretación del requisito de los 6 meses establecido en el artículo 46.1.b. El Tribunal tiene 
en cuenta que el fenómeno de la infertilidad genera diversas reacciones que no pueden ser 
asociadas a una regla rígida sobre los cursos de acción que necesariamente deba seguir una 
persona. Una pareja puede tomar meses o años en decidir si acude a una determinada técnica 
de reproducción asistida o a otras alternativas. Por estas razones el criterio del momento en el 
cual la presunta víctima conoce de su situación de infertilidad es un criterio limitado en las 
circunstancias del presente caso, donde no es posible generar en las presuntas víctimas una 
carga de tomar una decisión de presentar una petición ante el Sistema Interamericano en un 
determinado período de tiempo. En similar sentido, el Tribunal Europeo ha señalado que la 
regla de los seis meses es autónoma y debe ser aplicada de acuerdo con los hechos del caso 
específico en orden a que se asegure el ejercicio efectivo del derecho a presentar peticiones 
individuales. 

36. Por tanto, la Corte considera que, en el presente caso, no encuentra elementos para 
apartarse de la decisión de admisibilidad adoptada por la Comisión Interamericana, ya que: a) 
sigue en vigor la Sentencia emitida por la más alta instancia de la jurisdicción constitucional, 
b) las víctimas no tenían por qué tener conocimiento de su situación de infertilidad al momento 
en que se emitió dicha Sentencia, y c) se interpuso la petición en el año siguiente al momento 
de conocer que dicha Sentencia impediría el acceso a la FIV. 
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Corte IDH. Caso Mémoli Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2013. Serie C No. 265. 

30. En relación con el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención, esta Corte 
ha señalado que debe ser aplicado de acuerdo con los hechos del caso específico en orden a 
que se asegure el ejercicio efectivo del derecho a presentar peticiones individuales. Por su 
parte, la Comisión Interamericana ha reconocido que “[l]os principios sobre los que descansa 
el sistema interamericano de derechos humanos ciertamente incluyen el de certeza jurídica, 
que es la base de la regla de los seis meses y del plazo razonable cuando se aplican las 
excepciones al agotamiento de los recursos internos”. En el mismo sentido, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos (en adelante “Tribunal Europeo”) ha establecido que el 
propósito de la regla similar en el Sistema Europeo es promover la seguridad jurídica, 
garantizar que los casos que presenten cuestiones relativas al Convenio Europeo de Derechos 
Humanos sean examinados dentro de un plazo razonable, y proteger a las autoridades y otras 
personas involucradas de encontrarse en una situación de inseguridad por un largo período de 
tiempo. 

32. Esta Corte considera que el criterio de razonabilidad, con base al cual se deben aplicar las 
normas procedimentales (...), implica que un plazo como el que propone el Estado tendría que 
estar dispuesto claramente en las normas que rigen el procedimiento. Esto es particularmente 
así considerando que se estaría poniendo en juego el derecho de petición de las presuntas 
víctimas, establecido en el artículo 44 de la Convención, por acciones u omisiones de la 
Comisión Interamericana sobre las cuales las presuntas víctimas no tienen ningún tipo de 
control. Adicionalmente, si dicho plazo existiese, la normativa aplicable también tendría que 
contemplar la consecuencia jurídica aplicable al incumplimiento de dicho plazo. 

33. Por tanto, la Corte considera que la demora excesiva en la tramitación inicial no constituye 
una violación indirecta de la norma establecida en el artículo 46.1.b de la Convención 
Americana. Sin perjuicio de lo anterior, en los párrafos 35 a 41 infra se examinará la alegada 
afectación al derecho a la defensa que podría ocasionar el hecho de que el plazo en la 
tramitación inicial de la petición inicial se haya extendido más allá de lo razonable. 

Corte IDH. Caso Osorio Rivera y familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 
274. 

23. La Corte no encuentra elementos en el presente caso para apartarse de la decisión de 
admisibilidad adoptada por la Comisión Interamericana. Al realizar el análisis del requisito 
establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención y a los fines de adoptar una decisión sobre 
los requisitos de admisibilidad, la Comisión consideró que el proceso abierto en el fuero militar 
“no constituyó un recurso efectivo”. Por ello, la Comisión continuó su examen de admisibilidad 
sobre las investigaciones que se encontraban abiertas en el fuero ordinario especializado y 
concluyó, en los términos del artículo 46.2.c) de la Convención, la existencia de un retardo 
injustificado en la decisión. En este sentido, dado que las excepciones del artículo 46.2 no 
requieren del agotamiento de los recursos internos, la exigencia del plazo de los seis meses 
mencionado tampoco es aplicable en estos supuestos, sino que el parámetro de análisis lo 
constituye el concepto de plazo razonable. En forma concordante, la Comisión determinó que 
la petición fue presentada en un plazo razonable, tomando en consideración “el carácter 
continuado de la supuesta desaparición forzada del señor Jeremías Osorio Rivera, la falta de 
esclarecimiento sobre su paradero, la ausencia de determinación de responsabilidades y la 
alegada denegación de justicia en el proceso sobreseído y en el que aún se enc[o]ntra[ba] en 
curso”. Por ende, se desestima la excepción preliminar interpuesta por el Estado. 
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Corte IDH. Caso Poggioli Pérez Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de abril de 2024. Serie C No. 523. 

25. El artículo 46.1.b) de la Convención Americana establece que para que una petición o 
comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 sea admitida por la Comisión, se 
requerirá “que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el 
presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva”.  

26. En el presente caso la Corte constata que, contrariamente a lo alegado por el Estado, la 
petición que dio inicio al trámite del presente caso fue presentada por Valentina Poggioli ante 
la Comisión Interamericana el 11 de junio de 2004. Esa petición fue registrada con el número 
P-74804. El día 15 de marzo de 2007, el señor Rafael Ángel Terán Barroeta, representante de 
la presunta víctima, remitió otro escrito ante la Comisión en relación con el caso. A su vez, el 
21 de junio de 2017, la Comisión Interamericana decidió aplicar el artículo 36(3) de su 
Reglamento, en concordancia con su Resolución 1/16 sobre medidas para reducir el atraso 
procesal a la petición P-748-04. En esa nota, se informó que la Comisión decidió abrir el caso 
con el número 13.310.  

27. En vista de lo expuesto, es evidente que la petición original se formuló el 11 de junio de 
2004, y no el 15 de marzo de 2007. Por consiguiente, los argumentos del Estado respecto al 
requisito de presentar una petición dentro de los seis meses posteriores al agotamiento de los 
recursos internos, según lo estipula el artículo 46.1.b) de la Convención, no son pertinentes. 
En consecuencia, este Tribunal desestima la presente excepción preliminar. 
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Otros requisitos de admisibilidad  

Envío del caso a la Corte 

Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Excepciones Preliminares. 
Sentencia de 18 de noviembre de 1999. Serie C No. 61. 

37. El artículo 50 de la Convención se refiere a la emisión, por parte de la Comisión, de un 
informe que se le transmite al Estado, con carácter reservado, para que cumpla una serie de 
recomendaciones y solucione el asunto. Si dentro de los tres meses siguientes a la remisión 
del informe al Estado, el asunto no se ha solucionado y la Comisión considera que aquel no 
cumplió, ésta tendrá dos opciones: enviar el caso a la Corte mediante la interposición de la 
demanda o emitir el informe del artículo 51 de la Convención, el cual, mediante votación de 
mayoría absoluta de sus miembros, contendrá su opinión y conclusiones sobre la cuestión 
sometida a su consideración. Al igual que en el informe del artículo 50, en el informe del 
artículo 51 la Comisión debe fijar un plazo dentro del cual el Estado deberá tomar las medidas 
pertinentes para cumplir las recomendaciones y, por ende, remediar la situación examinada. 
Finalmente, una vez transcurrido el plazo, la Comisión evaluará si el Estado cumplió y, en su 
caso, decidirá si publica o no dicho informe (cfr: artículos 50 y 51 de la Convención). La Corte 
ya ha dicho que esta decisión no es discrecional, sino que “debe apoyarse en la alternativa que 
sea más favorable para la tutela de los derechos humanos” establecidos en la Convención. 
(...). 

38. Una vez que se ha introducido un caso a la Corte no se pueden aplicar las disposiciones del 
artículo 51 de la Convención, ya que la interposición de la demanda está sujeta a la condición 
de que no se haya publicado el informe del artículo citado. Si la Comisión prepara o publica el 
informe del artículo 51, a pesar de haber presentado el caso a la Corte, se desprende que 
aplicó indebidamente la Convención. Por estas razones, Panamá interpretó erróneamente la 
normativa aplicable. 

39. La Corte considera que es evidente la confusión entre la interposición de la demanda y la 
emisión del informe del artículo 51 de la Convención. Como ya la Corte señaló (...), estas dos 
opciones son excluyentes una de la otra y no se requiere de ambas para que se pueda 
interponer un caso ante este Tribunal. 

40. Según el Estado, el “Acta de la conferencia telefónica entre los miembros de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos para decidir [el] envío a la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos del caso de trabajadores del Estado de Panamá destituidos por la ley 25 de 
1990”, “es un procedimiento informal e irregular basado en una evidente interpretación 
errónea y de mala fe de las normas procesales”. Al respecto, la Comisión señaló que tuvo que 
tomar la decisión de esa forma pues, de lo contrario, hubiere vencido el plazo de tres meses y 
que lo hizo de acuerdo con la letra de la Convención y su Reglamento y la jurisprudencia de la 
Corte (...). 

41. La Corte procede a analizar la validez del acta de conferencia telefónica de la Comisión. La 
Corte ha advertido, en cuanto a la observancia de ciertas formalidades, que es esencial 
preservar las condiciones necesarias para la plena vigencia de los derechos procesales y para 
que se alcancen los fines para los cuales han sido establecidos los procedimientos en la 
Convención y los reglamentos de la Comisión y la Corte (...). 
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42. Asimismo, este Tribunal ha señalado que 

[l]a Corte debe guardar un justo equilibrio entre la protección de los derechos humanos, fin 
último del sistema, y la seguridad jurídica y equidad procesal que aseguran la estabilidad y 
confiabilidad de la tutela internacional [porque de lo contrario] acarrearía la pérdida de la 
autoridad y credibilidad indispensables en los órganos encargados de administrar el sistema de 
protección de derechos humanos (Caso Cayara, Excepciones Preliminares. Sentencia de 3 de 
febrero de 1993. Serie C No. 14, párr. 63 y Caso Caballero Delgado y Santana, Excepciones 
Preliminares. Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie C No. 17, párr. 44). 

43. No hay disposición alguna en la Convención ni en los Reglamentos de la Corte 

y de la Comisión que determine la manera cómo la Comisión debe decidir el envío de un caso a 
la Corte. Ante ese vacío normativo la Comisión dispone de un cierto margen de discrecionalidad 
para actuar, a condición de que se respeten los derechos procesales de las partes. Este Tribunal 
considera que, en el presente caso, la Comisión cumplió con los presupuestos básicos de la 
Convención al respecto. La justicia no puede ser sacrificada por meras formalidades. Es 
importante que un órgano no permanente como la Comisión, siga el ritmo de vida 
contemporáneo y se valga de los avances tecnológicos y los medios electrónicos modernos para 
facilitar sus comunicaciones, de modo que las mismas operen con la fluidez y celeridad debidas, 
sin menoscabo de la seguridad jurídica y la equidad procesal. (cfr. Caso Paniagua Morales. 
Excepciones Preliminares, supra 41, párr. 35). 

44. En consecuencia, la Corte desestima por improcedente la primera excepción preliminar. 

45. En relación con la cuarta excepción, el Estado la interpuso aduciendo que como la 
Comisión no adoptó el informe del artículo 51 de la Convención, la demanda adolece de un 
vicio que anula y que causa la caducidad del plazo de tres meses para su interposición. Esta 
excepción está íntimamente ligada con la primera. 

46. En razón de que este Tribunal consideró válida el acta de conferencia telefónica y, por 
ende, la interposición de la demanda, procede a desestimar también la cuarta excepción 
preliminar, al considerar que dicha demanda se interpuso dentro del plazo establecido al 
efecto. 

Corte IDH. Caso Manuela y otros Vs. El Salvador. Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de noviembre de 2021. Serie C No. 441. 

23. La Corte observa que, al someter el presente caso, la Comisión señaló que no “se cuenta 
con información sobre avances sustantivos en el cumplimiento de las recomendaciones del 
Informe de Fondo”. La Presidencia de la Corte consideró que, al someter el caso, la Comisión 
cumplió con los requerimientos estipulados en el artículo 35 del Reglamento del Tribunal y, 
consecuentemente, requirió a la Secretaría que notificara el sometimiento del caso. En el 
mismo sentido, la Corte considera que, al señalar en la carta de sometimiento que no “se 
cuenta con información sobre avances sustantivos en el cumplimiento de las recomendaciones 
del Informe de Fondo”, la Comisión cumplió con lo requerido por el artículo 35.1.c del 
Reglamento. En virtud de las consideraciones anteriores, esta Corte desestima la presente 
excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso Baraona Bray Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2022. Serie C No. 481. 

24. En cuanto al primer alegato del Estado respecto a la presunta violación de su derecho de 
defensa, la Corte nota que la Comisión decidió someter el caso a su jurisdicción “teniendo en 
cuenta la voluntad de la parte peticionaria, así como la necesidad de obtención de justicia y 
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reparación integral para la [presunta] víctima”. El Estado tuvo oportunidad de presentar 
información luego de que se le notificara el Informe de Fondo, la cual fue valorada por la 
Comisión. En este sentido, la Corte observa que, al someter el presente caso, la Comisión se 
refirió a la respuesta del Estado sobre el cumplimiento de las recomendaciones formuladas en 
el Informe de Fondo. A su vez, la Presidencia de la Corte consideró que, al someter el caso, la 
Comisión cumplió con los requerimientos estipulados en el artículo 35 del Reglamento de la 
Corte y, consecuentemente, requirió a la Secretaría que notificara el sometimiento del caso. 
Este Tribunal coincide con esta valoración y considera que la Comisión cumplió con lo 
requerido por el artículo 35 del Reglamento. La Corte advierte que no se ha ocasionado un 
error que vulnere el derecho de defensa del Estado. 

Corte IDH. Caso Tavares Pereira y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2023. Serie C No. 507. 

21. Es interpretación constante de este Tribunal que los artículos 50 y 51 de la Convención 
aluden a dos informes distintos, el primero identificado como informe preliminar y confidencial, 
y el segundo como definitivo. Cada uno tiene distinta naturaleza, al corresponder a etapas 
distintas.   

22. Así, el informe preliminar responde a la primera etapa del procedimiento y está previsto en 
el artículo 50 de la Convención, el cual dispone que la Comisión, si no llegare a una solución, 
redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus conclusiones, el cual transmitirá al 
Estado interesado. Este documento es de carácter preliminar, por lo que el informe se 
transmitirá con calidad de reservado al Estado a efecto de que adopte las recomendaciones de 
la Comisión. La calidad de preliminar y reservado del documento hacen que el Estado no tenga 
la facultad de publicarlo, por lo que, en observancia a los principios de igualdad y equilibrio 
procesal de las partes, es razonable considerar que la Comisión tampoco se encuentra en 
posibilidad material y jurídica de publicar ese informe preliminar. Una vez transcurrido un 
plazo de tres meses, si el asunto no ha sido solucionado por el Estado al cual se ha dirigido el 
informe preliminar, atendiendo las proposiciones formuladas en el mismo, la Comisión está 
facultada dentro de dicho período a decidir si somete el caso a la Corte o si realiza la 
publicación del Informe de acuerdo con el artículo 51.  

23. En ese sentido, el Informe previsto en el artículo 50 puede ser publicado siempre que ello 
suceda después de la presentación del caso a la Corte. Esto debido a que, en ese momento del 
procedimiento, el Estado ya conoce de su contenido y tuvo la oportunidad para cumplir las 
recomendaciones. Así, no se puede considerar vulnerado el principio de equilibrio procesal 
entre las partes.     

24.  Por todo lo anterior y teniendo en cuenta que el Estado no demostró que la publicación del 
Informe de Fondo de la Comisión se haya dado con anterioridad al sometimiento del caso a la 
Corte, se desestima la excepción preliminar opuesta. 

Principio de estoppel 

Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. 
Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 158.  

59. Surge del expediente del trámite del caso ante la Comisión, específicamente del contenido 
de su Informe de admisibilidad No 52/00 de 15 de junio de 2000 (...), que “en atención a que 
tanto la denuncia del caso 11.830 como la del caso 12.038 mencionan los nombres específicos 
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de algunas personas, agregando ‘y otros’, y que durante la tramitación del caso la [Comisión] 
ha[bía] recibido de los peticionarios distintas listas de nombres de las presuntas víctimas, y 
ha[bía] recibido también solicitudes de adhesión de otras personas que solicita[ba]n se les 
incorpor[ara] como presuntas víctimas, [lo que la Comisión] asum[ió] como presuntas víctimas 
a todas las personas comprendidas en la sentencia dictada el 24 de noviembre de 1997 por el 
Tribunal Constitucional”. Es decir, en esa oportunidad procesal, para la determinación de las 
presuntas víctimas, la Comisión utilizó como base a “todas las personas comprendidas” en esa 
sentencia expedida por el Tribunal Constitucional (...). Además, de conformidad con el derecho 
de defensa y el principio del contradictorio, la Comisión transmitió dicha información al Estado, 
el cual desde ese entonces no presentó ante la Comisión objeción u observación algunas 
respecto de esa lista de peticionarios elaborada con base en la sentencia del Tribunal 
Constitucional, hasta la interposición de la presente excepción preliminar. Más aún, la Corte 
hace notar que durante el resto del procedimiento ante la Comisión el Perú no presentó 
objeción alguna respecto de la legitimidad de quienes interpusieron la denuncia o quienes 
figuraban como presuntas víctimas. Inclusive, el Estado mantuvo diversas y extensas 
reuniones con representantes de los peticionarios en aras de lograr una solución amistosa.  

60. Por ende, el Estado no puede alegar válidamente en esta etapa procesal el proceder de la 
Comisión respecto del trámite y admisión de sus peticiones y menos aún para la determinación 
de las presuntas víctimas, pues a pesar de tener conocimiento oportuno acerca de la misma, 
no manifestó su disconformidad al respecto durante el trámite ante la propia Comisión. Como 
consecuencia de no haber planteado en su oportunidad procesal objeción alguna en ese 
sentido, la Corte concluye que el Estado está impedido –en virtud del principio del estoppel– 
de hacerla prevalecer ante este Tribunal, porque ha renunciado tácitamente a ella. Con base 
en lo anteriormente indicado, la Corte rechaza la primera excepción preliminar “de caducidad” 
presentada por el Estado. 

Corte IDH. Caso de los Empleados de la Fábrica de Fuegos de Santo Antônio de Jesus 
Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 
de julio de 2020. Serie C No. 407. 

33. Ahora bien, luego de que el Estado desistió de objetar la admisibilidad del caso sub judice 
durante la audiencia pública ante la Comisión, procedió a presentar ante la Corte la excepción 
preliminar de falta de agotamiento de los recursos internos. Lo anterior configura un cambio 
en la posición previamente asumida, que no es admisible según el principio de estoppel. En 
ese sentido, este Tribunal recuerda que, según la práctica internacional y conforme a su 
jurisprudencia, cuando una parte en un litigio ha adoptado una actitud determinada que 
redunda en perjuicio propio o en beneficio de la parte contraria, no puede, en virtud del 
principio de estoppel, asumir otra conducta que sea contradictoria con la primera. En 
consecuencia, la Corte desestima esta excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso Bendezú Tuncar Vs. Perú. Excepciones Preliminares y Fondo. 
Sentencia de 29 de agosto de 2023. Serie C No. 497. 

23. Este Tribunal considera que la argumentación del Estado sobre el agotamiento de los 
recursos internos, durante la etapa de admisibilidad ante la Comisión, fue inconsistente y 
contradictoria, pues inicialmente manifestó que no tenía objeción respecto al cumplimiento del 
agotamiento de los recursos internos y posteriormente sostuvo que la presunta víctima no 
había agotado los recursos internos en debida forma. Al respecto, la Corte recuerda que, 
según la práctica internacional y su jurisprudencia constante, cuando una de las partes de un 
litigio adopta una actitud determinada que redunda en perjuicio propio o en beneficio de la 
contraria, no puede, en virtud del principio de estoppel, asumir una posición que sea 
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contradictoria con la anterior. En relación con el agotamiento de los recursos internos el Estado 
cambió de modo manifiesto la posición inicialmente asumida, lo que resulta contrario al 
principio de estoppel. Por consiguiente, este Tribunal desestima la excepción preliminar 
presentada por el Estado.   

Representación ante la CIDH 

Corte IDH. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127. 

77. Los alegatos del Estado respecto de la excepción de “Ilegitimidad en la Representación” se 
centran en dos asuntos principales: a) que no se presentaron poderes de representación de 
todas las presuntas víctimas; y b) que los poderes otorgados a CENIDH y a CEJIL por algunas 
presuntas víctimas tienen “visibles infracciones a la ley del Notariado de Nicaragua en vigor”. 

86. Si no se admitiera una demanda porque se carece de representación, se incurriría en una 
restricción indebida que privaría a la presunta víctima de la posibilidad de acceder a la justicia. 

Derecho de defensa ante la CIDH 

Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. 
Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1. 

34. Esta Corte deberá determinar, por ende, si se han respetado las cuestiones esenciales 
implícitas en las reglas de procedimiento contenidas en la Convención. Para ello deberá 
examinar si, en el curso del trámite de este asunto, se ha visto menoscabado el derecho de 
defensa del Estado que opone las excepciones a la admisibilidad, o éste se ha visto impedido 
de ejercer cualquiera de los otros derechos que la Convención le reconoce dentro del 
procedimiento ante la Comisión. Asimismo la Corte ha de verificar si el presente asunto ha sido 
tramitado de conformidad con los lineamientos esenciales del sistema de protección dispuesto 
por la Convención. Dentro de esos criterios generales, la Corte examinará las distintas 
cuestiones procesales que le han sido sometidas, con el objeto de definir si existen vicios tales 
en el trámite al que ha sido sometido el presente caso, que deba rechazarse in limine la 
consideración del fondo.  

Corte IDH. Caso Fairén Garbi y Solís Corrales Vs. Honduras. Excepciones 
Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 2. 

52. Por otra parte, en la audiencia, el Gobierno señaló que la Comisión no había realizado una 
investigación in loco para verificar los hechos denunciados en este caso, no obstante que, en 
su opinión, se trata de un trámite obligatorio e indispensable, según lo dispuesto por el artículo 
48.2 de la Convención. 

53. La Comisión objetó este razonamiento en la misma audiencia, por considerar que la 
investigación in loco no es imperativa y que sólo debe ordenarse en los casos graves y 
urgentes. Dijo la Comisión, además, que tal diligencia no fue solicitada por las partes, ni es 
posible ordenarla de oficio en todas las denuncias individuales, muy numerosas, que se 
presentan ante ella. 

54. Al respecto, la Corte considera que, del contexto de los preceptos que regulan las citadas 
investigaciones in loco (arts. 48.2 de la Convención, 18.g) del Estatuto de la Comisión y 44 y 
55 a 59 de su Reglamento), se infiere que este instrumento de comprobación de hechos está 



 

97 M  M 

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 33 

sujeto a la apreciación discrecional de la Comisión para acordarlo de oficio o a petición de las 
partes, dentro de las hipótesis previstas por las citadas disposiciones normativas y no es 
obligatorio dentro del procedimiento regulado por el artículo 48 de la Convención. 

55. Por tanto, la omisión del procedimiento de investigación in loco no hace inadmisible en 
este caso la demanda interpuesta por la Comisión. 

56. En el petitorio relativo a las cuestiones de admisibilidad, el Gobierno ha solicitado que la 
Corte declare que la Comisión no agotó los procedimientos establecidos en los artículos 48 a 
50 de la Convención, sin cuyo cumplimiento no debió haber referido el caso a la Corte, al tenor 
del artículo 61.2 de la misma. La alegación del Gobierno ha hecho referencia a la omisión de 
toda tentativa de arreglo amistoso fundado en lo dispuesto por el artículo 48.1.f), cuestión 
ésta que ya ha sido considerada por la Corte (supra 47-51), así como a otras particularidades 
que ha tenido el trámite del presente asunto y que, a juicio del Gobierno, no se adecúan a lo 
pautado por los artículos 50 y 51 de la Convención. Los fundamentos concretos de este último 
planteamiento serán objeto de análisis por la Corte, después de formular algunas 
consideraciones generales sobre el procedimiento dispuesto por los artículos 48 al 50 de la 
Convención y su relación con el artículo 51, lo cual es necesario para situar las objeciones 
formuladas por el Gobierno en el contexto legal dentro del cual deben ser decididas. 

59. En el procedimiento de los artículos 48 a 50 está presente un propósito más amplio de la 
protección internacional a los derechos humanos, como es el de obtener el cumplimiento de las 
obligaciones a cargo de los Estados y particularmente, en este contexto, del deber jurídico de 
cooperar para la investigación y el remedio de las violaciones a los derechos humanos que les 
pudieran ser imputadas. Dentro de ese propósito general, el artículo 48.1.f) abre la posibilidad 
de un arreglo amistoso logrado con los buenos oficios de la Comisión, mientras que el artículo 
50 prevé que, si el asunto no ha sido solucionado, la Comisión debe preparar un informe que 
puede incluir, por propia iniciativa, sus recomendaciones y proposiciones para resolver 
satisfactoriamente el caso planteado. Si esos mecanismos de solución no conducen a un 
resultado adecuado, el asunto queda en estado de ser sometido a la decisión de la Corte, en 
los términos del artículo 51 de la Convención, siempre que se reúnan los demás requisitos 
para que ella pueda ejercer su competencia contenciosa. 

60. El procedimiento descrito contiene un mecanismo de intensidad creciente destinado a 
estimular al Estado afectado a fin de que cumpla con su deber de cooperar para la solución del 
caso. Se ofrece así al Estado la posibilidad de resolver el asunto antes de verse demandado 
ante la Corte, y al reclamante la de obtener un remedio apropiado de una manera más rápida 
y sencilla. Se trata, con todo, como se dijo, de dispositivos cuyo funcionamiento y eficacia 
dependerán de las circunstancias de cada caso, en especial de la naturaleza de los derechos 
afectados, de las características de los hechos denunciados y de la voluntad de cooperación del 
gobierno involucrado para la investigación del asunto y para la adopción de las medidas 
necesarias para solventarlo. 

Corte IDH. Caso de las niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana. Sentencia de 8 
de septiembre de 2005. Serie C No. 130.  

72. La Corte considera que para alcanzar una solución amistosa es necesario que exista un 
consenso básico entre las partes, en el cual se pueda constatar la voluntad de éstas de poner 
fin a la controversia, en lo que respecta al fondo del asunto y las posibles reparaciones, 
situación que no ocurrió en el presente caso. 

73. Este Tribunal observa que en el presente caso la Comisión se puso a disposición de las 
partes para alcanzar una solución amistosa, y los representantes y el Estado aceptaron 
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acogerse a dicho procedimiento. Los representantes hicieron una propuesta de acuerdo 
amistoso durante ese procedimiento. Sin embargo, el Estado no la aceptó, y manifestó que 
“las peticiones [de los representantes] sobrepasa[ban] con creces el objeto de la solución 
amistosa”. Asimismo, la Comisión señaló que consideró concluidas las negociaciones por no 
haberse llegado a una solución amistosa, luego de la reunión celebrada en la República 
Dominicana el 24 de agosto de 2001, en la cual participaron representantes del Estado, de las 
niñas y de la Comisión. El 25 de septiembre de 2001 el Estado otorgó las actas de nacimiento 
a las niñas. Sin embargo, el 17 de octubre de 2001 los representantes indicaron que este acto 
del Estado no constituía un acuerdo amistoso, ya que su propuesta implicaba la adopción de 
otras medidas, y reiteraron que no se encontraban dentro de un proceso formal de solución 
amistosa. 

74. De lo anterior se desprende que el procedimiento de solución amistosa no concluyó con un 
acuerdo expreso de las partes para llegar a la terminación del asunto. En consecuencia, la 
Corte desestima la segunda excepción preliminar interpuesta por el Estado. 

Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. 
Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 158. 

66. La Corte ha considerado anteriormente que la Convención Americana confiere al Tribunal 
jurisdicción plena sobre todas las cuestiones relativas a un caso sometido a su conocimiento, 
incluso sobre los presupuestos procesales en los que se funda la posibilidad de que ejerza su 
competencia, sin que esto suponga necesariamente revisar el procedimiento que se llevó a 
cabo ante la Comisión, salvo en caso de que exista un error grave que vulnere el derecho de 
defensa del Estado. En este caso, el Estado no ha demostrado la manera en que dicho 
proceder de la Comisión haya implicado un desequilibrio en su perjuicio durante el 
procedimiento ante ese órgano de protección. 

67. Más allá de eso, una vez que determinada información que contenga alegadas violaciones 
de derechos humanos es puesta en conocimiento de la Comisión, es ésta la que determina, en 
el ámbito de su amplio mandato de promoción y de protección de dichos derechos establecido 
en la Carta de la Organización de Estados Americanos y en la Convención Americana, el 
procedimiento por el cual deba encausarse o canalizarse la información recibida. 

68. Con base en las consideraciones anteriores, la Corte desestima el literal a) de la segunda 
excepción preliminar presentada por el Estado. 

Caso Furlán y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246.  

48. Cuando se alega como excepción preliminar un cuestionamiento a la actuación de la 
Comisión en relación con el procedimiento seguido ante ésta, esta Corte ha sostenido que la 
Comisión Interamericana tiene autonomía e independencia en el ejercicio de su mandato 
conforme a lo establecido por la Convención Americana y, particularmente, en el ejercicio de 
las funciones que le competen en el procedimiento relativo al trámite de peticiones individuales 
dispuesto por los artículos 44 a 51 de la Convención. No obstante, en asuntos que estén bajo 
su conocimiento, la Corte tiene la atribución de efectuar un control de legalidad de las 
actuaciones de la Comisión. Ello no supone necesariamente revisar el procedimiento que se 
llevó a cabo ante ésta, salvo en caso de que alguna de las partes alegue fundadamente que 
exista un error grave que vulnere su derecho de defensa. Asimismo, la Corte debe guardar un 
justo equilibrio entre la protección de los derechos humanos, fin último del Sistema, y la 
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seguridad jurídica y equidad procesal que aseguran la estabilidad y confiabilidad de la tutela 
internacional. 

49. La Corte ha señalado que el trámite de las peticiones individuales se encuentra regido por 
garantías que aseguran a las partes el ejercicio del derecho de defensa en el procedimiento. 
Tales garantías son: a) las relacionadas con las condiciones de admisibilidad de las peticiones 
(artículos 44 a 46 de la Convención), y b) las relativas a los principios de contradicción 
(artículo 48 de la Convención) y equidad procesal. Igualmente, es preciso tener en cuenta el 
principio de seguridad jurídica (artículo 38 del Reglamento de la Comisión). 

50. Asimismo, la parte que afirma que una actuación de la Comisión durante el procedimiento 
ante la misma ha sido llevada a cabo mediante un error grave que afectó su derecho de 
defensa debe demostrar efectivamente tal perjuicio. Por ello, a este respecto, no resulta 
suficiente una queja o discrepancia de criterios en relación a lo actuado por la Comisión 
Interamericana. 

51. La Corte, en su carácter de órgano jurisdiccional, procede en el presente caso a revisar lo 
actuado precedentemente y decidido por la Comisión, en aras de asegurar el derecho de 
defensa habría sido vulnerado, por cuanto la Comisión “concluyó otras violaciones diferentes a 
aquéllas por las cuales fue admitido el caso”. En dicho caso la Corte señaló que las 
consideraciones de la Comisión respecto de presuntas violaciones de la Convención Americana 
no son de obligatorio acatamiento para la Corte. Asimismo, en el caso Apitz Barbera y otros 
vs. Venezuela, la Corte indicó que “las decisiones de inadmisibilidad que realiza la Comisión 
basadas en el artículo 47 letras b) y c) de la Convención son calificaciones jurídicas prima 
facie, que no limitan la competencia de la Corte para pronunciarse sobre un punto de derecho 
que ha sido analizado por la Comisión sólo de forma preliminar”. 

55. En segundo lugar, el Tribunal reitera que el principio iura novit curia, el cual se encuentra 
sólidamente respaldado en la jurisprudencia internacional, permite estudiar la posible violación 
de las normas de la Convención que no han sido alegadas en los escritos presentados por las 
partes, siempre y cuando éstas hayan tenido la oportunidad de expresar sus respectivas 
posiciones en relación con los hechos que las sustentan. En este sentido, la Corte ha utilizado 
dicho principio, desde su primera sentencia y en diversas oportunidades, para declarar la 
vulneración de derechos que no habían sido directamente alegados por las partes, pero que se 
desprendían del análisis de los hechos bajo controversia, por cuanto dicho principio autoriza al 
Tribunal, siempre y cuando se respete el marco fáctico de la causa, a calificar la situación o 
relación jurídica en conflicto de manera distinta a como lo hicieran las partes. 

56. En el presente caso, el Tribunal observa que el Estado tenía conocimiento de los hechos 
que sustentan la presunta violación al artículo 5 de la Convención en perjuicio de Sebastián 
Furlan y su familia, por cuanto el señor Danilo Furlan, desde su petición inicial, hizo referencia 
a las presuntas afectaciones que habría sufrido tanto su hijo como su familia por la alegada 
demora en el proceso. Posteriormente y durante la etapa de admisibilidad ante la Comisión, el 
señor Danilo Furlan indicó, en repetidas oportunidades, los alegados hechos o afectaciones que 
presuntamente se habrían producido, a saber: i) “si los daños cerebrales de [su] hijo, 
Sebastián, son graves, no son menos los daños colaterales al resto de la familia, madre, [dos] 
hermanos y [él, puesto que] cada vez se [les] complica más la vida, problemas psíquicos, 
anímicos y económicos son los que [les] sobran, esta familia es como un barco hundiéndose”; 
ii) “ahora est[án] todos separados de todos, cada uno con su propio trauma psicológico”; iii) 
que Sebastián Furlan “tiene una vida llena de limitaciones, llena de problemas e 
incertidumbres, al igual que [él] y sus hermanos”, y iv) “esto debería considerarse como un 
crimen, puesto que definitivamente van a dejar huellas irreparables de por vida, tanto en 
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Sebastián como en cada uno de sus hermanos y padres, víctimas también en esta 
desintegrada, humillada y empobrecida familia”. La Corte constata que los escritos en los 
cuales se reseñaron estas afirmaciones fueron trasladados al Estado durante la etapa de 
admisibilidad ante la Comisión. 

57. Por otra parte, el Tribunal nota que la Comisión Interamericana tuvo acceso al expediente 
judicial completo después de emitido el informe de admisibilidad, cuando éste fue remitido por 
el Estado, por lo que sólo hasta este momento la Comisión contó con todos los medios 
probatorios para establecer los hechos concretos del presente caso. 

58. Respecto a los alegatos presentados por el Estado según los cuales la Corte ya habría 
establecido en la sentencia del caso Grande vs. Argentina que la aplicación del principio iura 
novit curia por parte de la Comisión no sería procedente, el Tribunal recuerda que en dicho 
caso se admitió la excepción preliminar por violación del derecho de defensa del Estado, por 
cuanto “con motivo del cambio en el objeto de la petición en el Informe de Admisibilidad, y la 
posterior aplicación, por parte de la Comisión, de la preclusión procesal de los alegatos del 
Estado frente a requisitos de admisibilidad en su Informe de Fondo, la Comisión omitió 
verificar el requisito de admisibilidad establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención 
respecto del proceso penal”, es decir, el requisito que indica que la petición inicial debe ser 
“presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en el que el presunto 
lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva”. Asimismo, dicho caso 
incluía la referencia a hechos que se encontraban fuera de la competencia temporal de la Corte 
e involucraba dos procesos diferentes (uno de carácter penal y otro de carácter contencioso 
administrativo). Por tanto, la Corte no encuentra relación entre lo decidido en el caso citado 
por el Estado y el presente caso. 

59. En consecuencia, la Corte concluye que el Estado tuvo conocimiento de los hechos que 
sustentan la presunta violación del artículo 5 de la Convención en perjuicio de Sebastián Furlan 
y sus familiares desde el inicio del trámite del proceso ante la Comisión, por lo que habría 
podido expresar su posición de haberlo considerado pertinente. En este sentido, la Comisión 
podía hacer uso del principio iura novit curia o considerar otra calificación de los mismos 
hechos, sin que lo anterior implicara una vulneración al derecho de defensa del Estado 
argentino. 

60. Por todo lo anterior, la Corte desestima la excepción preliminar de violación al derecho de 
defensa en el procedimiento ante la Comisión Interamericana planteada por el Estado 
argentino. 

Corte IDH. Caso Vélez Restrepo y familiares Vs. Colombia. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de septiembre de 2012. Serie C No. 
248. 

32. Si bien los hechos del Informe de Fondo sometidos a la consideración de la Corte 
constituyen el marco fáctico del proceso ante el Tribunal, éste no se encuentra limitado por la 
valoración probatoria y la calificación de los hechos que realiza la Comisión en el ejercicio de 
sus atribuciones. El Tribunal realiza su propia determinación de los hechos del caso, valorando 
la prueba ofrecida por la Comisión y las partes y la solicitada para mejor resolver, respetando 
el derecho de defensa de las partes y el objeto de la litis. Durante el proceso ante la Corte el 
Estado cuenta con oportunidades procesales para ejercitar su derecho de defensa y 
controvertir y desestimar los hechos sometidos a la consideración de la Corte. Asimismo, los 
alegatos planteados por el Estado al interponer la excepción preliminar serán tomados en 
cuenta al establecer los hechos que este Tribunal considera como probados y determinar si el 
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Estado es internacionalmente responsable de las alegadas violaciones a los derechos 
convencionales. 

Corte IDH. Caso Mémoli Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2013. Serie C No. 265.  

32. Esta Corte considera que el criterio de razonabilidad, con base al cual se deben aplicar las 
normas procedimentales (...), implica que un plazo como el que propone el Estado tendría que 
estar dispuesto claramente en las normas que rigen el procedimiento. Esto es particularmente 
así considerando que se estaría poniendo en juego el derecho de petición de las presuntas 
víctimas, establecido en el artículo 44 de la Convención, por acciones u omisiones de la 
Comisión Interamericana sobre las cuales las presuntas víctimas no tienen ningún tipo de 
control. Adicionalmente, si dicho plazo existiese, la normativa aplicable también tendría que 
contemplar la consecuencia jurídica aplicable al incumplimiento de dicho plazo. 

33. Por tanto, la Corte considera que la demora excesiva en la tramitación inicial no constituye 
una violación indirecta de la norma establecida en el artículo 46.1.b de la Convención 
Americana. Sin perjuicio de lo anterior, en los párrafos 35 a 41 infra se examinará la alegada 
afectación al derecho a la defensa que podría ocasionar el hecho de que el plazo en la 
tramitación inicial de la petición inicial se haya extendido más allá de lo razonable. 

[...] 

40. Si bien la motivación de una decisión no exige una respuesta detallada a todos y cada uno 
de los argumentos de las partes, la excepción preliminar planteada por el Estado era parte 
importante de las defensas del Estado, aún cuando no estuviera relacionada directamente con 
un requisito de admisibilidad. No obstante, la Corte considera que la falta de respuesta 
específica al argumento del Estado sobre este punto por sí solo no resulta suficiente para que 
sea considerado como un error grave en perjuicio del derecho a la defensa del Estado, que 
pudiera generar la inadmisibilidad del presente caso ante la Corte. 

41. Por otra parte, este Tribunal enfatiza que la Comisión debe garantizar en todo momento la 
razonabilidad de los plazos en la tramitación de sus procesos. Sin embargo, dentro de ciertos 
límites de temporalidad y razonabilidad, determinadas omisiones o retrasos en la observancia 
de los procedimientos de la propia Comisión pueden ser dispensados si se conserva un 
adecuado equilibrio entre la justicia y la seguridad jurídica. Las anteriores consideraciones 
permiten concluir que el Estado no ha acreditado que el plazo que la petición pasó en la etapa 
de revisión inicial significó un incumplimiento a las normas procedimentales del Sistema 
Interamericano o un error grave que afectó su derecho a la defensa, de forma tal que se 
justifique la inadmisibilidad del presente caso. 

42. Asimismo, la Corte considera que el retraso de la Comisión en la tramitación de los casos 
ante dicho órgano no constituye per se una razón suficiente para sacrificar el derecho de las 
presuntas víctimas a acceder a la Corte Interamericana. Si se aceptara el argumento de que la 
duración excesiva de la revisión inicial (en este caso, de más de tres años) pudiera constituir 
un obstáculo para el sometimiento del caso a la Corte, se estaría afectando el acceso efectivo 
de las presuntas víctimas a la justicia interamericana, lo cual sería contradictorio con el 
objetivo esencial del Sistema Interamericano de promover la observancia y la defensa de los 
derechos humanos. Por tanto, este Tribunal desestima la presente excepción preliminar. 
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Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. 
Serie C No. 283. 

28. Es jurisprudencia de la Corte que los derechos indicados en el Informe de Admisibilidad de 
la Comisión son el resultado de un examen preliminar de la petición que se encuentra en 
curso, por lo que no limitan la posibilidad de que en etapas posteriores del proceso puedan 
incluirse otros derechos o artículos que presuntamente hayan sido vulnerados, siempre y 
cuando se respete el derecho de defensa del Estado y se mantengan dentro del marco fáctico 
del caso bajo análisis. Es así que sobre la base del principio del contradictorio, el debate de las 
cuestiones fácticas debe estar reflejado en el Informe de Fondo. Al respecto, corresponde a la 
Corte decidir en cada caso acerca de la procedencia de alegatos relativos al marco fáctico en 
resguardo del equilibrio procesal de las partes. 

[...] 

30.Tal como se desprende del Informe de Admisibilidad, es incuestionable que el Estado tuvo 
conocimiento de los hechos que sustentan la presunta violación de los artículos 22 y 23 de la 
Convención, en perjuicio de integrantes de la familia A, B.A. y A.A., en los primeros momentos 
del inicio del trámite ante la Comisión, por lo que habría podido expresar su posición, de 
haberlo considerado pertinente. En este sentido, la Corte considera que la decisión de la 
Comisión de incluir en sus consideraciones del Informe de Fondo las presuntas violaciones al 
derecho de circulación y residencia, así como a la participación política, contenidos en los 
artículos 22 y 23 de la Convención Americana, fundamentándose en el principio “iura novit 
curia” y tomando en cuenta que el Estado “conoció los hechos en los cuales se basó dicho 
alegato y tuvo la oportunidad de ofrecer sus observaciones al respecto”, no implicó una 
vulneración al derecho de defensa de Guatemala. 

31. En razón de lo anterior, la Corte desestima la objeción del Estado derivada de una 
supuesta vulneración de su derecho de defensa en el procedimiento ante la Comisión 
Interamericana. 

Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. 
Serie C No. 371.  

21. La Corte, interpretando el artículo 42 de su Reglamento que regula las excepciones 
preliminares, estima que estas se denominan así precisamente por tener el carácter de previas 
y por tanto, tienden a impedir el análisis del fondo de un asunto cuestionado, mediante la 
objeción de la admisibilidad de un caso o la competencia del Tribunal para conocer de un 
determinado caso o de alguno de sus aspectos, ya sea en razón de la persona, materia, tiempo 
o lugar, siempre y cuando dichos planteamientos tengan el carácter de preliminares. Si estos 
planteamientos no pudieran ser considerados sin entrar a analizar previamente el fondo de un 
caso, no pueden ser analizados mediante una excepción preliminar. 

22. En el presente caso, la Corte nota que el Estado alega que la Comisión incurrió en un error 
grave que afectó su derecho a la defensa, debido a que no habría evaluado u otorgado justa 
consideración a la información remitida durante el trámite ante dicho órgano sobre las 
acciones emprendidas por el Estado antes y después de la emisión del Informe de Fondo en 
relación con la investigación de los hechos de este caso y otras formas de reparación. 

23. Al respecto, la Corte recuerda que cuando alguna de las partes alegue fundadamente que 
existe un error grave que vulnera su derecho de defensa, la Corte tiene la atribución de 
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efectuar un control de legalidad de las actuaciones de la Comisión de los asuntos que estén 
bajo su conocimiento. En este sentido ha sido la jurisprudencia reiterada de este Tribunal que 
la parte que afirma que una actuación de la Comisión durante el procedimiento ante la misma 
ha sido llevada de manera irregular afectando su derecho de defensa debe demostrar 
efectivamente tal perjuicio. A este respecto, no resulta suficiente una queja o discrepancia de 
criterios en relación con lo actuado por la Comisión Interamericana. 

24. En el presente caso, la Corte estima que lo que el Estado considera como un error grave 
en su perjuicio realmente constituye una discrepancia de criterios en cuanto al valor que, de 
acuerdo al Estado, la Comisión ha debido otorgar a sus acciones antes y después de la emisión 
del Informe de Fondo. La Corte constata que la Comisión se refirió y se pronunció sobre la 
información aportada por el Estado tanto en el Informe de Fondo como en el escrito de 
sometimiento del caso a la Corte, por tanto, este Tribunal considera que la Comisión no 
incurrió en error en el trámite del caso ante dicho órgano con fundamento en las razones 
alegadas por el Estado. 

25. Adicionalmente, la Corte constata que el Estado tampoco ha demostrado el perjuicio 
concreto que le habría causado la actuación de la Comisión al no haberse pronunciado sobre el 
principio de complementariedad en tanto la consideración de las medidas implementadas por 
el Estado constituye un asunto que aún puede alegar y demostrar ante este Tribunal. En 
definitiva, los alegatos del Estado sobre las medidas adoptadas después del Informe de Fondo, 
son cuestiones que corresponde a esta Corte resolver en el fondo de este caso y sus 
eventuales reparaciones. 

26. Por consiguiente, la Corte concluye que los alegatos del Estado en cuanto a la supuesta 
vulneración de los principios de seguridad jurídica y de equidad procesal y de su derecho de 
defensa constituyen una discrepancia de criterios frente a lo fundamentado y decidido por la 
Comisión, lo cual corresponde analizar en relación con el fondo del caso y no como una 
excepción preliminar. 

27. En virtud de todas las consideraciones anteriores, la Corte desestima la excepción 
preliminar interpuesta por el Estado. 

Corte IDH. Caso Carranza Alarcón Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de febrero de 2020. Serie C No. 399. 

29. Resta considerar el argumento estatal sobre la falta de un tiempo adecuado para cumplir 
las recomendaciones de la Comisión. De conformidad con los artículos 50 y 51 de la 
Convención, corresponde a la Comisión evaluar si el Estado cumplió o no las recomendaciones 
y, en su caso, si somete el caso a la Corte. Una vez iniciada la vía jurisdiccional, la Corte debe 
determinar si el Estado violó o no preceptos sustantivos de la Convención y, en su caso, 
establecer las consecuencias de dichas violaciones. 

30. Este Tribunal destaca la importancia del examen que realiza la Comisión del cumplimiento 
de sus recomendaciones, pues resulta útil para apreciar si el Estado ha realizado avances 
aptos para reparar adecuadamente a las personas consideradas víctimas y, en su caso, para 
procurar garantizar que las violaciones declaradas por la Comisión no se repitan. Asimismo, de 
ser el caso, dicho examen permite a la Comisión decidir si remite el caso a la Corte o si ello no 
sería procedente o conveniente en un caso concreto. Al respecto, las normas convencionales, 
estatutarias y reglamentarias aplicables no obligan a la Comisión a remitir un caso a este 
Tribunal. 
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31. En el presente caso, el Estado presentó información a la Comisión luego de emitido el 
Informe de Fondo (...). Al hacerlo, indicó, por una parte, acciones de capacitación para la no 
reiteración de los hechos (además de recordar que había modificado el régimen legal de la 
prisión preventiva años antes de la decisión de fondo de la Comisión) y, por otra parte, 
intentos de localizar al señor Carranza a efectos de poder cumplir con la recomendación de 
reparar el daño que la Comisión determinó que él sufrió. Sobre esto, el Estado comunicó a la 
Comisión que el abogado del señor Carranza estaba anuente a que se solicite una prórroga y, 
luego, que el mismo abogado había informado que el señor Carranza estaría muerto. 

32. Pese a lo anterior, la Comisión expresó, al someter el caso a la Corte, que “no contó con 
información concreta sobre el cumplimiento de [sus] recomendaciones” (...). Dado lo dicho, es 
necesario resaltar que, de conformidad con las normas antes referidas, corresponde a la 
Comisión y no a esta Corte la apreciación de si el Estado cumplió o no las recomendaciones 
contenidas en el Informe de Fondo y, en general, de las circunstancias relativas a las 
actuaciones seguidas luego de comunicada dicha decisión. No es, en principio, función de la 
Corte evaluar o revisar el criterio de la Comisión al respecto. En el caso, el Estado tuvo 
oportunidad de presentar información a la Comisión luego de que se le notificara el Informe de 
Fondo, la cual fue valorada por la Comisión. No se advierte, entonces, un error grave que 
afecte el derecho de defensa. 

Corte IDH. Caso Álvarez Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 24 de marzo de 2023. Serie C No. 487. 

35. En los casos en que se alega como excepción preliminar un cuestionamiento a la actuación 
de la Comisión Interamericana en relación con el procedimiento seguido ante esta última, la 
Corte ha afirmado que dicho órgano tiene autonomía e independencia en el ejercicio de su 
mandato conforme a lo establecido por la Convención Americana y, particularmente, en el 
ejercicio de las funciones que le competen en el procedimiento relativo al trámite de peticiones 
individuales dispuesto por los artículos 44 a 51 de la Convención. No obstante, en asuntos que 
estén bajo su conocimiento, la Corte tiene la atribución de efectuar un control de legalidad de 
las actuaciones de la Comisión. Asimismo, el Tribunal debe guardar un justo equilibrio entre la 
protección de los derechos humanos, fin último del Sistema Interamericano, y la seguridad 
jurídica y equidad procesal que aseguran la estabilidad y confiabilidad de la tutela 
internacional.  

36. La Corte recuerda, además, que la parte que afirma que una actuación de la Comisión 
durante el procedimiento ante esta ha sido llevada a cabo mediante un error grave que afectó 
su derecho de defensa, debe demostrar efectivamente tal perjuicio. Por ello, a este respecto, 
no resulta suficiente una queja o discrepancia de criterios con relación a lo actuado por la 
Comisión Interamericana. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados "José Alvear 
Restrepo" Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 18 de octubre de 2023. Serie C No. 506. 

56. Por consiguiente, más allá del retardo evidente ‒y excesivo‒ en la tramitación del asunto, 
respecto de lo cual este Tribunal hace expresa nuevamente su preocupación, no se evidencia 
que lo actuado haya configurado inobservancia a la normativa reglamentaria que rige el 
trámite ante la Comisión con perjuicio a los intereses del Estado.  

57. Cabe agregar que las disposiciones del Reglamento de la Comisión le confieren amplias 
facultades para convocar a audiencias, sin importar el estado del trámite del asunto, tanto 
para abordar temas relativos al procedimiento de admisibilidad como los concernientes al 
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análisis de fondo, y, en general, a “cualquier otra cuestión relativa al trámite de la petición o 
caso”, con lo que tampoco tiene asidero el reclamo del Estado a ese respecto.  

Corte IDH. Caso Yangali Iparraguirre Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de marzo de 2024. Serie C No. 518. 

40. La Corte recuerda que en los asuntos bajo su conocimiento tiene la atribución de efectuar 
un control de legalidad de las actuaciones de la Comisión, lo que no supone necesariamente 
revisar de oficio el procedimiento que se llevó a cabo en dicha sede. Además, el Tribunal debe 
guardar un justo equilibrio entre la protección de los derechos humanos, fin último del Sistema 
Interamericano, y la seguridad jurídica y equidad procesal, que aseguran la estabilidad y 
confiabilidad de la tutela internacional. El control señalado puede proceder, entonces, en 
aquellos casos en que alguna de las partes alegue que existe un error grave que vulnere su 
derecho de defensa, en cuyo caso debe demostrar tal perjuicio. No resulta suficiente una queja 
o discrepancia de criterios con relación a lo actuado por la Comisión.  

41. El Estado peruano cuestionó la aplicación de la Resolución 1/16 por parte de la Comisión 
Interamericana con el fin de que no se incluya, en el análisis de fondo del presente proceso, el 
hecho correspondiente a la demanda de indemnización por daños y perjuicios que el señor 
Yangali Iparraguirre promovió en 2008. En atención a la pretensión última del Estado, dirigida 
a evitar el estudio de determinados hechos y de alegadas violaciones sometidos a la 
jurisdicción de este Tribunal, la solicitud se analiza como excepción preliminar. 

42. En tal sentido, la Corte recuerda que, mediante comunicaciones de 15 de septiembre de 
2017, la Comisión informó a las partes acerca de la decisión de aplicar el artículo 36.3 de su 
Reglamento, “en concordancia con su Resolución 1/16 sobre [‘]Medidas para reducir el atraso 
procesal [’]”, en el sentido que “decidir[ía] conjuntamente en su oportunidad la admisibilidad y 
el fondo del asunto”.  

43. Ante ello, el Tribunal considera que la actuación de la Comisión se enmarcó en una norma 
procedimental que le permite un amplio margen de actuación en el impulso del trámite a su 
cargo, quedando a su criterio la interpretación del precepto reglamentario y su aplicación a un 
caso concreto. El supuesto error que invoca el Estado no puede advertirse por el solo 
contenido de la comunicación que dispuso el tratamiento conjunto de la admisibilidad y el 
fondo de la petición, sino que es preciso examinar si se garantizó el derecho de defensa del 
Estado respecto a las cuestiones fáticas y jurídicas relativas a ambos aspectos, lo que 
efectivamente sucedió, según se advierte de las actuaciones.  

44. En cualquier caso, la solicitud del Estado se sustenta más bien en su desacuerdo con la 
decisión de la Comisión de analizar juntamente la admisibilidad y el fondo, y con las 
consecuencias que, a su juicio, derivaron de dicha decisión, y no con un error grave que haya 
vulnerado su derecho de defensa. En consecuencia, se desestima la excepción preliminar. 

[...] 

51. El Estado, como parte de su solicitud de control de legalidad de las actuaciones de la 
Comisión, invocó como error imputable a esta última la admisión de un hecho ocurrido con 
posterioridad a la presentación de la petición inicial, lo que, según argumentó, habría derivado 
de la decisión de diferir el estudio de la admisibilidad de la petición hasta el momento de la 
discusión y análisis sobre el fondo. 

53. El Tribunal advierte que la prolongación del trámite ante la Comisión supuso una 
reconfiguración del marco fáctico del caso pues, sin haberse emitido decisión sobre la 
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admisibilidad del asunto, los tribunales internos resolvieron el reclamo objeto de la petición 
inicial. A la postre, la presunta víctima promovió una ulterior acción judicial para demandar la 
indemnización por los daños y perjuicios que, a su consideración, habían derivado a partir de 
la destitución de la que fue objeto. En tal sentido, como explicó la Comisión, la demanda 
instada por el señor Yangali Iparraguirre para obtener el pago de la indemnización configuró 
uno de los reclamos judiciales que formuló para pretender una reparación integral ante los 
hechos que consideró violatorios a sus derechos. Se trata entonces de un “hecho 
sobreviniente”, un “hecho ocurrido con posterioridad” o un “hecho superviniente”, es decir, un 
hecho relacionado íntimamente con aquellos que conformaron la petición original, por 
constituir un desarrollo o evolución de la situación inicial.  

54. En vista de lo anterior, en este caso no surge que durante el trámite ante la Comisión se 
haya privado a las partes de su derecho de defensa. Lo relevante es que durante dicho trámite 
se haya conferido al Estado un amplio margen de defensa, traducido en oportunidades para 
analizar, discutir o rebatir los hechos. Como efectivamente se advierte del estudio de las 
actuaciones, el Estado contó con las oportunidades para pronunciarse y ejercer su derecho de 
defensa. En consecuencia, se desestima la excepción preliminar opuesta. 

[...] 

59. El planteamiento del Estado se dirige a invocar un yerro que habría ocurrido durante el 
trámite ante la Comisión, el cual, según indicó, “podría llevar a la Corte […] a incurrir en 
imprecisiones y errores al momento de resolver la […] controversia”. En suma, aunque la 
pretensión estatal no se advierte con claridad, pues no se formuló una petición específica al 
solicitar el control de legalidad, se aprecia que los argumentos expuestos insisten en la 
alegada falta de agotamiento de los recursos internos y al reproche por la inclusión de hechos 
que, a decir del Perú, no deberían haberse admitido en el proceso internacional. 

62. En tal sentido, la Comisión, al analizar el cumplimiento del requisito de admisibilidad, 
expresó de manera clara y completa los motivos por los que concluyó en su verificación, lo que 
le exigía pronunciarse respecto de ambas vías judiciales utilizadas por el peticionario, sin que 
ello denote que haya confundido o desconocido la naturaleza y alcances de cada una de estas. 
Cuestión distinta al estudio sobre el agotamiento de los recursos internos es el análisis sobre 
si, en definitiva, los mecanismos instados habrían o no reparado una eventual violación a los 
derechos de la presunta víctima, materias que el Informe de Fondo abordó con posterioridad al 
examen atinente al agotamiento de los recursos internos. Por consiguiente, se desestima la 
excepción preliminar opuesta. 

Corte IDH. Caso Vega González y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2024. Serie C No. 519. 

52. La Corte en casos anteriores ha considerado que los derechos indicados en el Informe de 
Admisibilidad son el resultado de un examen preliminar de la petición y no limitan la 
posibilidad de que, en etapas posteriores del proceso, puedan incluirse otros derechos u otros 
artículos que presuntamente hayan sido vulnerados, siempre y cuando se respete el derecho 
de defensa en el marco de la base fáctica del caso bajo análisis, situación que esta Corte 
estima que en el presente caso ocurrió.   

54. Habiendo determinado que los hechos descritos relacionados con la desaparición forzada 
se encontraban dentro del marco fáctico del caso, la Comisión podía aplicar los artículos I.b y 
III de la CIDFP, los cuales se refieren a las obligaciones estatales en esta materia, sin que esto 
implicara una vulneración al derecho de defensa del Estado. Asimismo, el Estado en su 
reconocimiento expresó que incumplió sus obligaciones de investigar y sancionar las 
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desapariciones forzadas de las presuntas víctimas a la luz de los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana, obligaciones que están contempladas en los artículos I.b y III de la 
CIDFP, cuya inclusión cuestiona mediante la presente excepción.   

55. En conclusión, la Corte considera que, en el caso particular, no existió violación al derecho 
de defensa en el procedimiento ante la Comisión Interamericana en los términos planteados 
por el Estado, por lo que se desestima la excepción preliminar. 

Corte IDH. Caso Miembros del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA 
(SUTECASA) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 6 de junio de 2024. Serie C No. 526. 

23. La Corte recuerda que la Comisión Interamericana tiene independencia y autonomía en el 
ejercicio de sus funciones, conforme a lo estipulado en la Convención Americana, en especial 
en lo relativo al procedimiento de análisis de peticiones individuales. A pesar de ello, este 
Tribunal ha establecido que puede hacer control de legalidad de las actuaciones de la 
Comisión, en tanto alguna de las partes alegue la existencia de un error grave que vulnere su 
derecho de defensa, en cuyo caso debe demostrar efectivamente tal perjuicio. No resulta 
suficiente una queja o discrepancia de criterio en relación con lo actuado por la Comisión 
Interamericana. Con fundamento en este argumento, la Corte ha desestimado todas las 
solicitudes de control de legalidad de las actuaciones de la Comisión hechas por el Estado de 
Perú en casos recientes.  

24. En este caso, la Corte encuentra que el Estado no demostró la existencia de un error grave 
en la actuación de la Comisión que implicara una violación de su derecho a la defensa. Antes 
bien, sus objeciones están relacionadas con su desacuerdo en el análisis temporal de hechos 
que fueron incluidos en el Informe de Fondo y con la valoración de la prueba hecha por la 
Comisión. A juicio de la Corte, dichas objeciones corresponden a una diferencia de criterio 
sobre el análisis fáctico y probatorio, cuestión que excede la posibilidad de hacer control de 
legalidad de las actuaciones de la Comisión y que será resuelta al determinar el marco fáctico 
de este caso. Por lo anterior, la excepción preliminar planteada por el Estado será 
desestimada.     
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Tramitación ante la CIDH 

Corte IDH. Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C No. 
327.  

35. La Corte constata que el Informe de Admisibilidad y Fondo aprobado por la Comisión en 
este caso está motivado y que, por tanto, lo planteado por el Estado constituye una 
discrepancia de criterios frente a lo fundamentado y decidido por la Comisión. Por 
consiguiente, estos alegatos deben ser examinados en el análisis de fondo del caso y no como 
una excepción preliminar (...). En consecuencia, este Tribunal desestima este extremo de la 
excepción preliminar. 

[...] 

37. La Corte considera que el paso del tiempo distorsiona la efectividad de la decisión 
jurisdiccional en varios sentidos. La doctrina procesal reconoce que afecta la seguridad jurídica 
en caso de procesos de partes y que afecta a los posibles responsables en caso de procesos 
dispositivos que terminan en la aplicación de sanciones. Este es el principal fundamento de la 
prescripción en ambas modalidades procesales. Es obvio también, en el caso de procesos que 
terminan en la aplicación de sanciones, que la disolución de pruebas por el paso del tiempo 
afecta el derecho de defensa. Justamente se ha considerado que la imprescriptibilidad es 
excepcional y nunca puede ser la regla. La imprescriptibilidad general es una característica 
autoritaria por la alta lesividad al derecho de defensa. 

38. Si bien la Comisión tiene la potestad de seleccionar casos, no obstante es inadmisible una 
demora temporal prácticamente indefinida, que afecte el derecho de acceso a la justicia de las 
presuntas víctimas o usuarios del sistema. Pero al mismo tiempo, la demora temporal por 
décadas sería suceptible de vulnerar el derecho de defensa de los Estados. En el presente 
caso, como en otros, es el Estado quien invoca la pretendida lesión a su derecho de defensa. 

39. Es verdad que la demora temporal provoca un debilitamiento de la prueba en razón de que 
los funcionarios responsables han dejado de ejercer funciones, los registros se han perdido, los 
archivos se han destruido o se ignoran, la memoria afecta los testimonios, testigos y víctimas 
han fallecido o no se los localiza, entre otros. No obstante, esta demora afecta de manera más 
acentuada a las víctimas, quienes no tendrían que soportar los efectos adversos de esta 
tardanza. 

40. La responsabilidad de este efecto no puede recaer en la Comisión, dado que es notorio que 
la demora temporal podría obedecer, entre otras razones, a la inadecuación del sistema a los 
requerimientos de los usuarios, lo que podría provenir de una omisión por parte de los 
Estados, no en forma individual, sino colectivamente. En síntesis: el reclamo de los Estados en 
cuanto a la afectación de su derecho de defensa, podría provenir directamente de su omisión 
colectiva de proveer a la eficacia del sistema mediante la adecuación de su infraestructura 
material y humana a las crecientes demandas de los beneficiarios de su servicio. 

41. Sin perjuicio de lo anterior, de hacer lugar a la excepción preliminar presentada por el 
Estado en razón de la demora temporal, se privaría del derecho de acceso a la justicia a las 
presuntas víctimas debido a faltas que podrían ser colectivamente atribuibles a los propios 
Estados, lo que violaría la clásica regla que nadie puede alegar a su favor su propia omisión. 

42. Por tanto, este Tribunal también desestima este extremo de la excepción preliminar. 
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Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339. 

30. El artículo 50.1 de la Convención Americana establece que, “[d]e no llegarse a una 
solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión, ésta redactará un informe en el 
que expondrá los hechos y sus conclusiones”. A su vez, el artículo 23.2 del Estatuto de la 
Comisión estipula que, “[d]e no llegarse a la solución amistosa referida en los artículos 44 al 
51 de la Convención, la Comisión redactará dentro del plazo de 180 días el informe requerido 
por el artículo 50 de la Convención”. Asimismo, el artículo 40.4 del Reglamento de la Comisión 
aprobado en 2009 y modificado en 2011 y 2013, establece en líneas generales que la Comisión 
“[p]odrá dar por concluida su intervención en el procedimiento de solución amistosa si advierte 
que el asunto no es susceptible de resolverse por esta vía, o alguna de las partes no consiente 
en su aplicación, decide no continuar en él, o no muestra la voluntad de llegar a una solución 
amistosa fundada en el respeto de los derechos humanos”. De las normas antes señaladas, 
esta Corte advierte que corresponde a la Comisión valorar prudencialmente las circusntancias 
existentes en cada caso para determinar que el mismo no se resolverá a través de una 
solución amistosa y así proceder a la redacción del informe de fondo observando el plazo de 
180 días. 

31. En el Caso Gonzalez Medina y familiares Vs. República Dominicana, la Corte señaló que lo 
más adecuado a la luz de la normativa mencionada es que la Comisión dicte el informe de 
fondo si el asunto no ha sido solucionado por las partes, de forma tal que no lo vaya a hacer si 
aún existe posibilidad de solución amistosa y sin haber dado al Estado la oportunidad de 
cumplir con sus obligaciones respecto de las alegadas violaciones que se le imputan y que las 
presuntas víctimas puedan considerar si las acciones del Estado constituyen un remedio 
apropiado. Asimismo, este Tribunal advirtió que ni la Convención ni el Estatuto de la Comisión 
estipulan que la consecuencia jurídica ante la falta de emisión del informe de fondo dentro del 
referido plazo del artículo 23.2 sea que el caso no pueda ser sometido a la Corte. Por 
consiguiente, la Corte decide desestimar este extremo de la excepción preliminar. 

32. Por último, en torno al segundo argumento del Estado relacionado con la alegada falta de 
acreditación de los representantes, la Corte recuerda que el acceso del individuo al sistema 
interamericano de protección de los derechos humanos no puede ser restringido con base en la 
exigencia de contar con representante legal, dado que si no se admitiera el sometimiento de 
un caso porque se carece de representación, se incurriría en una restricción indebida que 
privaría a la presunta víctima de la posibilidad de acceder a la justicia. En este sentido, el 
artículo 35 del Reglamento de la Corte indica que “de ser el caso” la Comisión debe remitir en 
el sometimiento los nombres, dirección, teléfono, correo electrónico y facsímile de los 
representantes de las presuntas víctimas debidamente acreditados. El artículo 37 del 
Reglamento dispone que “[e]n casos de presuntas víctimas sin representación legal 
debidamente acreditada, la Corte podrá designar un Defensor Interamericano de oficio que las 
represente durante la tramitación de caso”. Se contempla, pues, la posibilidad de que las 
presuntas víctimas o sus familiares no hubieren designado representantes, y que tal omisión 
no implica el rechazo del caso, sino la posibilidad que la Corte designe un Defensor 
Interamericano de oficio. De esta forma, la alegada falta de identificación o acreditación de la 
representación de las presuntas víctimas no tiene efecto alguno en la admisibilidad del caso. 

33. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte nota que el caso fue sometido por la Comisión el 15 de 
julio de 2015 y la calidad de la representación de las presuntas víctimas fue confirmada los 
días 4 de septiembre y 9 de octubre de 2015, cuando se remitió a la Corte, una vez que fue 
solicitado, las declaraciones juradas de Ángela María del Carmen Argüello Gutiérrez y Nilda 
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Ileana Gutiérrez Hernández de Herrera, familiares de Mayra Angelina Gutiérrez Hernández, en 
las cuales otorgaron la representación del caso al Grupo de Apoyo Mutuo (GAM). En 
consecuencia, la Corte decide también desestimar este extremo de la excepción preliminar. 

34. Con base en las razones expuestas, la Corte desestima esta excepción preliminar 
interpuesta por el Estado. 

Corte IDH. Caso Lagos del Campo Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 340. 

20. La Corte reitera que, respecto a la inclusión por parte de la Comisión de nuevos derechos 
en el Informe de Fondo, que no fueron indicados previamente en el Informe de Admisibilidad, 
ni en la Convención Americana, ni en el Reglamento de la Comisión Interamericana, existe 
normatividad alguna que disponga que en el Informe de Admisibilidad se deben establecer 
todos los derechos presuntamente vulnerados. Al respecto, los artículos 46 y 47 de la 
Convención Americana establecen exclusivamente los requisitos por los cuales una petición 
puede ser declarada admisible o inadmisible, mas no impone a la Comisión la obligación de 
determinar cuáles serían los derechos objeto del trámite. En este sentido, los derechos 
indicados en el Informe de Admisibilidad son el resultado de un examen preliminar de la 
petición que se encuentra en curso, por lo que no limitan la posibilidad de que en etapas 
posteriores del proceso puedan incluirse otros derechos o artículos que presuntamente hayan 
sido vulnerados, siempre y cuando se respete el derecho de defensa del Estado en el marco de 
la base fáctica del caso bajo análisis. 

21. En el presente caso, el Tribunal observa que el Estado tenía conocimiento de los hechos 
que sustentan la presunta violación al artículo 16, en tanto estos se encuentran narrados en la 
petición inicial dirigida a la Comisión Interamericana de 13 de octubre de 1993. En dicha 
comunicación, el señor Lagos del Campo manifestó que el motivo de su despido estaba 
relacionado con su calidad como dirigente laboral, lo cual es la base fáctica utilizada por la 
Comisión para formular su alegato en torno a la violación al artículo 16 de la Convención. En 
particular, en dicha carta, el señor Lagos del Campo manifestó que fue despedido cuando 
ostentaba el cargo de Presidente del Comité Electoral dentro de la Comunidad Industrial de la 
empresa Ceper Pirelli “por el solo hecho de ser un [dirigente laboral], que viene luchando en 
defensa de los sagrados derechos y beneficios que les asiste a los trabajadores de mi país y en 
especial de los que laboran en la Empresa Conductores Eléctricos Peruanos S.A. CEPER 
PIRELLI”. 

22. En el mismo sentido, este Tribunal considera que existen elementos que permitan inferir 
que el señor Lagos del Campo alegó en sus escritos iniciales que, con motivo de su despido, 
habrían sido afectados los derechos de otros trabajadores. En efecto, la presunta víctima 
señaló en su demanda ante el Juez de Trabajo que “es evidente que la sanción aplicada en mi 
perjuicio, además de improcedente e injustificada, constituye un acto de intromisión en los 
asuntos internos de la Comunidad Industrial”. En opinión de la Corte, esta y otras referencias 
relacionadas con la conexión entre el despido de la presunta víctima y la afectación a la 
Comunidad Industrial y sus miembros, permiten concluir que el Estado contó con oportunidad 
para pronunciarse sobre hechos relacionados con la posible violación a la libertad de asociación 
del señor Lagos del Campo y de otros trabajadores. 

23. En consideración a lo anterior, la Corte concluye que el Estado tuvo conocimiento de los 
hechos que sustentan la presunta violación del artículo 16 de la Convención en perjuicio del 
señor Lagos del Campo desde el inicio del trámite del proceso ante la Comisión, por lo que 
habría podido expresar su posición de haberlo considerado pertinente. Por la misma razón, la 
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Comisión podía considerar en su Informe de Fondo otra calificación de los mismos hechos 
distinta a la realizada en el Informe de Admisibilidad, sin que lo anterior implicara una 
vulneración al derecho de defensa del Estado. En consecuencia, la Corte concluye que, en el 
particular, no existió violación al derecho de defensa en el procedimiento ante la Comisión 
Interamericana en los términos planteados por el Estado. 

24. Esta Corte ha establecido que el marco fáctico del proceso ante la misma se encuentra 
constituido por los hechos contenidos en el Informe de Fondo sometidos a consideración de la 
Corte. En consecuencia, no es admisible que las partes aleguen nuevos hechos distintos de los 
contenidos en dicho Informe de Fondo, sin perjuicio de exponer aquellos que permitan 
explicar, aclarar o desestimar los que hayan sido mencionados en el mismo y hayan sido 
sometidos a consideración de la Corte (también llamados “hechos complementarios”). La 
excepción a este principio son los hechos que se califican como supervinientes, que podrían ser 
remitidos al Tribunal siempre que se encuentren ligados a los hechos del caso y en cualquier 
estado del proceso antes de la emisión de la sentencia. 

25. En el presente caso, la Corte constata que en el Informe de Fondo la Comisión incluyó 
diversos recursos interpuestos por el señor Lagos del Campo, entre ellos se encuentran los de 
fecha 30 de marzo, 28 de abril y 4 de mayo de 1993 así como los recursos interpuestos en 
1996, y de forma posterior. Asimismo, la Comisión hizo referencia en el Informe de Fondo a 
los hechos relacionados con el autogolpe de 5 de abril de 1992 y la desactivación del Tribunal 
de Garantías Constitucionales. Por esta razón, dado que los hechos antes mencionados fueron 
sometidos a la jurisdicción de la Corte por parte de la Comisión, podrán ser tomados en cuenta 
al momento de realizar el estudio de fondo. En el mismo sentido, los hechos narrados por los 
representantes en el escrito de solicitudes, argumentos y pruebas serán tomados en 
consideración en tanto no constituyan hechos nuevos. En consecuencia, la Corte considera 
improcedente la solicitud del Estado en este respecto. 

Corte IDH. Caso Scot Cochran Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares y Fondo. 
Sentencia de 10 de marzo de 2023. Serie C No. 486. 

25. Adicionalmente, de la revisión del expediente de trámite ante la Comisión, la Corte no 
observa que en algún momento se haya afectado la igualdad procesal, se haya impedido el 
acceso del Estado a elementos de la petición, o se haya impedido desplegar su defensa. El 
Estado contó con la posibilidad de oponerse y expresar su posición en los momentos en que lo 
consideró pertinente durante el trámite ante la Comisión.  

26. Consta en el expediente que, si bien la Comisión trasladó al Estado un conjunto de 
comunicaciones del peticionario que fueron recibidas en distintos momentos, todas fueron 
transmitidas mediante una misma comunicación y formaron parte integral de la petición. 
Además, se brindó oportunidad al Estado de presentar sus observaciones respecto de todas las 
comunicaciones y, por lo tanto, no se generó indefensión del Estado. En consecuencia, la Corte 
desestima la excepción preliminar. 

Determinación de los hechos y víctimas 

Corte IDH. Caso Herzog y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de marzo de 2018. Serie C No. 353. 

98. Con respecto a lo anterior, la Corte recuerda que de acuerdo a su jurisprudencia 
constante, el marco fáctico del proceso ante la Corte se encuentra constituido por los hechos 
contenidos en el Informe de Fondo, con excepción de los hechos que se califican como 
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sobrevinientes, siempre que se encuentren ligados a los hechos del proceso. Ello sin perjuicio 
de que los representantes pueden exponer los hechos que permitan explicar, aclarar o 
desestimar los que hayan sido mencionados en el Informe de Fondo y hayan sido sometidos a 
consideración de la Corte. En el presente caso, la Corte observa que la información remitida 
por los representantes tiene relación con el alegado encubrimiento institucional referido por la 
Comisión en su Informe de Fondo. Además, la Corte considera que aun cuando la Comisión no 
estableció una violación al derecho a la verdad, la acción civil pública está incluida en el marco 
fáctico del Informe de Fondo, de modo que los hechos presentados por los representantes 
relacionados a esa iniciativa judicial son admisibles y serán considerados en el capítulo de 
fondo. 

Corte IDH. Caso Moya Solís Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 3 de junio de 2021. Serie C No. 425. 

32. La Corte reitera que las presuntas víctimas y sus representantes pueden invocar la 
violación de derechos distintos a los comprendidos en el Informe de Fondo, siempre que se 
mantengan dentro del marco fáctico definido por la Comisión, en tanto son las presuntas 
víctimas las titulares de todos los derechos consagrados en la Convención Americana. En esos 
casos, corresponde a la Corte decidir sobre la procedencia de alegatos relativos al marco 
fáctico, en resguardo del equilibrio procesal de las partes. 

33. Sin embargo, en este caso concreto la Corte encuentra que, si bien la presunta víctima 
mencionó los artículos 5 y 11 de la Convención e hizo referencia de manera general a su 
honestidad, integridad y proyecto de vida, no presentó alegatos específicos relacionados con la 
violación de los derechos contenidos en dichos artículos ni solicitó a la Corte que declare la 
violación de derechos diferentes a los indicados en el Informe de Fondo. Así, el petitorio 
contenido en el escrito de solicitudes y argumentos señala: “Solicito a la Honorable Corte 
Interamericana de Derechos Humanos que declare la responsabilidad del Estado Peruano por 
los siguientes motivos: 5.1. Por haber violado mis derechos correspondientes a las garantías 
judiciales, establecidos en los artículos 8.1, 8.2 b), 8.2.c); por haber violado el principio de 
legalidad establecido en el artículo 9, y por haber violado mi protección judicial establecida en 
el artículo 25.1; así como las relacionadas a los artículos 1.1. y 2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos [...]”. Por lo anterior, la Corte encuentra que los alegatos del Estado 
en relación con una indebida inclusión de los artículos 5 y 11 de la Convención en el escrito de 
solicitudes y argumentos, no son procedentes. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados "José Alvear 
Restrepo" Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 18 de octubre de 2023. Serie C No. 506. 

111. Por otra parte, si bien los representantes no pueden modificar el marco fáctico 
establecido por la Comisión, la Corte también recuerda su jurisprudencia constante según la 
cual la posibilidad de cambiar o variar la calificación jurídica de los hechos objeto de un caso 
concreto es permitido en el marco de un proceso en el Sistema Interamericano y que las 
presuntas víctimas y sus representantes puedan invocar la violación de otros derechos 
distintos a los comprendidos en el Informe de Fondo, siempre y cuando se atengan a los 
hechos contenidos en dicho documento. Corresponde entonces analizar si en el Informe de 
Admisibilidad fueron inadmitidos los hechos que sustentan los alegatos sobre la presunta 
comisión de genocidio o si, por el contrario, la Comisión realizó exclusivamente una valoración 
sobre la calificación jurídica de determinados hechos. 
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Corte IDH. Caso Habbal y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares y Fondo. 
Sentencia de 31 de agosto de 2022. Serie C No. 463. 

23. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte considera pertinente señalar, respecto de la primera 
excepción preliminar del Estado, que el artículo 35.1 del Reglamento de la Corte establece 
que, para que un caso pueda ser examinado por la Corte, el informe al que se refiere el 
artículo 50 de la Convención debe contener la identificación de las presuntas víctimas. En ese 
sentido, el Tribunal advierte que en el presente caso las presuntas víctimas del caso fueron 
claramente individualizadas por la Comisión en su Informe de Fondo, a saber: Raghda Habbal, 
Monnawar Al Kassar, Hifaa Al Kassar, Natasha Al Kassar, y Mohammed René Al Kassar. La 
Corte advierte que dicho Reglamento no exige el cumplimiento de formalidades adicionales 
para el sometimiento del caso en lo que se refiere a la individualización de las presuntas 
víctimas. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados "José Alvear 
Restrepo" Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 18 de octubre de 2023. Serie C No. 506. 

58. […], en cuanto al argumento de Colombia concerniente a que la actuación de la Comisión 
habría permitido una ampliación indebida del marco fáctico y temporal del asunto por parte de 
los peticionarios, el Tribunal recuerda que la determinación y delimitación de los hechos objeto 
del caso se incluyen dentro del ámbito de atribuciones que son propias de la Comisión 
Interamericana (artículo 50.1 de la Convención Americana). A la postre, el Estado contó con 
las oportunidades para presentar sus alegatos en el curso del trámite ante la Comisión. Por 
consiguiente, no es atendible el alegato de Colombia al no evidenciarse un error que haya 
derivado en una afectación a su derecho de defensa. 
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Corte Interamericana de Derechos Humanos 
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Por orden de precedencia: Jueza Nancy Hernández López, Presidenta; Juez Rodrigo 
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Patricia Pérez Goldberg, Juez Alberto Borea y Juez Diego Moreno Rodríguez. 
 

 


